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INTRODUCCIÓN 

 

 

 

La presente investigación es con la finalidad por una parte de conocer un 

poco acerca de los antecedentes que dieron pauta al Sistema Financiero 

Mexicano, así como conocer las autoridades que actualmente lo regulan y 

en especial conocer la función que en la actualidad tiene la  Comisión 

Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios 

Financieros, ya que es precisamente uno de los procedimientos que se 

ventilan ante esta Comisión, mismo que es materia esencial de la presente 

investigación. Sin embargo, es necesario señalar sus características: es un 

Organismo Público Descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio 

propios, en el que su finalidad primordial es promover, asesorar, proteger y 

defender los derechos e intereses de los usuarios frente a las Instituciones 

Financieras, procurando, en todo momento, arbitrar sus diferencias de 

manera imparcial y promover la equidad en las relaciones entre estos; 

facultades todas ellas que se encuentran reguladas por la Ley de 

Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, ordenamiento 

legal que prevé diversos procedimientos, tales como: el conciliatorio, el 

arbitral, el sancionador, entre otros; señalando la forma en la cual se van a 

desahogar dichos procedimientos. Ésta es la razón por la cual dicha 

Comisión Nacional se ha convertido en una vía alterna a los procedimientos 

judiciales para todos los usuarios inconformes, en donde sus quejas 

pueden ser atendidas y, en su caso, solucionadas, dentro de un 

procedimiento conciliatorio o arbitral; como ya se dijo anteriormente. Sin 

embargo, en la práctica hemos encontrado que existen determinadas 

situaciones que obstaculizan el buen funcionamiento de la Comisión, 

siendo una de ellas la que se encuentra al substanciar el Recurso de 

Revisión que se encuentra previsto en el Capítulo II “De la Substanciación  

del Recurso.”, que a la letra dice:”  

 



Capítulo IICapítulo IICapítulo IICapítulo II    

De la substanciación del recursoDe la substanciación del recursoDe la substanciación del recursoDe la substanciación del recurso    

  

Artículo 99.- En contra de las resoluciones de la Comisión Nacional dictadas 

fuera del procedimiento arbitral, con fundamento en las disposiciones de esta 

Ley, se podrá interponer por escrito recurso de revisión. 

  

Artículo 100.- El recurso de revisión se interpondrá dentro del plazo de quince 

días hábiles contados a partir del día siguiente a aquél en que surta efectos la 

notificación de la resolución recurrida. Se presentará ante la autoridad que 

dictó la resolución correspondiente y será resuelto por el Presidente o por el 

área de la Comisión Nacional que éste determine. 

  

Artículo 101.- La interposición del recurso de revisión suspenderá la resolución 

impugnada. La suspensión sólo se otorgará si concurren los siguientes 

requisitos: 

  

I. Que la solicite el recurrente; 

  

II. Que el recurso haya sido admitido; 

  

III. Que de otorgarse no implique la continuación de actos u omisiones que 

ocasionen infracciones a esta Ley; 



  

IV. Que no afecten intereses de terceros en términos de esta Ley, salvo que se 

garanticen éstos en el monto que fije la Comisión Nacional, y 

  

V. Que se acompañe el documento que acredite el otorgamiento de una garantía 

por el monto equivalente a lo reclamado. 

  

Artículo 102.- En el escrito en que la parte afectada interponga el recurso, 

deberán expresarse el acto impugnado y los agravios que el mismo cause, y se 

acompañarán u ofrecerán, según corresponda, las pruebas que al efecto se 

consideren convenientes. 

  

Artículo 103.- Si se ofrecen pruebas que ameriten desahogo, se concederá al 

interesado un plazo no menor de cinco días hábiles ni mayor de diez para tal 

efecto. La autoridad podrá allegarse los elementos de convicción que considere 

necesarios. Concluido el periodo probatorio, la autoridad resolverá dentro de los 

cinco días hábiles siguientes. 

  

Artículo 104.- Cuando no se señale el acto impugnado o no se expresen 

agravios, la autoridad competente desechará por improcedente el recurso 

interpuesto. Si se omitieran las pruebas, se tendrán por no ofrecidas. La 

resolución del recurso de revisión podrá desechar, confirmar, mandar reponer 



por uno nuevo que lo sustituya o revocar el acto impugnado, y deberá ser 

emitida en un plazo no superior a los treinta días hábiles. 

  

Artículo 105.- En el caso de que se confirme la resolución recurrida, la multa 

impuesta se actualizará de conformidad con lo previsto por el Código citado en 

el artículo 96. Las multas impuestas no se actualizarán por fracciones de mes. 

  

Artículo 106.- Contra la resolución emitida para resolver el recurso de revisión 

no procederá otro. 

 

 

El Recurso de Revisión es el instrumento con el que cuentan las partes para 

impugnar los actos emitidos por esta Comisión Nacional, cuando éstas consideren 

que existe una ilegalidad manifiesta; situación que se hará valer por escrito, en la 

cual el recurrente expresará los agravios causados por la resolución o sentencia 

recurrida; pues la finalidad primordial es determinar si el acto emitido por la 

autoridad correspondiente fue dictado conforme a derecho o no,  surgiendo al 

momento de presentarse el medio de impugnación antes citado, la problemática 

de determinar en cuanto a lo no previsto en la Ley de Protección y Defensa al 

Usuario de Servicios Financieros, qué legislación es la aplicable en el caso 

concreto; ya que el ordenamiento legal antes citado no prevé, entre otras cosas, 

bajo qué términos se van a admitir o desechar las pruebas ofrecidas por las 

partes, tampoco establece el término que las partes tienen para desahogar la vista 



del Recurso de Revisión, en caso de que la autoridad determine que es necesario 

las manifestaciones de ambas partes para emitir la resolución correspondiente; sin 

olvidar que en muchas ocasiones, para que la autoridad desvirtué los agravios 

esgrimidos por la parte recurrente, es necesario invocar otros ordenamientos 

legales. Por tanto, es evidente y primordial saber con certeza cuál es la legislación 

que se aplicará en forma supletoria al procedimiento antes citado, problemática a 

la que se propondrá una solución en la presente investigación, toda vez que es 

necesario en la práctica que la Comisión Nacional cuente con los elementos 

suficientes, para que se encuentre garantizado la eficacia del órgano en comento y 

de esta forma brinde seguridad jurídica. 

 

Sustentado con lo anterior la presente investigación que se encuentra conformada 

de la siguiente manera:  

 

En el primer capítulo incorporamos los antecedentes del Sistema Financiero 

Mexicano; ya que consideramos importante, para una mayor comprensión, 

conocer las figuras que dieron origen a las operaciones financieras que hoy en día 

conocemos en nuestro país y que forman parte del sistema aludido. 

 

En el segundo capítulo, hacemos referencia a cómo se encuentra conformado 

actualmente el Sistema Financiero Mexicano y cuáles son las autoridades que lo 

regulan, enfocándonos, de manera especial, a la CONDUSEF en cuanto a su 

estructura y funciones. 



En el capítulo tercero observamos y analizamos los procedimientos que se 

ventilan en la Comisión Nacional para la Protección y Defensa al Usuario de 

Servicios Financieros, como lo son el procedimiento conciliatorio, el de arbitraje, el 

sancionador , el de emisión de dictamen técnico, así como en base a la 

experiencia analizamos el  Recurso de Revisión previsto en el artículo 99 de la Ley 

de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, planteando la 

problemática existente en dicho procedimiento, ya que es precisamente el tema 

central de nuestra investigación. 

 

En el capítulo cuarto indagamos un poco más acerca del Recurso Administrativo 

en comento, así como constatar que el Código de Comercio, por la naturaleza de 

los actos que regula, es  la legislación mas apropiada en cuanto a lo no previsto 

en la substanciación y resolución del Recurso de Revisión previsto en el artículo 

99 de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros.                

 

 

  

 

 

 

 

 

 

 



CAPITULO I 

ANTECEDENTES HISTÓRICOS DE LAS OPERACIONES FINANCIERAS. 

Para una mejor comprensión de la presente investigación jurídica es necesario 

conocer las bases que dieron origen a las operaciones financieras actuales, razón 

por la que ahondaremos en los antecedentes históricos de dichas operaciones. 

Empezamos en las antiguas civilizaciones, hasta llegar a nuestra querida patria. 

Lo anterior con la finalidad de tener una horizonte más amplio de lo que se trata de 

exponer en la presente investigación. 

 

1.1Babilonia. 

 

En el año 3000 A. C. en Uruk, tuvieron lugar las primeras operaciones bancarias, 

situada en la porción Sur de la Meseta Mesopotámica y junto al Río Eufrates, aquí 

se encontraba el Templo Rojo de Uruk en el que se realizaban operaciones de 

préstamos, utilizando garantías reales; emisión de títulos abstractos de 

obligaciones, entre otras operaciones. Los sacerdotes eran los encargados de 

dichas actividades, realizaban la intermediación que consistía en prestar cereales 

con  interés a los agricultores y comerciantes.1 De igual forma ofrecían recursos a 

los esclavos y a los guerreros; todas estas operaciones se realizaban en especie, 

en virtud de que en ese momento todavía no hacía aparición la moneda, situación 

que no obstaculizó el desarrollo de dicha civilización; ya que entre los años 1792 a 

1750 A. C. el reino de Babilonia alcanzó su máximo esplendor, circunstancia que 

se plasmó en el Código de Hammurabi en el cual quedaron plasmadas todas las 

                                                 
1
 Cfr: HUMBERTO ENRIQUE RUIZ TORRES, Derecho Bancario, p. 3-4.  



actividades comerciales y bancarias que este pueblo realizaba, así como también 

la forma en la que se encontraban reguladas. Babilonia, como podemos observar, 

es una parte esencial del desarrollo de las operaciones financieras; pero no todo 

ocurrió aquí, como lo veremos enseguida, ya que en diversas partes, sobre todo 

en donde se establecieron las antiguas civilizaciones, se empezaron a utilizar 

operaciones financieras.  

 

• Hititas. 

 

Otra de las poblaciones asentadas en Mesopotamia, fueron los Hititas, grupo que 

se destacó por ser grande comerciante bancario, realizaba operaciones con las 

caravanas, anticipando créditos a largo plazo y tomando participación en negocios 

inmobiliarios.2 

 

1.3 La India.    

 

En esta parte del mundo, cerca de Sumeria, los únicos datos históricos 

relacionados con los antecedentes de las operaciones financieras son: que en la 

antigua India no existían bancos y el dinero o bienes valiosos no se guardaban en 

las casas, sino para su mayor seguridad se enterraban en los patios o en su 

defecto se depositaban en la casa del algún amigo de confianza. 

                                                 
2
 Cfr. MIGUEL ACOSTA ROMERO, Nuevo Derecho Bancario, p. 38.  
 



Durante este periodo, para ser precisos en la época de Buda, surgió un sistema 

equiparado al de crédito, en el que los comerciantes de diversas ciudades 

facilitaban el intercambio comercial, dándose entre sí documentos. La anterior 

operación se podría asociar con lo que hoy se conoce como el pagaré. De lo 

expuesto anteriormente se nota como, poco a poco, el hombre se encargó de 

perfeccionar todas sus actividades comerciales y darles una formalidad.3 

 

1.4 China. 

 

En la antigua China se desarrolló un sistema de crédito y de acuñación de 

moneda. Las primeras monedas que se conocieron en dicho país fueron las que 

se utilizaron en forma de conchas marinas, navajas y seda. Posteriormente la 

primera moneda metálica se remonta al S. V a. C., en donde inicialmente se 

empezaron a utilizar monedas de oro, que poco a poco fueron substituidas por las 

aleaciones de cobre y estaño, por lo que en el año 807 a.C. el emperador Hsien 

Tsung ordenó que toda moneda de cobre fuera depositada en el gobierno, 

emitiendo para sustituirla certificados de adeudo mejor conocidos con el nombre 

de “moneda valorada”, dando paso de esta forma a la aparición del papel moneda. 

 

Otra de las costumbres que tuvieron los mercaderes de este país fue que entre 

ellos se hacían préstamos, con tasas de interés muy elevadas, utilizando letras de 

cambio y billetes de Estado desde tiempos inmemorables.4 

                                                 
3 Ibid. p. 39.  
4 Ibídem.  



1.5 Grecia. 

 

En el mundo occidental antiguo a los banqueros se les conocía con el nombre de 

Trapezitas y Colubistas, denominados así porque dicho nombre significaba el 

hombre de la mesa, es decir, a través de la mesa estos hombres realizaban sus 

operaciones bancarias; se encargaban de realizar préstamos, cobrando intereses 

muy altos, razón por la cual en esa época se decía que los préstamos con 

intereses eran un crimen; por tanto, al existir varias irregularidades por parte de las 

personas que practicaban las actividades bancarias, la gente prefería guardar sus 

ahorros en casa antes de entregarlos a los bancos. Los templos también se 

encargaban de otorgar préstamos, que a diferencia de los anteriores, estos 

prestaban con tasas de interés mucho más moderadas.5 

Gyges emperador de Lidia fue quien hacia el año 687 a.C. inventó la moneda, al 

sustituir los lingotes de plata por piezas denominadas electros, mismos que eran 

una especia de pepitas con una amalgama de oro y plata a las cuales se les 

impuso un sello oficial, surgiendo posteriormente entre otros los corintos y los 

dracmas.6 

 

Hacia el siglo IV a.C. los griegos y las iglesias fundaron bancos públicos con el fin 

de sustraerse a la presión de las fuertes tasas de interés de los banqueros 

privados, religiosos y laicos. De esta forma los bancos públicos griegos se 

encontraban manejados por funcionarios y tenían la guarda de los fondos 

                                                 
5 H. ENRIQUE RUIZ TORRES: op. cit. p.5.  
6Ibíd, p.6.  



públicos, el monopolio del cambio manual de moneda, de los cobros públicos y de 

los gastos del Estado; algunos de los más conocidos fueron los de Atenas y 

Delfos. Entre los adelantos que los griegos aportaron a las operaciones bancarias 

se encuentran la garantía de los préstamos sobre mercancías, servicios tales 

como la guarda de joyas en cajas fuertes. Se dice que fueron los griegos los que 

inventaron el cheque y tomando como base los métodos babilónicos 

perfeccionaron las operaciones bancarias.  

 

1.6 Roma.  

 

En Roma la moneda principal era el Denario, como consecuencia de la 

monetización de la economía romana, durante la República y el Principado, fue el 

surgimiento de la clase de los caballeros o publícanos, hombres de negocios 

encargados de amasar grandes fortunas a través de arrendar el cobro de 

impuestos y adjudicarse obras públicas. Fueron ellos los que idearon agruparse en 

sociedades por acciones; logrando, mediante dichas sociedades, realizar 

préstamos al Estado, financiar la construcción de grandes obras, abastecer a 

Roma de cereales y aceites, siendo aquí en donde se comienza a diversificar la 

intermediación; ya que no sólo se limitó a realizar actividades de préstamo; sino 

aparece la figura del financiamiento. 

 

Durante este período surgieron los llamados argentarios, autorizados por el 

Estado, cuya función primordial fue la de retirar de circulación la moneda falsa 

que, con mucha frecuencia, aparecía en Roma; de igual forma, y casi al mismo 



tiempo, aparecieron los argentarii cuya actividad a diferencia de los anteriores, 

versaban más sobre cuestiones financieras, ya que entre otras actividades 

practicaban el depósito a la vista, servicio de caja, préstamos a interés con 

garantía o sin ella, intervención en subastas y transferencias de dinero entre 

diferentes partes del Imperio. Los grandes bancos públicos de la época se 

conocían con el nombre de “ Las Mensas Romanas ”, éstas se encontraban en 

todas las provincias del Imperio incluso en las Galias  y las encabezaba un director 

que se llamaba “Adjutor Tabularii” que se encontraba asistido por un 

“Dispensator”. Por otra parte también surgieron los Negociadores sólo que estos, a 

diferencia de los primeros, eran banqueros privados, semi-usureros, andaban a 

pie o a caballo y las monedas las guardaban en un cinturón, frecuentaban las 

ferias por las facilidades que éstas tenían, resultó muy difícil tenerlos controlados.7 

 

1.7 Las Rutas de China.     

 

Como hemos observado la actividad económica en el Imperio Romano poco a 

poco se fue extendiendo y con ello la necesidad de importar productos como la 

seda, las especies, la porcelana y todo esto producido por China, creándose así la 

ruta del comercio que unía a los dos Imperios; una de ellas se hacía por tierra, a 

través del desierto, desde Antioquia hasta Ferghana , por la parte nor-occidental 

de China, hasta llegar a un lugar llamado la Torre de Piedra, donde los 

mercaderes y los negociadores de Roma se encontraban en las caravanas chinas. 

La otra ruta era por mar, a través del estrecho de Ormuz en el Océano Índico, 

                                                 
7 M. ACOSTA ROMERO: op. cit., p. 42-43. 



bordeando la India, a través del estrecho de Malaca llegando a la parte sur de 

China, esta ruta tuvo mucha importancia, ya que dio gran actividad a los puertos 

del Golfo Arábigo y del Oasis de Palmira.8  

 

1.8 La Edad Media.                      

 

La Edad Media fue una etapa en la que no existió mucho avance en cuanto a la 

práctica de las actividades anteriormente mencionadas; sin embargo, hay que 

mencionar que el Imperio Romano Bizantino ordenó la acuñación y circulación de 

monedas de oro, plata y bronce, esta situación le proporcionó gran agilidad al 

comercio y fue en esta etapa donde aparece la letra de cambio. Las actividades 

bancarias se reactivaron aproximadamente en el S. XV, también surgió la 

denominada orden de los Pobres Caballeros de Cristo, una orden de carácter 

religioso militar que se encargaba de proveer dinero a las Cruzadas, pagar los 

rescates de los prisioneros y llevar dinero a las esposas de los cruzados, más 

tarde comenzaron a recibir depósitos, inventando así las cajas de seguridad.9 

 

• Los Monasterios. 

 

La actividad de los monasterios en el campo era disponer del capital, se 

encargaban de practicar préstamos agrícolas en beneficio de los señores y de los 

                                                 
8 Ibídem. 
9 H. ENRIQUE RUIZ TORRES: op.cit. p.8-9. 



que explotaban la tierra, utilizando una especie de hipoteca sobre inmuebles, 

durante este tiempo la iglesia tomó una posición muy combativa. 

 

Otro momento importante durante este periodo fue en el siglo XI, al desaparecer la 

hegemonía sarracena en el Mediterráneo, revitalizando al mismo tiempo los lazos 

entre oriente y occidente, surgiendo en este momento Venecia, conocida como 

una de las ciudades más activas comercialmente, ganándose la denominación de 

la “Reina de los Mares”, convirtiéndose los venecianos en los maestros del 

comercio de importación y exportación, situación que provocó que varias regiones 

como Pisa y Génova obtuvieran privilegios comerciales de algunos emires y 

sultanes, y de esta forma se fortaleció más el comercio y las operaciones 

bancarias y financieras.10 

 

 

• Las Cruzadas. 

 

Durante el Renacimiento la actividad bancaria se encontraba a cargo de los 

señores o reyes que organizaban las cruzadas; ya que estos tenían la necesidad 

de equipar con armas a sus ejércitos y en ciertos casos, cuando sus hombres 

caían prisioneros, tenían que asegurar sus rescates, asimismo tenían la obligación 

de enviar a sus esposos e hijos el botín de guerra.11 

 

                                                 
10 M. ACOSTA ROMERO: op. cit. p.44 - 45. 
11 Ibíd. p. 46. 



• Los Templarios. 

 

Estos constituían una orden religiosa militar creada en Jerusalén para proteger a 

los peregrinos cristianos que acudían a esa cuidad a visitar la tumba de Cristo; 

aprovechando la guerra contra los árabes estos obtuvieron muchas riquezas, 

estableciendo más de 9000 sucursales en las que se recibían depósitos de joyas y 

capitales, ofreciendo cajas fuertes para la guarda; los clientes eran reyes y 

señores feudales; otra de las actividades importantes de esta orden fue utilizar los 

fondos que recibían en préstamos a terceros, siendo estos los que financiaron en 

su mayor parte las cruzadas.12 

 

• Los Banqueros en las Ferias Europeas de Comercio.  

En estas ferias, además del intercambio de mercancías, había una gran actividad 

financiera, generalmente se dedicaban ocho días a la recepción y presentación de 

las mercancías, uno más a las ventas y posteriormente se realizaban una serie de 

pagos, de cambios y se concluían operaciones realizadas en ferias anteriores; los 

comerciantes utilizaban a banqueros que operaban a escala internacional, de feria 

en feria y crearon moneda internacional de cuenta, estableciendo una serie de 

regulaciones para la compensación, envío de dinero y cambio; en estas ferias 

operaban todas las monedas en curso de la época y se recibían documentos, 

mandatos, depósitos irregulares. Como podemos observar, en esta etapa hubo 

muchos adelantos en materia financiera.13 

                                                 
12 Ibídem. 
13Ibíd. 48-49. 



• Siena y el Arte del Cambio. 

 

En la época moderna y contemporánea, tras la desaparición de los Templarios, la 

Santa Sede buscó apoyarse en banqueros de Siena para recolectar cantidades 

que la cristiandad aportaba a aquélla, de esta forma aparecieron los banqueros 

como los Piccolomini, los Buonsignori y los Tolomei, entre otros. Para este tiempo 

ya la actividad financiera estaba muy desarrollada y de igual forma la conciencia 

de los banqueros con relación a que los préstamos corrían el riesgo de no ser 

pagados; por lo tanto buscaron la forma de garantizar el buen desempeño de los 

banqueros mediante el otorgamiento de fianzas, de esta forma la captación de 

recursos del público para su colocación en el público estaba dada.14 

 

• Los Montes de Piedad. 

En el siglo XII bajo las ideas de San Francisco de Asís, en Italia, la orden 

franciscana, en Italia,  se dedicó a combatir los excesos de aquella época en 

contra de los usureros, creando así los Montes de Piedad, que no eran otra cosa 

más que instituciones de préstamo prendario dirigidos a toda la población, mismos 

que no tuvieron mucho éxito por tratarse de instituciones improvisadas de caridad  

y con una gran inexperiencia, por lo que tuvieron  muchos problemas. Sin 

embargo, sentaron un precedente importante de lo que hoy se conoce como los 

Montes de Piedad.15        

 

                                                                                                                                                     

 
14 Ibídem. 
15 Ibíd. 50. 



1.9 Avances que se dieron durante el siglo XV al XVIII. 

 

Este periodo se caracterizó por el desarrollo de la banca privada que en su origen 

fue creada por comerciantes, constituida básicamente por estirpes familiares 

como: los Medicis de Florencia y los Fugger de Habsburgo. Los primeros 

manejaron todos los movimientos de fondos entre los países europeos, Asia y 

Roma, también fueron banqueros de los Condes de Borgoña. Por su parte, los 

segundos fueron los grandes banqueros del Emperador  del Sacro Imperio y de 

España, estos fueron considerados los creadores de la institución más poderosa 

del siglo XVI, por todas las actividades que realizaban y los grandes volúmenes de 

capitales que manejaban; como podemos observar aquí ya se encontraban 

consolidadas las instituciones bancarias.16 

 

1.10 Avances en el siglo XVIII al siglo XIX.   

 

En 1609 se fundó el Banco de Amsterdan, bajo la garantía del gobierno de dicha 

cuidad, que operaba  exclusivamente mediante el depósito de especies metálicas, 

dicha situación fue benéfica; ya que después de la guerra de los treinta años y la 

paz de Westfalia en 1648, en Europa existió un verdadero problema con el 

comercio de monedas, pues cada provincia holandesa acuñaba su moneda, esto 

es, las ciudades libres de Alemania, las ciudades italianas, los principados del 

Imperio y casi todos los reyes, todos éstos contaban con su propia acuñación de 

monedas, aunado a que la producción de plata proveniente de las colonias hacía 

                                                 
16 Ibíd. p. 52-53. 



inestable el mercado cambiario porque continuamente variaban el precio entre el 

oro y la plata, para solucionar dicho problema el Banco de Amsterdan sólo recibía 

depósitos en monedas y lingotes, estableciendo así una moneda de cuenta para 

sus depósitos: los recibos y de esta forma dicho Banco, en cierta época se 

convirtió en el principal intermediario europeo de metales preciosos, para después 

desaparecer en 1819 y ser reemplazado por la Banca Neerlandesa; 

posteriormente, tomando el modelo del Banco de Ámsterdam, se crearon el Banco 

de Hamburgo, el de Nuremberg y el Della Piazza  del Rialto.17 

 

Como podemos observar durante este periodo surgieron numerosas instituciones 

en toda Europa que se dedicaron al cambio, a la intermediación en el crédito, a la 

operación masiva del depósito y préstamo, comenzando así la emisión del papel 

moneda, algunas operaciones bancarias especializadas como la llamada banca 

comercial, la banca financiera y la hipotecaria, de esta forma se aprecia 

claramente como fueron diversificándose las actividades bancarias y haciéndose 

mucho más especializadas. 

 

a) Los Bancos de Emisión. 

 

Hacia el año 1650 el Banco de Estocolmo emitió billetes al portador que ya no 

pagaban intereses y que circulaban como moneda en Suecia, se recibía en pago 

de mercancías, por lo que se dio a conocer éste como de circulación. Sin 

embargo, este Banco no tuvo mucho éxito, ya que no existía un límite legal entre 

                                                 
17 Ibíd, p. 54-55. 



el volumen  de emisión de billetes y el monto de sus reservas, lo que a la larga 

ocasionó graves problemas originando la bancarrota. 

 

b) Periodo que comprende de 1800 a la época actual. 

  

Las actividades financieras que se conocen hoy en día tuvieron sus orígenes en 

las civilizaciones antiguas, éstas fueron las que sentaron las bases para dar lugar 

al actual Sistema Financiero, que no sólo se compone del sistema bancario, como 

lo hemos podido observar, ya que la evolución de los bancos y de las actividades 

bancarias en el mundo, a partir del siglo XIX, ha sido muy importante. 

La intermediación profesional y masiva  en el crédito se ha ido orientado cada día 

más a que se maneje en forma institucional, pues conforme avanza el desarrollo 

de las sociedades humanas se requiere más técnica, más preparación, mejores 

instalaciones, equipo modernizado y recursos humanos capacitados; por lo que 

una vez que ya tenemos una visión más amplia de cómo evolucionaron las 

operaciones financieras en el mundo, nos enfocaremos, específicamente, en 

nuestro país para conocer y de esta forma comprender el Sistema Financiero 

Mexicano, para esto es necesario hacer una reseña histórica de cómo surgieron y 

evolucionaron las operaciones financieras en México. 

 

1.11 México. 

Para cumplir con el objetivo de nuestra investigación es necesario ubicarnos en 

nuestra querida patria y ahondar acerca de cómo surgieron las operaciones 

financieras y las primeras Instituciones Bancarias. 



a) Época prehispánica.   

 

En nuestro país durante la época prehispánica, específicamente en Tenochtitlán, 

se dio un considerable intercambio comercial, mismo que implicó la necesidad de 

contar con medios de intercambio, los más conocidos y utilizados por los 

indígenas fueron el cacao, las mantas y el polvo de oro; por lo que se puede decir 

que existía una intermediación en especie, la actividad comercial encontrada por 

los españoles fue muy extensa tal y como lo informó Hernán Cortes en sus Cartas 

al señalar:”.....Tiene otra plaza tan grande como dos veces la Ciudad de 

Salamanca, toda cercada de portales alrededor, donde hay cotidianamente arriba 

de fefenta mil Animas, comprando y vendiendo, donde hay todos géneros de 

Mercandurías....”18 , sin embargo aún y cuando existió gran actividad comercial, no 

existen antecedentes fehacientes que pudieran darnos las bases para afirmar que 

durante este periodo hubo actividad bancaria, ya que más bien lo que se daba en 

dicha época era el trueque. 

 

b) Colonia. 

 

La conquista abarcó de 1523 hasta septiembre de 1821, durante este periodo no 

se conocieron en la Nueva España sucursales de bancos españoles; sin embargo, 

se dieron cambios radicales en nuestro país y uno de ellos fue crear una moneda 

para agilizar el comercio y de esta forma surgieron las siguientes figuras: 

 

                                                 
18 H. ENRIQUE RUIZ TORRES: op. cit. p.12. 



• Las Cajas Reales y el Banco de Avío de Minas. 

 

Los españoles al darse cuenta de la escasez de medios de cambio fundan, en el 

año 1536, la Casa de Moneda de la Nueva España, a través del cual pretenden 

solucionar dichos problemas, sin que resultara del todo, surgiendo así las Cajas 

Reales que posteriormente dieron cabida a las Bancos de Plata, que no eran otra 

cosa que compañías generales de avío. Más tarde, en el año 1784, tiene su 

aparición el Banco de Avío de Minas que no tuvo mucho éxito, pues otorgó 

préstamos de forma imprudente, así como pagos a cargo del patrimonio del 

Banco, por lo tanto su funcionamiento fue muy deficiente, dicha situación lo llevó a 

la bancarrota y finalmente no subsanó la irregularidad que se venía dando en ese 

momento.  

 

• El Nacional Monte de Piedad. 

 

Dicha institución fue creada por Pedro Romero de Terreros, Conde de Regla el 25 

de febrero de 1775, mediante un donativo de tres mil pesos y con el nombre de 

Sacro y Real Monte de Piedad. Su finalidad primordial era la de prestar dinero con 

garantía prendaría (alhajas y ropa) y obtener a cambio limosnas voluntarias en el 

momento de desempeño, para con ello sufragar ocho misas diarias. 

Posteriormente hacia el año de 1927, por decreto presidencial, el Nacional Monte 

de Piedad fue declarado institución de Beneficencia Privada con la siguiente 

función: otorgar préstamos con garantía prendaria sobre bienes que quedaban 



bajo custodia o en poder de los deudores, situación similar a la que actualmente 

se maneja dicha Institución. 

 

c) Época Independiente. 

 

A partir de la Consumación de la Independencia de nuestro país (27 de 

septiembre de 182I) se puede decir que realmente empieza a existir una evolución 

de las operaciones financieras; por lo que se procederá a hacer una separación de 

las etapas de la evolución de la banca en México, esto es necesario para una 

mayor comprensión, y para tener un panorama más amplio y concreto se dividió 

por periodos.  

 

• De 182I, (Consumación de la Independencia,) a 1867 se dio la restauración 

de la República. Durante esta época de graves disturbios y grandes 

problemas políticos económicos rigieron cuatro Constituciones: La de 1824,  

la de 1836, la de 1843, la de 1857 y un Código de Comercio de1854. Sin 

embargo, podríamos decir que no hubo actividad bancaria ni tampoco 

bancos. 

• De 1867 a 1889. Promulgación de los dos primeros Códigos de Comercio 

en vigor en la República. 

• De 1889 a 1897. Primera Ley General de Instituciones de Crédito. 

• De 1897 a 1913. Comenzó el caos financiero motivado por la Revolución. 



• De 1913 a 1925. Quedó aniquilado el sistema bancario anterior a la 

Revolución y entró en vigor la Constitución de 1917. 

• De 1925 a 1982. ( 1 de septiembre) El Sistema Bancario Mexicano se 

consolida y adquiere perfiles propios, convirtiéndose en uno de los más 

sólidos sistemas bancarios de Latinoamérica, pero se decreta la 

expropiación de los bancos privados. 

• De 1982 a 1990. Los bancos son propiedad del gobierno. 

• De 1990. Privatización de la banca y apertura del Sistema Financiero 

Mexicano con el TLC.19 

En un contexto en el que la globalización económica se ha extendido a muchas 

regiones en el mundo y donde lo predominante, en materia financiera, es crear 

esquemas normativos flexibles que faciliten el libre flujo de capitales, uno de los 

elementos más importantes de la estrategia de modernización económica del 

presidente Salinas de Gortari fue el de internacionalizar los mercados financieros. 

Para lograr esto, desde 1990 se puso en práctica una importante serie de 

modificaciones y reformas en materia financiera. Su implementación generó un 

doble efecto: por una parte, la liberación de actividades financieras y, por otra, una 

importante reforma institucional. Estas medidas fueron adoptadas con el objetivo 

de incrementar la competitividad de los intermediarios financieros y reducir la 

segmentación existente en el sistema financiero nacional.  

La creciente necesidad de recursos para inducir una nueva etapa de crecimiento 

del producto y ante los escasos resultados obtenidos con la reprivatización 
                                                 
19 M. ACOSTA ROMERO: op. cit. p.67. 



bancaria, el gobierno asumió la tarea de acelerar el proceso de apertura en el 

sistema financiero. Para ello se han eliminado las restricciones que impedían a la 

inversión extranjera participar en la intermediación financiera.  

Como podemos observar, todos estos factores influyeron para el desarrollo del 

Sistema Financiero Mexicano,  por lo que una vez que ya conocemos cuales 

fueron los antecedentes que dieron origen al sistema actual procederemos a 

conocer de una manera muy breve los antecedentes de las autoridades que lo 

regulan, en virtud de que es, precisamente, en una de las autoridades que se 

encargan de dirimir las controversias del sector financiero en la que se encuentra 

basada nuestra investigación. 

 

2. El SISTEMA FINANCIERO MEXICANO.  

 

La primera definición la encontramos en la exposición de motivos de la Ley 

Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito de 1985, en la cual se 

señala que el sistema financiero se encuentra integrado básicamente por las 

instituciones de crédito y los intermediarios financieros no bancarios, que 

comprenden a las compañías aseguradoras y afianzadoras, casas de bolsa y 

sociedades de inversión; así como las organizaciones auxiliares de crédito, por lo 

que es necesario conocer en forma más clara los sectores que conforman el 

Sistema Financiero Mexicano. 

 

 



2.1 SECTORES QUE INTEGRABAN EL SISTEMA FINANCIERO MEXICANO EN 
EL AÑO DE 1990. 
 
 

Si partimos de un concepto amplio de lo que puede ser el Sistema Financiero 

Mexicano, considerando todas las actividades que de alguna manera se realizan 

en esta área económica y las estructuras, primero del Gobierno Federal 

directamente y después las privadas que intervienen, por lo menos a partir de julio 

de 1990, en materia bancaria; sin olvidar las otras materias auxiliares tenemos que 

a partir de 1990 el Sistema Financiero Mexicano se encontraba mas o menos 

conformado de la siguiente manera: 

  

• Los dieciocho bancos múltiples que prestan el servicio de banca y 

crédito y que serán Sociedades Anónimas Privadas. 

• Los bancos de desarrollo que también son banca múltiple y en los que 

se conserva la mayoría del capital por parte del Gobierno Federal. 

• Los grupos financieros que se organicen en los términos de la Ley para 

Regular las Agrupaciones Financieras, y  

• Bancos de objeto limitado. 

• Filiales de bancos extranjeros. 

• Organizaciones auxiliares previstas en la LGOAAC: 

• Almacenes Generales de Depósito. 

• Arrendadoras financieras. 

• Uniones de Crédito. 

• Casas de Cambio. 



• Sociedades de Factoraje Financiero. 

• Sociedades de Ahorro y Préstamo. 

• Organizaciones Auxiliares aunque no definidas como tales,. sí previstas 

en otras leyes: 

• Afianzadoras. 

• Bolsa de Valores. 

• Cámaras de Compensación. 

• Compañías Aseguradoras. 

• Casas de Bolsa. 

• Instituciones para el depósito de valores. 

• Oficinas Internacionales de Bancos: 

• Bancos multinacionales. 

• Bancos internacionales que operan en México. 

• Sucursales de bancos extranjeros. 

• Operadoras del Sistema de Ahorro para el Retiro (AFORES). 

• Operadoras de la Base de Datos Nacional SAR. 

• Sociedades de Inversión Especializadas en Ahorro para el Retiro 

(SIEFORES). 

• Sociedades que prestan sus servicios o contratan con las instituciones 

de crédito: 

• Inmobiliarias bancarias. 

• Sociedades de servicios de información. 

• Sociedades de transporte especializado. 



• Sociedades de programación e informática. 

• Agencias y agentes. 

• Corporativos . 

• Casas de bolsa.20 

Con lo anterior resulta claro que el Sector Financiero desde 1990 era muy amplio, 

situación que con el paso del tiempo se ha ido modificando, hasta llegar a lo que 

hoy en día conocemos, y que posteriormente abordaremos, a efecto de conocer 

como se encuentra conformado el Sistema Financiero Mexicano actualmente. Por 

lo pronto en este momento conoceremos cuales son las autoridades que lo 

regulan y sus antecedentes.  

 

2.2 ANTECEDENTES HISTÓRICOS DE LAS INSTITUCIONES ENCARGADAS 

DE LA VIGILANCIA FINANCIERA. 

2.2.1 BANCO DE MÉXICO. 

El Banco de México abrió sus puertas el 1° de septiembre de 1925, fue la 

consumación de una aspiración largamente acariciada por el país. Poco recordado 

es actualmente el hecho de que los antecedentes de esta Institución se remontan 

al menos hasta principios del siglo XIX. En fecha tan remota como 1822, durante 

el reinado de Agustín de Iturbide, la historia registra la presentación de un 

proyecto para crear una institución con la facultad para emitir billetes que se 

denominaría "Gran Banco del Imperio Mexicano". 

                                                 
20 Ibíd. p.194-195. 



En Europa, los bancos centrales surgieron a partir de una evolución espontánea 

en que algún banco comercial fue adquiriendo gradualmente las funciones que en 

un contexto moderno corresponden en exclusiva a los institutos centrales. Algo 

parecido estuvo próximo a ocurrir en México hacia 1884, pero en un célebre juicio 

legal convocado en la capital del país triunfó la postura que favorecía la libre 

concurrencia de los bancos comerciales en cuanto a la emisión de billetes. 

Con la destrucción del Sistema Bancario Porfirista durante la Revolución, la 

polémica ya no se centra en la conveniencia del monopolio o la libre concurrencia 

en la emisión de moneda, sino en las características que debería tener el Banco 

Único de Emisión, cuyo establecimiento se consagró en el Art. 28 de la Carta 

Magna promulgada en 1917. La disyuntiva consistía en proponer el 

establecimiento de un banco privado, o un banco bajo control gubernamental. Los 

Constituyentes reunidos en Querétaro optaron por esta segunda fórmula, aunque 

la Carta Magna sólo estableció que la emisión de moneda se encargaría, en 

exclusiva, a un banco que estaría "bajo el control del Gobierno".21 

Sin embargo, siete largos años demoró la fundación del entonces llamado Banco 

Único de Emisión. En ese lapso, se emprendieron varias tentativas para llevar a 

cabo el proyecto, que fracasaron por la inflexible penuria del erario. 

Reiteradamente, la escasez de fondos públicos fue el obstáculo insuperable para 

poder integrar el capital de la Institución. Durante este lapso se fue consolidando 

en el mundo la tesis sobre la necesidad de que todos los países contasen con un 

banco central. Tal fue el mensaje de un comunicado emitido en 1920 por la 

                                                 
21 s/a, Banco de México, en http://www.banxico.org.mx.  



entonces influyente Sociedad de las Naciones, durante la Conferencia Financiera 

Internacional celebrada en Bruselas.  

El establecimiento del Banco de México no se hace realidad hasta 1925, gracias a 

los esfuerzos presupuestarios y de organización del Secretario de Hacienda, 

Alberto J. Pani, y al apoyo recibido del Presidente Plutarco Elías Calles. En su 

momento, alguien llegó a comentar, en tono de broma, que a la Institución debería 

llamársele "Banco Amaro", ya que los fondos para integrar el capital se pudieron 

reunir finalmente, en virtud de las economías presupuestales logradas en el 

Ejército por el entonces Secretario de la Defensa Nacional, Gral. Joaquín Amaro.22 

 

El Banco de México se inauguró en solemne ceremonia el 1° de septiembre de 

1925. El acto fue presidido por el primer mandatario, Plutarco Elías Calles, y al 

mismo concurrieron los personajes más sobresalientes de la época en la política, 

las finanzas y los negocios. Al recién creado Instituto se le entregó, en exclusiva, 

la facultad de crear moneda, tanto mediante la acuñación de piezas metálicas 

como a través de la emisión de billetes. Como consecuencia correlativa de lo 

anterior, se le encargó la regulación de la circulación monetaria, de los tipos de 

interés y del cambio sobre el exterior. Asimismo, se convirtió al nuevo órgano en 

agente, asesor financiero y banquero del Gobierno Federal, aunque se dejó en 

libertad a los bancos comerciales para asociarse o no con el Banco de México.  

 

                                                 
22 s/a, Banco de México, en http://www.banxico.org.mx. 



2.2.2 SECRETARIA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. 
 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público fue creada el 4 de octubre de 1821, a 

raíz de la consumación de la Independencia; su denominación cambió 

posteriormente por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y Comercio: la 

última palabra fue suprimida con posterioridad y desde fines del siglo pasado se le 

conoce con el nombre de Secretaría de Hacienda y Crédito Público. La Secretaría 

de Hacienda y Crédito Público es el órgano más importante del Gobierno Federal 

en materia de banca y crédito; a ella corresponde aplicar y ejecutar e interpretar, a 

efectos administrativos, los diferentes ordenamientos que sobre la materia existen. 

Así mismo le corresponde dar la orientación de la política financiera y crediticia a 

todos los intermediarios financieros. Acorde con los lineamientos que en esas 

materias señale el Ejecutivo Federal, por lo anteriormente expuesto podemos 

observar que esta dependencia de gobierno juega un papel muy importante dentro 

del Sistema Financiero Mexicano23. 

 
2.2.3 LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES. 
 
 
En el siglo pasado no hubo antecedentes precisos de un organismo que 

desarrollara las funciones que lleva a cabo la Comisión Nacional Bancaria. La 

Secretaría de Hacienda antes de 1889 estableció un sistema de interventores de 

bancos, pero no tenían responsabilidad y poco hacían por vigilar la actividad de 

los bancos, por lo que el 3 de noviembre de 1889 don Manuel Dublán, que en esa 

época fungía como Secretario de Hacienda, encomendó al señor licenciado Luis L. 

Labastida la realización de un estudio que vio la luz pública con el nombre de 

                                                 
23 M. ACOSTA ROMERO: op. cit. p.196. 



Estudio Histórico y filosófico sobre la Legislación de Bancos, mismo al que 

algunas opiniones atribuyen el mérito de ser el antecedente más remoto, desde el 

punto de vista teórico doctrinario, de las funciones que posteriormente asumiría la 

Comisión Nacional Bancaria. 

 

Respecto a la creación de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, esta es un 

órgano desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con 

autonomía técnica y facultades ejecutivas en los términos de esta ley. ( Art.1).  

  

La Comisión tendrá por objeto supervisar y regular, en el ámbito de su 

competencia, a las entidades financieras, a fin de procurar su estabilidad y 

correcto funcionamiento, así como mantener y fomentar el sano y equilibrado 

desarrollo del sistema financiero en su conjunto, en protección de los intereses del 

público. También será su objetivo supervisar y regular a las personas físicas y 

demás personas morales. cuando realicen actividades previstas en las leyes 

relativas al citado sistema financiero.24 

 

2.2.4 COMISIÓN NACIONAL DE SEGUROS Y FIANZAS. 
 
 
La Comisión Nacional de Seguros ya existía antes de 1970 y precisamente a partir 

del año mencionado desapareció para fusionarse con la Comisión Nacional 

Bancaria. Sin embargo, tal parece que esa fusión no fue eficiente y se tomó la 

                                                 
24 s/a, Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en http://www.cnbv.gob.mx.  



decisión, en 1990, de restablecer la existencia de lo que ahora se llama Comisión 

Nacional de Seguros y Fianzas. 

  

La naturaleza jurídica de la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, se 

encuentra prevista en términos del artículo 108 de la Ley General de Instituciones 

y Sociedades Mutualistas de Seguros, siendo un órgano desconcentrado de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

  

La Comisión de referencia tiene a su cargo la inspección y vigilancia de las 

sociedades mutualistas  de seguros.25 

 
2.2.5 COMISIÓN NACIONAL DE LOS SISTEMAS DE AHORRO PARA EL 
RETIRO (CONSAR). 
 

Esta Comisión tuvo su aparición el 23 de mayo de 1996,  ante la necesidad de 

supervisar a una nueva categoría de intermediarios, encargados de administrar el 

ahorro para el retiro de los trabajadores mexicanos. La CONSAR esta dedicada a 

ejercer la inspección y vigilancia de las AFORES, SIEFORES y de las empresas 

operadoras de la Base de Datos Nacional SAR. 

 

La coordinación, regulación, supervisión y vigilancia de los Sistemas de Ahorro 

para el Retiro están a cargo de esta Comisión como órgano administrativo 

desconcentrado de la SHCP dotado de autonomía técnica y facultades ejecutivas, 

de competencia funcional propia, en los términos de la Ley de los Sistemas de 
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Ahorro para el Retiro publicada el 23 de mayo de 1996; el Reglamento respectivo 

de la Ley y el Reglamento Interior de la Comisión publicado el 19 de junio de 1997. 

 

Como podemos observar, todas estas autoridades fueron creadas con un fin 

común: vigilar e inspeccionar a todo el Sector Financiero. Otra de las 

características que vinculaban entre sí a estas autoridades, hasta antes de enero 

de 1999, era la de encargarse de dirimir las controversias que se suscitaran entre 

los usuarios del Sector y precisamente las Instituciones Financieras, a través del 

procedimiento conciliatorio como, medio alternativo de solución de controversias,   

situación que actualmente ya no se encuentra a cargo de las Comisiones antes 

citadas, sino a cargo de la  Comisión Nacional para la Protección y Defensa al 

Usuario de Servicios Financieros, y como es precisamente la materia de nuestra 

investigación procederemos a conocer sus antecedentes.26 

 

2.2.6 ANTECEDENTES HISTÓRICOS DE LA COMISIÓN NACIONAL PARA LA 

PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS 

 

La CONDUSEF es un Organismo Descentralizado creado para ventilar los 

conflictos que se suscitan entre los usuarios y las instituciones financieras, 

siendo ésta una instancia más dentro del sector financiero; es por ello, que 

se explicarán los motivos y causas que dieron origen a la creación de dicho 

Organismo, entre las que se puede destacar la grave crisis que se 

desarrolló en el país en diciembre de 1994. De igual manera, se hará 
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mención de la forma en que se encuentra estructurada la citada Comisión y 

de las facultades que la Ley de Protección y Defensa al Usuario de 

Servicios Financieros le otorga, mismas que hoy en día realiza. 

a) ORIGEN 

Sin lugar a dudas, la crisis que sufrió nuestro país a finales de 1994 hizo palpable 

la ingente27 necesidad que tenía el Estado de velar por los derechos de un grupo 

social que, por su condición y recursos, requería de asesoría jurídica para el 

adecuado uso de los servicios financieros, servicios que día a día eran más 

sofisticados y, de ser el caso, para reclamar ante las diversas entidades, que 

hasta ese momento conformaban el Sistema Financiero Mexicano, sus legítimos 

derechos. Dicho grupo social está compuesto, fundamentalmente, de miles de 

pequeños ahorradores, que con muchos esfuerzos logran constituir un patrimonio 

familiar a lo largo de su vida.28 

 

Debemos entender, como ya se dijo anteriormente, que “en la actualidad el 

Sistema Financiero Mexicano se encuentra integrado básicamente por las 

Instituciones de Crédito y los intermediarios financieros no bancarios, que 

comprenden a las compañías Aseguradoras y Afianzadoras, Casas de Bolsa y 

Sociedades de Inversión, así como las Organizaciones Auxiliares de Crédito”.29 

 

Asimismo, la globalización y volatilidad de los mercados mundiales han propiciado 

la necesidad de que el sector social de nuestro país disponga de un ente público 

                                                 
27 Proviene del latin  inges - entis adj. Muy Grande.  
28 Dictamen, de Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros del 12 de diciembre de1998. 
29 M. ACOSTA ROMERO, Derecho Bancario, p. 35. 



que oriente y vele por la protección y defensa de sus derechos; los cuales, en 

ocasiones, no son cabalmente respetados por las Instituciones Financieras. 

 

Por otro lado, se hace notar que en ese momento y aún con la existencia de 

diversos ordenamientos que en su momento regularon, en la medida que les fue 

posible, las relaciones entre el público usuario y los prestadores de servicios 

financieros, no se contaba con disposiciones protectoras para los usuarios de los 

servicios financieros, como es el caso de la Ley General de Instituciones de 

Crédito y Organizaciones Auxiliares de 1941. Sin embargo, en esa época, la 

entonces Comisión Nacional Bancaria desempeñó, durante mucho tiempo, la 

función de conciliador, la cual se desarrollaba por medio de un procedimiento 

administrativo de conciliación no establecido en la ley, por el que simplemente esa 

Comisión comunicaba por escrito a los intermediarios, las reclamaciones y quejas 

que le eran planteadas por los usuarios. En caso de que los bancos reconocieran 

incumplimientos o errores, se resolvían los conflictos; de otro modo, la Comisión 

notificaba a los usuarios que sus reclamaciones debían ser planteadas ante los 

Tribunales competentes, habida cuenta de la falta de atribuciones legales para 

resolver en calidad de conciliador o árbitro.30 

 

La nacionalización de la banca, da inicio a un largo proceso de cambio en la 

política bancaria y financiera, el cual se vio reflejado en nuevas disposiciones 

legales y reglamentarias en materia financiera; un ejemplo de ello es la Ley 

Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito, publicada en el Diario 

                                                 
30 Dictamen. op. cit. 



Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1982, vigente a partir del 1° de 

enero de 1983 al 14 de enero de 1985, en ésta se establecieron procedimientos 

de conciliación y arbitraje, mismos que se sustanciaban ante la Comisión Nacional 

Bancaria y de Seguros (CNBS). En el año de 1985, surge la nueva Ley 

Reglamentaria en la que fueron mejorados los procedimientos aludidos y se 

reflejaron en materia de organizaciones y actividades auxiliares del crédito, de 

seguros y fianzas a partir de 1990, especialmente en cuanto a la creación de una 

comisión que supervisara a estos dos últimos intermediarios. 

 

De igual forma, y como consecuencia de la crisis de 1987, se reformó la Ley del 

Mercado de Valores para establecer procedimientos de resolución de 

controversias entre casas de bolsa y especialistas bursátiles por un lado y los 

inversionistas por el otro, mediante la actuación de árbitros particulares. Asimismo, 

se determinó la manera de realizar la contratación bursátil entre las casas de bolsa 

y su clientela, todo lo que perdura en la legislación vigente. La promulgación de la 

Ley  de los Sistemas de Ahorro para el Retiro en 1996, recogió las experiencias de 

sus similares y adoptó los procedimientos de resolución de controversias entre 

trabajadores, patrones y Administradoras de Fondos para el Retiro, a través de la 

conciliación y el arbitraje.31 

 

Si bien es cierto que existían disposiciones que contemplaban esquemas de 

protección al público usuario de servicios financieros y le proveían de mecanismos 

de defensa, también lo era que la falta de uniformidad en la legislación y en los 
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procedimientos establecidos hasta ese momento, así como la multiplicidad de 

autoridades y sobre todo de criterios, dificultaba enormemente a los involucrados 

conseguir la finalidad que se perseguía con dichas disposiciones, es decir, la 

protección en sus derechos e intereses.32 

 

Otro factor importante, por el que era inminente la necesidad de crear un órgano 

especializado para la protección y defensa de los derechos e intereses del usuario 

de servicios financieros, fue que hasta ese momento las facultades otorgadas a la 

Administración Pública Federal en dicha materia, eran limitadas en su aspecto 

sancionador, actuando básicamente como conciliador o árbitro en la solución de 

conflictos; medios que eran utilizados como vías de solución alternas a los 

procedimientos judiciales; en esa virtud existía una clara tendencia a solucionar 

los problemas suscitados entre las instituciones financieras y su clientela ante los 

órganos jurisdiccionales, sin la necesidad de agotar un procedimiento conciliatorio.  

 

Además, el público usuario de servicios financieros no contaba con información 

relacionada con los productos financieros que ofrecen los integrantes del sector, 

sobre todo en cuanto a los riesgos que estos conllevan. Riesgos incrementados 

con motivo de la inestabilidad económica mundial que obviamente repercutía en el 

mercado nacional, información que, sin duda alguna, debía ser difundida por un 

órgano imparcial, así como sus características, beneficios y riesgos; por lo que era 

notable que no había seguridad jurídica respecto de los servicios que recibían los 

                                                 
32 Iniciativa de Ley de la Comisión de Protección al Usuario de Servicios Financiero, Exposición de Motivos del 
19 de noviembre de 1998.    



usuarios, no sólo por la falta de información objetiva y simplificada sobre las 

condiciones de los servicios financieros, sino también por la falta de medidas 

coercitivas que propiciaran equidad entre las relaciones de los usuarios y las 

instituciones financieras. 

 

De igual manera, no existían estudios, análisis e investigaciones en materia de 

protección al usuario de servicios financieros; en ese contexto resultó 

indispensable y urgente, la necesidad de contar con un organismo imparcial, 

independiente y especializado en la solución de conflictos surgidos con motivo de 

la prestación de los distintos servicios financieros.33 

 

Por las consideraciones vertidas, se contempló la necesidad de crear un 

ordenamiento que previera la protección y defensa de los derechos e intereses de 

los usuarios de los servicios financieros. Es así como el 12 de diciembre de 1998 

se aprobó la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, que 

da origen a la Comisión Nacional de Protección y Defensa de los Usuarios de 

Servicios Financieros (CONDUSEF), misma que fue reformada mediante Decreto 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de enero del 2000. La 

CONDUSEF es un organismo público descentralizado cuyo objeto es el de 

promover, proteger y defender los derechos e intereses de las personas que 

utilizan los servicios ofrecidos por las entidades financieras, procurando crear una 

cultura en esta materia entre el público en general y proveerlo de la información 
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necesaria para que puedan decidir con mayores y mejores elementos, las 

decisiones relativas a la contratación de servicios financieros. 

 

En el ordenamiento legal a que nos venimos refiriendo, se preserva y mejora la 

instrumentación de los procedimientos de conciliación y arbitraje que la legislación 

mexicana ha desarrollado a lo largo del tiempo, toda vez que la solución de las 

controversias a corto plazo, por una vía que no implique la contención o que 

promueva la sujeción voluntaria a las resoluciones de una Autoridad, reditúa 

beneficios al usuario de servicios financieros. En ese sentido, los procedimientos 

que prevé esta Ley, fomentan la resolución pronta, expedita y gratuita de los 

conflictos entre el público y las entidades financieras.34 

 

La CONDUSEF absorbió las funciones que en materia de protección de los 

intereses del público desarrollaban las Comisiones Nacionales Bancaria y de 

Valores, de Seguros y Fianzas y del Sistema de Ahorro para el Retiro, con esto se 

buscó que fuera una sola autoridad la que se encargara de la protección y defensa 

de los intereses del público, permitiendo con ello que las mencionadas Comisiones 

dedicaran toda su estructura, tiempo, recursos, personal y capacidad a las 

funciones de inspección y vigilancia que tienen encomendadas, fundamentalmente 

para que se detecten prácticas insanas dentro de las entidades que estarán en su 

esfera de competencia. Es así como se consideró que la nueva Comisión 

coadyuvaría al fortalecimiento y especialización de la supervisión sobre el sistema 

financiero nacional y profesionalizaría la supervisión financiera, para disminuir los 
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riesgos de nuevas crisis.35 Otra característica de esta Comisión es que el público 

usuario cuenta con una sola instancia que lo orienta, asesora y recibe sus quejas; 

para lo cual la CONDUSEF puede recurrir a las autoridades y entidades 

financieras, a efecto de que se proporcione la información necesaria para cumplir 

su objetivo. 

 

Con la CONDUSEF se fortalece la estructura que conforma el Sistema Financiero 

Mexicano, ya que en la medida en que tanto el usuario de los servicios financieros, 

como las instituciones financieras cuenten con mecanismos e instancias 

imparciales y especializadas ante las cuales puedan dirimir sus controversias, se 

fortalece la confianza sobre el funcionamiento apropiado del Sistema Financiero, 

confianza que es la base sobre la cual el mismo opera y sustenta su calidad moral. 

 

Por último, es de hacer notar que la CONDUSEF se considera un Ombudsman 

Financiero (defensor del cliente), ya que en términos generales es un órgano que 

toma sus propias decisiones, siempre de manera apegada a derecho, resuelve las 

controversias usuario-institución de manera imparcial, siendo un mediador y 

conciliador de los conflictos que se generan en las relaciones bancarias y 

financieras de los usuarios con las entidades de ese sector, también diseña 

políticas enfocadas a mejorar los servicios, las buenas relaciones y la confianza de 

la clientela. 

 

                                                 
35 Ibídem. 



Una vez que ya sabemos cuales fueron los motivos por los cuales se creo la 

CONDUSEF, lo procedente es conocer un poco los antecedentes de los dos 

procedimientos primordiales que se ventilan ante el Organismo citado: El 

Procedimiento Conciliatorio y el de Arbitraje.  

 

b) ANTECEDENTES DEL PROCEDIMIENTO DE CONCILIACIÓN. 

 

En primer término, podemos apreciar que aun cuando la justicia de conciliación y 

avenimiento pertenece a la tradición germánica y a la justicia medieval, en la cual 

el juez actuaba con el propósito de dirimir una controversia con la solución que a 

él le parecía equitativa, ha sido constante en el Derecho la penetración de esta 

forma de justicia. No era otra la intención de los Conseils de Prud´hommes, forma 

incipiente de la magistratura del trabajo en la legislación napoleónica, modalidad 

que continúa ocupando un primer plano en el Derecho moderno. 

 

En México, la conciliación en materia financiera tiene sus antecedentes en la Ley 

General de Instituciones de Seguros. En el año de 1953 fue reformado el artículo 

135 de la citada ley, mediante decreto publicado el 31 de diciembre de ese año; en 

éste se establecía que para el caso de que un beneficiario o asegurado presentara 

reclamación, la Comisión Nacional de Seguros requeriría a la Institución un 

informe y la citaría a junta con el fin de que las partes de manera voluntaria se 

sometieran a juicio arbitral; sin embargo, también establecía que antes de iniciarse 

formalmente el arbitraje, la Comisión trataría de “avenir a las partes”, es decir que 

llegasen a una conciliación. 



 

Diez años después, el 30 de diciembre de 1963, se publicó en el Diario Oficial de 

la Federación el decreto por medio del cual se reformaran las fracciones II y III del 

artículo 135 de la Ley General de Instituciones de Seguros; en esta reforma 

podemos observar que se da un trato diferente a la conciliación; pues ahora, antes 

de invitar a las partes a que se sometan al juicio arbitral, primero se les invita a 

conciliar sus intereses, situación que anteriormente quedaba en segundo plano; lo 

anterior lo podemos observar en la reforma que sufrió principalmente la fracción II 

del citado precepto legal, mismo que a la letra establecía: “ La Comisión Nacional 

de Seguros citará a las partes a una junta en la que las exhortará a conciliar sus 

intereses, y si esto no fuera posible, para que voluntariamente y de común 

acuerdo la designen árbitro. ...” 

 

Posterior a esta reforma siguieron muchas más, pero no fue sino hasta el 27 de 

diciembre de 1983, cuando se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el 

decreto por medio del cual se reformó nuevamente el artículo 135 de la Ley a que 

nos hemos venido refiriendo, con la diferencia de que, en esta ocasión, se 

estableció que ante la presencia de una reclamación debería de agotarse el 

“Procedimiento de Conciliación” y sobre todo, que el artículo en cita, ahora, 

disponía una serie de reglas para llevar a cabo dicho procedimiento. Observemos 

que, en un principio, la Ley General de Instituciones de Seguros, únicamente 

hacía referencia a la conciliación como un mero requisito, pero que su objetivo 

fundamental era que las partes decidieran someterse al arbitraje y ahora con esta 

nueva reforma primero se establece un procedimiento de conciliación y luego se 



dispone la invitación a las partes para que se sometan al arbitraje, por lo que se 

infiere que la conciliación  toma mayor fuerza.   

 

El Procedimiento de Conciliación poco a poco se fue moldeando, a través de 

múltiples decretos, como lo son los publicados en el Diario Oficial de la Federación 

los días 14 de julio de 1993 y 03 de enero de 1997, con el fin de que se instituyera 

un procedimiento que permitiera mayores garantías, sobre todo, para los usuarios; 

cabe aclarar que a partir de ese momento la Ley en comento recibió el nombre 

con el que hoy día se le conoce: Ley General de Instituciones y Sociedades 

Mutualistas de Seguros.36 

 

En la actualidad, la CONDUSEF tiene la facultad de llevar a cabo el Procedimiento 

Conciliatorio como un medio de solución para resolver las controversias que se 

susciten entre el usuario y la institución financiera. Debido a esto se derogaron 

diversas disposiciones legales que contemplaban el Procedimiento Conciliatorio, y 

fueron las siguientes: 

 

• La Ley de Instituciones de Crédito (Título Sexto, De la protección de los 

intereses del público, artículos 118-B, 119 y 120);  

• Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito (Título 

Séptimo, De la protección de los intereses del público, artículos 102 y 103);  

                                                 
36 Decreto mediante el cual se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley General de Instituciones y 
Sociedades Mutualistas de Seguros, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14 de julio de 1993. 



• Ley del Mercado de Valores (Capítulo VII, De los procedimientos para proteger 

los intereses del público inversionista, artículos 87 y 88);  

• Ley de Sociedades de Inversión (Capítulo VII artículo 45);  

• Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros (Capítulo  II, 

que  facultaba a la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas para conocer de 

las reclamaciones de los usuarios, artículo 108 fracción XI y Titulo Quinto, 

Capítulo II,  De los procedimientos, artículo 135);  

• Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro (Capítulo II, De la Comisión 

Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro: la facultaba tanto para recibir las 

reclamaciones como para llevar a cabo el procedimiento conciliatorio, artículo 5º 

fracción XII, Capítulo VIII, Del procedimiento de conciliación y arbitraje, artículos 

109 y 110);  

• Ley Federal de Instituciones de Fianzas (Capítulo IV, Procedimientos 

Especiales, artículo 93 Bis), y  

• Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (Capítulo II, De las 

Facultades, artículo 4º fracción X, el cual facultaba a la citada Comisión para 

actuar como conciliador y árbitro y dar atención a las reclamaciones de los 

usuarios). 

Podemos concluir que la CONDUSEF absorbió las facultades que en esta materia 

venían desarrollando las Comisiones Nacional Bancaria y de Valores, de Seguros 

y Fianzas y del Sistema de Ahorro para el Retiro, constituyéndose de esta manera 

como la única autoridad encargada para llevar a cabo el Procedimiento de 

Conciliación. 



c) ANTECEDENTES HISTÓRICOS DEL PROCEDIMIENTO ARBITRAL. 

 

El arbitraje surgió como un medio para solucionar las controversias, al grado de 

que es citado como el inmediato antecedente del proceso jurisdiccional. En la 

antigüedad se llevaban a cabo arbitrajes principalmente de carácter público, en los 

cuales el árbitro actuaba como amigable componedor, siendo, por lo general, 

personas de gran prestigio y reputación como los reyes y papas. Entre los 

Estados, la utilización de este medio para solucionar controversias, tuvo su origen 

en los griegos, en una época remota a 600 años a.C. 

 

Es bien sabido que en el Derecho Romano, no sólo la técnica y el contenido de 

sus instituciones representan algo único cuya vida no sucumbió en el devenir de 

los siglos; sino que viene a constituir una base común sobre la que se asientan los 

sistemas jurídicos vigentes y es así como vemos que el genio que tenían los 

romanos para lo jurídico se hizo patente en su afán de perfeccionar el juicio 

arbitral. La intuición que tuvieron los romanos para el derecho, los hace concebir 

desde el inicio de su historia la idea del arbitraje, como medio privado de solución 

a los conflictos particulares vinculados al orden público. 

 

En la evolución del proceso civil romano, el arbitraje desempeñaba un papel muy 

importante y hasta decisivo; ya que las partes podían renunciar a la decisión 

coactiva de la cuestión litigiosa pendiente entre ellos y convenir al nombramiento 

de un árbitro para que estudiara el caso y emitiera su fallo. Esta forma de resolver 

los litigios la encontramos en todos los pueblos y en todas las épocas. 



 

Así es como se ha considerado que la raíz histórica del proceso civil romano fue el 

arbitraje, el cual se desenvolvió bajo el control del Estado, por lo que se convirtió, 

con el tiempo en un proceso estatal.  

 

La historia moderna del arbitraje, registra el hecho de que un arbitraje pactado 

previamente con normas de procedimiento, tal como se conoce hoy en día, no 

existió; sino hasta finales del siglo XVIII, cuando Inglaterra y Estados Unidos de 

Norte América celebraron “El Tratado de Jayde 1794” aquí es donde surge el 

primer caso de funcionamiento de tribunales arbitrales. El sentido actual de la 

institución, lo constituyó el tribunal establecido en Inglaterra y Estados Unidos de 

Norte América para ajustar las reclamaciones relativas a Alabama en 1871; dicho 

tribunal permitió que los estados tomaran confianza en este nuevo procedimiento 

para arreglar controversias.  

 

Por otra parte, existieron antecedentes normativos respecto al arbitraje como en la 

Constitución de Cádiz de 1812, en la Constitución de 1824, en las Leyes 

Constitucionales de 1836 y en el Estatuto Orgánico de 1856, los cuales 

reconocían expresamente la posibilidad jurídica de que los litigios que afectaran 

solamente intereses privados fueran resueltos por jueces árbitros. 

 

Durante la última parte del siglo XIX encontramos muchos instrumentos 

multipartitas que incluyen cláusulas compromisorias; sin embargo, fue en la 

Conferencia de La Haya, donde se empezó a considerar al arbitraje como una 



institución respetable y a ponerse de moda la suscripción de tratados bilaterales 

respecto a esta materia.37 

 

Efectivamente, en las tres primeras décadas del siglo pasado, a partir de la 

Conferencia de La Haya hubo una gran actividad arbitral, empezando por la Corte 

Permanente de Arbitraje, seguida por diversos tribunales arbitrales, comisiones 

mixtas de reclamaciones y árbitros únicos. Los principales temas a resolver fueron 

controversias sobre fronteras, derechos de pesca, y sobre todo, reclamaciones de 

daños a extranjeros. 

  

En la actualidad, en lo que respecta al Sistema Financiero Mexicano, la 

CONDUSEF es el órgano especializado que se encarga de ventilar el juicio 

arbitral, si es que las partes en conflicto deciden voluntariamente y de común 

acuerdo someterse al mismo; a elección de las partes puede llevarse a cabo el 

procedimiento arbitral en estricto derecho o en amigable composición de 

conformidad con los lineamientos que previamente han sido establecidos. 

Como podemos observar, la materia financiera es muy basta e interesante, 

por lo que una vez que ya conocemos los antecedentes tanto de las 

operaciones financieras como de las autoridades que regulan el Sector, 

procederemos a señalar cual es la forma en la que en la actualidad se 

encuentra conformado nuestro Sistema Financiero Mexicano, así como las 

facultades de las autoridades que rigen al mismo, para de esta forma 

situarnos poco a poco en el tema central de la presente investigación. 

                                                 
37 JOSÉ LUIS SIQUEIROS, El arbitraje en los negocios internacionales de naturaleza privada, p. 310. 



CAPITULO II 

 

 

1. El SISTEMA FINANCIERO MEXICANO.  

 
El Sistema Financiero Mexicano se define como el conjunto de autoridades que lo 
regulan  y supervisan; entidades financieras que intervienen generando, captando, 
administrando, orientando y dirigiendo tanto el ahorro como la inversión; instituciones 
de servicios complementarios, auxiliares o de apoyo a dichas entidades; de 
agrupaciones financieras  que prestan servicios integrados, así como otras entidades 
que limitan sus actividades a información sobre operaciones activas  o prestan 
servicios bancarios con residentes en el extranjero.1  

 

 

Como podemos observar, el Sistema Financiero para cualquier país es de suma 

importancia, ya que es precisamente éste quien se encarga de captar el ahorro del 

público y canalizarlo hacia las áreas productivas, esto es, realizar el 

financiamiento, cumpliendo, además, con la función de ayudar a la circulación 

eficiente del dinero lo cual se le conoce como Sistema de Pagos. 

 

 

ACTIVIDAD QUE IMPLICA LA ACTIVIDAD? 
 
 

FINANCIAMIENTO 

Cuando las personas o empresas que tienen el dinero lo depositan con una 
Institución del Sistema Financiero se convierte en ahorro o inversión, que le 
permiten a la Institución Financiera dirigirlo con las personas o empresas que lo 
necesitan convirtiéndose en financiamiento,  a ésta se le denomina “ crédito” . 

 
 
 
 
 

SISTEMA DE PAGOS 

Para poder comprar, vender o transferir dinero entre las personas y empresas se 
utilizan instrumentos como: 
 

• Dinero: billetes y monedas en pesos mexicanos o de otros países como el 
dólar.  

• Documentos: cheques, pagarés, letras de cambio, pagarés de tarjetas de 
crédito conocidos como vouchers.  

• Medios electrónicos: transferencias entre cuentas por SPEUA, pago de 
servicios con tarjetas de débito, monederos electrónicos. 

 

 

                                                 
1 JESÚS DE LA FUENTE RODRÍGUEZ, Tratado de Derecho Bancario y Bursátil, p.79.  



Una vez que definimos al Sistema Financiero Mexicano procederemos a conocer 

como es que se encuentra conformado :  

• Autoridades Financieras; 

• Instituciones de Servicios Complementarios, Auxiliares o de apoyo a 

dichas Entidades; 

• Grupos Financieros; 

• Entidades Financieras; y 

• Otras Entidades. 

 

Autoridades Financieras. 

 

Es el conjunto de dependencias y organismos autónomos y desconcentrados del 

Estado, a los que les corresponde principalmente las funciones de regulación, 

supervisión y protección de los intereses del público Usuario del Sistema 

Financiero. 

 

Instituciones de Servicios Complementarios, Auxiliares o de Apoyo a dichas 

Entidades 

 

Son las Entidades autorizadas por la SHCP para prestar directa o indirectamente a 

los Intermediarios Financieros, servicios complementarios o auxiliares en la 

realización de su objeto y su administración.2 

                                                 
2 J. DE LA FUENTE RODRÍGUEZ: op. cit., p. 81-85.  
 



Grupos Financieros 

 

Son los integrados por una sociedad controladora y las Entidades Financieras que 

obtengan autorización de la SHCP para utilizar denominaciones iguales o 

semejantes, actúan de manera conjunta y ofrecen servicios complementarios. 

De lo anterior podemos derivar que uno de los elementos esenciales del Sistema 

Financiero son las Entidades Financieras, por lo que es necesario aclarar su 

concepto. 

 

Entidades Financieras 

 

Son los Intermediarios Financieros autorizados por la SHCP y en algunos casos 

por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV) para captar, administrar, 

orientar y dirigir, tanto el ahorro como la inversión del público.3 

 

Existen Entidades dentro de los diferentes sectores como: El Bancario, el Bursátil, 

el Asegurador, el Afianzador, Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito y 

los Sistemas de Ahorro para el Retiro. 

 

Podemos entender por Entidades Financieras aquellas que para su existencia 

legal requieren autorización del Gobierno Federal, la cual compete otorgar a la 

SHCP; exceptuándose a las Uniones de Crédito, Sociedades de Inversión, 

Sociedades Operadoras de Sociedades de Inversión, y especialistas bursátiles, ya 

                                                 
3
 Ibídem.  



que la autorización para estas últimas es competencia para la CNBV (Comisión 

Nacional Bancaria y de Valores.) 

Es decir, la sociedad financiera no puede nacer a la vida jurídica por el simple 

acuerdo de sus asociados, sino en la medida que exista la autorización específica 

del Gobierno Federal. 

Dicha autorización sólo puede ser otorgada a Sociedades Anónimas (S.A.), en 

virtud de que ésta es la más adecuada para la actividad financiera dadas sus 

características particulares. En relación con lo anterior el artículo 87 de la Ley 

General de Sociedades Mercantiles indica lo siguiente:“La sociedad anónima es la 

que existe bajo una denominación y se compone exclusivamente de socios cuya 

obligación se limita al pago de sus acciones”4 

 

Las sociedades mercantiles tienen un término de vida como toda persona; sin 

embargo; como una excepción para dichas sociedades la legislación aplicable a 

establecido una duración indefinida para los Intermediarios Financieros, esto con 

el objeto de incrementar la confianza del público Usuario durante el término de su 

existencia debido a la actividad tan importante que desempeñan. 

 

Las Instituciones Financieras pueden constituirse por la comparecencia ante 

notario de las personas que otorguen la escritura social, dicha escritura deberá 

inscribirse en el Registro Público de Comercio, con el objeto de hacer del dominio 

público la situación jurídica y económica del comerciante, dicha sociedad deberá 

proporcionar a la SHCP o a la CNBV según corresponda los datos de su inscripción 

                                                 
4
 Art. 87 de la Ley General de Sociedades Mercantiles; México, 2005, p.14.  



para que en su caso se proceda a la publicación en el Diario Oficial de la 

Federación.5 

 

Todo lo anterior podemos esquematizarlo de la siguiente manera: 

El motivo por el que las Entidades Financieras se agrupan en sectores es para 

tener relacionadas a aquellas Entidades que realizan actividades similares o cuyos 

productos y servicios son regulados por las mismas leyes y así brindar a los 

Usuarios una atención especializada en cada una de las materias, por lo que las 

Instituciones se agrupan en los siguientes rubros: 

 

1.1 SECTOR BANCARIO 

 

“Bancos Comerciales o Institución de Crédito o de Banca Múltiple: Son empresas, 

que a través de varios productos, captan el capital, es decir, reciben el dinero del 

público (ahorradores e inversionistas) y lo colocan, esto es, lo prestan a las 

personas o empresas que lo necesitan y que cumplen con los requisitos para ser 

sujetos de crédito.  

 

Banco de Desarrollo o Banco de Segundo Piso o Banco de Fomento: Son aquellos 

dirigidos por el Gobierno Federal cuyo propósito es desarrollar ciertos sectores 

(agricultura, autopartes, textil), además de atender y solucionar problemáticas de 

financiamientos regionales o municipales, o fomentar ciertas actividades 

(exportación, desarrollo de proveedores, creación de nuevas empresas). 

                                                 
5
 J. DE LA FUENTE RODRÍGUEZ: op. cit., p. 81-86. 



 

Se les dice de segundo piso; pues sus programas de apoyo o líneas de 

financiamiento las realizan a través de los bancos comerciales que quedan en 

primer lugar ante las empresas o usuarios que solicitan el préstamo. 

 

Sociedades Financieras de Objeto Limitado (SOFOLES): Son Instituciones 

especializadas porque prestan únicamente para un sector (por ejemplo, 

construcción, automotriz) o actividad (por ejemplo, consumo a través de tarjetas 

de crédito), sólo que en lugar de recibir depósitos para captar recursos tienen que 

obtener dinero mediante la colocación de valores o solicitando créditos. Su 

principal producto es el otorgar créditos para la adquisición de bienes específicos 

como carros o casas u operar tarjetas de crédito. 

 

Patronato del Ahorro Nacional: Es una Institución cuyo propósito es incrementar la 

cultura del ahorro, de modo que es una organización que sólo ofrece productos de 

captación, es decir para hacer depósitos, pero no tiene productos de colocación, 

es decir para ofrecer créditos. A través de los productos de captación esta 

Institución ofrece intereses y/o premios exentos de impuestos para fomentar el 

ahorro.”6 

 

 

 

                                                 
6 s/a, Información General, en http: //www.CONDUSEF.gob.mx. 



1.2 SECTOR DE ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL 

CRÉDITO. 

 

“Empresas de Factoraje: Son empresas financieras que se dedican a adquirir, no 

necesariamente comprar, los derechos de cobro que tienen personas o empresas 

a través de facturas, pagarés, letras de cambio, contra recibos y otros títulos de 

crédito. 

 

Al adquirir los documentos para cobrarle al deudor, es decir, quién los firmó; las 

empresas de factoraje pagan o adelantan dinero al dueño del derecho de cobro 

menos una comisión por el servicio, a esto también se le conoce como “descuento 

de documentos”. Se considera una operación de crédito, pues el vendedor de los 

derechos sigue siendo responsable de que el deudor pague, esto es como 

conceder un crédito al vendedor a cambio de las facturas. Por medio de esta 

operación, la empresa de factoraje ofrece liquidez a sus clientes, es decir, la 

posibilidad de que dispongan de inmediato de efectivo para hacer frente a sus 

necesidades y obligaciones o bien para realizar inversiones. 

 

Arrendadoras Financieras: Es el instrumento a través del cual una empresa (la 

Arrendadora), se obliga a comprar un bien para conceder el uso de éste a otra 

persona (Arrendatario o cliente), durante un plazo forzoso, el arrendatario a su vez 

se obliga a pagar una renta, que pueden fijar desde un principio las partes, y en su 

caso los gastos accesorios aplicables. 

 



La ventaja del arrendamiento consiste en diferir el pago en varias mensualidades y 

en su caso ejercer la opción de compra, en lugar de la alternativa tradicional de 

efectuar un desembolso para el pago de contado. 

 

Uniones de Crédito: Tienen por objeto facilitar el acceso del crédito a sus socios, 

prestar su garantía o aval, recibir préstamos de sus socios, de Instituciones de 

crédito, de seguros y de fianzas. 

 

Para ser socio se deberá adquirir una acción o parte social de la propia institución. 

Los socios a través de la unión de crédito podrán comprar, vender y comercializar 

insumos, materias primas, mercancías y artículos diversos así como alquilar 

bienes de capital necesarios para la explotación agropecuaria o industrial. 

 

Sociedades de Ahorro y Préstamo o SAP’s: Son personas morales con 

personalidad jurídica y patrimonio propios, de capital variable, no lucrativas, en las 

que la responsabilidad de los socios se limita al pago de sus aportaciones, para 

participar en ellas se deberá adquirir una parte social de la propia institución. 

Tienen por objeto la captación de recursos exclusivamente de sus socios, mismos 

que colocan únicamente entre los propios socios o en inversiones en beneficio 

mayoritario de los mismos.  

 

Casas de Cambio: Son sociedades anónimas dedicadas exclusivamente a realizar 

en forma habitual y profesional  operaciones de compra, venta y cambio de divisas 



con el público dentro del territorio nacional, autorizadas por la SHCP, 

reglamentadas en su operación por el BANXICO y supervisadas por la CNBV. 

 

Almacenes Generales de Depósito: Tienen por objeto el almacenamiento, guarda 

o conservación, manejo, control, distribución o comercialización de bienes o 

mercancías bajo su custodia o que se encuentren en tránsito, amparados por 

certificados de depósito y pudiendo otorgar financiamientos con garantía de los 

mismos.”7  

 

1.3 SECTOR BURSÁTIL 

 

Casas de Bolsa: Son empresas que ofrecen el servicio de intermediación en el 

Mercado de Valores (BMV: Bolsa Mexicana de Valores) entre aquellos que desean 

invertir su dinero, o bien las empresas que requieren de algún tipo de 

financiamiento, estas operaciones se realizan a través de instrumentos 

denominados valores. La intermediación es cuando estas Instituciones Financieras 

ponen en contacto a los inversionistas o personas que desean comprar, vender o 

transferir entre ellos los valores; esta es la principal razón por la cual las casas de 

bolsa no pueden garantizar ganancias al inversionista, ya que ellas no son 

responsables de que tan bueno o malo es el instrumento que se compra.8 

 

 

                                                 
7 Cfr. J. DE LA FUENTE RODRÍGUEZ: op. cit. p.985,992,1002,1009, 1019. 
8 H. ENRIQUE RUIZ TORRES: op. cit., p. 204-205. 



Sociedades de Inversión y Operadoras de Sociedades de Inversión:  

Son empresas suyo fin primordial es reunir los recursos de un gran número de 

inversionistas, medianos y pequeños, para canalizarlos de manera inmediata al 

Mercado de Valores y a la adquisición de otros activos, con el objeto de financiar 

diversos proyectos productivos. 9 

 

Socios Liquidadores y Socios Operadores: Son empresas que ofrecen el servicio 

de intermediación en el Mercado de Derivados (MexDer).”10 

 

1.4 EL SECTOR DE SEGUROS Y FIANZAS 

 

Instituciones de Seguros o Aseguradoras: Son empresas que a cambio de un 

pago, conocido como prima, se responsabilizan de pagar al beneficiario una suma 

de dinero limitada o reparar el daño que sufra la persona o la cosa asegurada ante 

la ocurrencia del siniestro previsto cuando cumpla ciertos requisitos indicados en 

un documento llamado póliza.  

 

Sociedades Mutualistas de Seguros: Son Instituciones de seguros en las cuales el 

cliente es considerado como un socio más de la mutualidad, por lo cual si la 

empresa se desarrolla favorablemente puede pagar dividendos entre los usuarios. 

 

                                                 
9 Ibíd. p. 225. 
10 Sociedad anónima denominada Mercado de Derivados que tiene por objeto proveer las instalaciones y 
demás servicios para que se coticen y se negocien contratos a futuro. 



Instituciones de Fianzas: Son empresas que a cambio de un pago pueden otorgar 

fianzas, es decir, garantizan que se cumpla una obligación y si no la afianzadora 

pagará al beneficiario una cantidad fijada en el contrato de fianza para restituir los 

daños que pueda causar este incumplimiento del fiado. 11 

 

 

1.5 EL SECTOR DEL SISTEMA DE AHORRO PARA EL RETIRO. 

 

“Administradoras de Fondos para el Retiro (AFORES): Son empresas que 

administran el dinero de la cuenta individual del Sistema de Ahorro para el Retiro 

(SAR) del trabajador inscrito en el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS). Al 

administrar el dinero tienen la obligación de informar mediante un Estado de 

cuenta mínimo cada año la cantidad ahorrada en la cuenta individual del 

trabajador que es invertida en una Sociedad de Inversión Especializada en Fondos 

para el Retiro (SIEFORE). 

 

 

Sociedades de Inversión Especializadas en Fondos para el Retiro (SIEFORES): 

Son empresas a través de las cuales las AFORES invierten el dinero de las 

cuentas individuales de los trabajadores para maximizar la ganancia buscando la 

protección del ahorro para el retiro. 

 

 

                                                 
11 J. DE LA FUENTE RODRÍGUEZ, op. cit. p. 967. 



2. AUTORIDADES FINANCIERAS 

 

Es el conjunto de dependencias y organismos autónomos y 

desconcentrados del Estado, a los que les corresponde principalmente las 

funciones de regulación, supervisión y vigilancia del Sistema Financiero 

Mexicano.”12 

 

2.1 BANCO DE MÉXICO. 

 

El Banco de México tendrá por finalidad proveer a la economía del país de 

Moneda Nacional. El objetivo prioritario es procurar la estabilidad del poder 

adquisitivo de dicha moneda, y propiciar el buen funcionamiento de los 

sistemas de pagos, entre otras de sus facultades están las siguientes: 

 

• Regular la emisión y circulación de la moneda, los cambios, la 

intermediación y los servicios financieros, así como los sistemas de 

pagos. 

• Prestar servicios de tesorería al Gobierno Federal y actuar como agente 

financiero del mismo. 

• Fungir como asesor del Gobierno Federal en materia económica y 

particularmente, financiera. 

• Participar en el Fondo Monetario Internacional y en otros organismos de 

cooperación financiera internacional o que agrupen a bancos centrales. 

• Redescontar documentos de carácter genuinamente mercantil. 

                                                 
12 Cfr. J. DE LA FUENTE RODRÍGUEZ, op. cit. p.1039-1064.  



• Constituir depósitos en instituciones de crédito o depositarias de valores, 

del país o del extranjero. 

• Emitir bonos de regulación monetaria. 

• Efectuar operaciones con divisas, oro y plata, incluyendo reportos. 

• Actuar como fiduciario cuando por ley se le asigne esa encomienda, o 

bien tratándose de fideicomisos cuyos fines coadyuven al desempeño 

de sus funciones o de los que el propio Banco constituya para cumplir 

obligaciones laborales a su cargo. 

• El Banco de México podrá expedir disposiciones sólo cuando tengan por 

propósito la regulación monetaria o cambiaria, el sano desarrollo del 

sistema financiero, el buen funcionamiento del sistema de pagos, o bien, 

la protección de los intereses del público. Al expedir sus disposiciones el 

banco deberá expresar las razones que las motivan. Las citadas 

disposiciones deberán ser de aplicación general, pudiendo referirse a 

uno o varios tipos de intermediarios, a determinadas operaciones o a 

ciertas zonas o plazas. 

  

• El Banco de México podrá imponer multa a los intermediarios 

financieros por las operaciones activas, pasivas o de servicios que 

realicen en contravención a la presente ley o a las disposiciones que 

éste expida.13  

 

 
                                                 
13 s/a, Banco de México, en http://www.banxico.org.mx. 



2.2 SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO (SHCP). 

 
Su principal función es coordinar, evaluar y vigilar el Sistema Financiero del país; 

además de orientar la política bancaria y a las Instituciones Financieras no 

bancarias. Algo de importancia es que esta Secretaría emite regulaciones 

generales sobre los aspectos de carácter prudencial de las Instituciones y 

Entidades Financieras para asegurar la solvencia, liquidez y adecuar la disposición 

de las Entidades Financieras, además de contar con la facultad de interpretar las 

Leyes financieras.  

 

Otra de sus funciones es fungir como órgano consultor respectos de las reglas que 

emite para las Entidades Financieras y uno de los objetivos primordiales es el de 

autorizar a las sociedades anónimas para fungir como Instituciones Financieras, 

en resumen, las funciones primordiales de la Secretaria de Hacienda y Crédito 

Público, en cuanto a la regulación del Sistema Financiero, son las siguientes: 

 

• Proyectar y coordinar la planeación nacional de desarrollo y elaborar, 

con la participación de los grupos sociales interesados, el Plan Nacional 

correspondiente. 

  
• Manejar la deuda pública de la Federación y del Departamento del 

Distrito Federal. 

  
• Realizar o autorizar todas las operaciones en que se haga uso del 

crédito público. 



  
• Planear, coordinar, evaluar  y vigilar el sistema bancario del país que 

comprende el Banco Central, la Banca Nacional de Desarrollo y las 

demás instituciones encargadas de prestar el servicio de banca y 

crédito. 

  

• Ejercer las atribuciones que le señalen las leyes en materia de seguros, 

fianzas, valores y de organizaciones y de actividades auxiliares del 

crédito. 

  
• Cobrar los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y 

aprovechamientos federales en los términos de las leyes aplicables y 

vigilar y asegurar el cumplimiento de las disposiciones fiscales. 

  

• Representar el interés de la Federación en controversias fiscales. 
  

• Formular el programa del Gasto Público Federal y el proyecto de 

Presupuesto de Egresos de la Federación y presentarlos juntos con el 

Departamento del Distrito Federal y ponerlo a consideración del 

Presidente de la República. 

  
• Evaluar y autorizar los programas de inversión pública de las 

dependencias y entidades de la administración pública federal. 

  



• Vigilar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de las 

disposiciones en materia de planeación nacional, así como de 

programación, presupuestación, contabilidad y evaluación. 

  
Esta es la dependencia del Ejecutivo Federal a la que le son otorgadas  las 

facultades más importantes para aplicar, interpretar y ejecutar, a efectos 

administrativos, los ordenamientos que sobre la materia de banca y crédito se 

encuentran vigentes. Por lo tanto, es la dependencia que se encarga de realizar 

las siguientes actividades: 

  
• Planear, coordinar, evaluar y vigilar el Sistema Bancario del país que 

comprende: a las Sociedades Nacionales de Banca de Desarrollo y a las 

Sociedades de Banca Múltiple. 

  
• Manejar la deuda pública de la Federación y del Departamento del 

Distrito Federal. 

  
• Dirigir la política monetaria y crediticia. 

  

• Administrar las casas de moneda y ensaye. 

  
• Ejercer todas aquellas atribuciones que señalen las leyes en materia de 

seguros, fianzas, valores y de organizaciones auxiliares de crédito, por 

lo que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público se constituye como 

cabeza del sector financiero. 

  



La SHCP regula y supervisa las Instituciones del Sistema Financiero mediante 

varios organismos que dependen de ella misma, los cuales son conocidos como: 

Autoridades del Sistema Financiero, y son: La Comisión Nacional Bancaria y de 

Valores, la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, la Comisión Nacional del 

Ahorro para el Retiro.14 

 

2.3 COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES (CNBV). 

 

La Comisión tendrá por objeto supervisar y regular, en el ámbito de su 

competencia, a las entidades financieras, a fin de procurar su estabilidad y 

correcto funcionamiento; así como mantener y fomentar el sano desarrollo del 

Sistema Financiero en su conjunto, protegiendo los intereses del público. También 

será su objeto supervisar y regular a las personas físicas y morales, cuando 

realicen actividades previstas en las leyes relativas al citado sistema financiero. 

  

Facultades y atribuciones de la CNBV. 
 
  

• Emitir, en el ámbito de su competencia la regulación prudencial a que se 

sujetarán las entidades. 

• Dictar normas de registro de operaciones aplicables a las entidades. 

• Fijar reglas para la estimación de los activos y, en su caso, de las 

obligaciones y responsabilidades de las entidades, en los términos que 

señalan las leyes. 

  
                                                 
14
 Cfr. J. DE LA FUENTE RODRÍGUEZ, op. cit. p.93-98. 



• Dictar las medidas necesarias para que las entidades ajusten sus 

actividades y operaciones a: Las leyes que les sean aplicables, a las 

disposiciones de carácter general que de ellas deriven y a los referidos 

usos y sanas prácticas.  

• En los términos de las leyes respectivas; determinar o recomendar que 

se proceda a la amonestación, suspensión, veto o remoción y, en su 

caso, inhabilitación de los consejeros, directivos, comisarios, delegados 

fiduciarios, apoderados, funcionarios y demás personas que puedan 

obligar a las entidades de conformidad con lo establecido en las leyes 

que las rigen.  

• Ordenar la suspensión de operaciones, así como intervenir 

administrativa o gerencialmente en las leyes de negociación con 

empresas o establecimientos de personas físicas o morales, que, sin la 

autorización correspondiente, realicen actividades que la requieran, en 

términos de las disposiciones que regulan a las entidades del sector 

financiero.  

• Proceder a la clausura de sus oficinas, en caso de que las 

Instituciones no se apeguen a la normatividad a la que deben de 

someterse.  

• Celebrar convenios con organismos nacionales e internacionales, con 

funciones de supervisión y regulación similares a las de la comisión, así 

como participar en foros de consulta con organismos de supervisión y 

regulación financiera en el ámbito nacional e internacional.  



• La supervisión de las entidades financieras tendrá por objeto evaluar los 

riesgos a que están sujetas, sus sistemas de control y la calidad de su 

administración, a fin de procurar que, las mismas, mantengan una 

adecuada liquidez; sean solventes y estables y, en general; se ajusten a 

las disposiciones que las rigen, a los usos y a las sanas prácticas de los 

mercados financieros.  

• La inspección se efectuará a través de visitas de verificación de 

operaciones, con auditoria de registro y sistemas; todo esto en las 

instalaciones o en los equipos automatizados de las entidades 

financieras, para comprobar el estado en que se encuentran estas 

últimas. 

  

• La vigilancia se realizará por medio del análisis de la información 

económica y financiera, a fin de medir posibles efectos en las entidades 

financieras y en el sistema financiero en su conjunto. La prevención y 

corrección se llevará a cabo mediante el establecimiento de programas 

de cumplimiento forzoso para las entidades financieras, tendientes a 

eliminar irregularidades. Asimismo, dichos programas se establecerán 

cuando las entidades presenten desequilibrios financieros que puedan 

afectar su liquidez, solvencia o estabilidad, pudiendo en todo caso 

instrumentarse mediante acuerdos con las propias entidades.15 

 

 

                                                 
15 s/a, Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en http://www.cnbv.gob.mx. 



2.4 COMISIÓN NACIONAL DE SEGUROS Y FIANZAS (CNSF). 

 

Esta Comisión se encarga de supervisar, vigilar e inspeccionar a las 

Instituciones de Seguros, Sociedades Mutualistas de Seguros, 

Afianzadoras, Reaseguradoras, Agentes de Seguros y de Fianzas, 

Intermediarios de Reaseguro y Sociedades de Servicios Complementarios o 

Auxiliares de las Operaciones de Seguros en cuyas acciones participen 

Instituciones de Seguros; dichas facultades se encuentran previstas, entre 

otros ordenamientos, en el artículo 106 de la Ley General de Instituciones y 

Sociedades Mutualistas de Seguros que en esencia dispone: 

  
Artículo 106.- La inspección y vigilancia de las instituciones y de las sociedades 
mutualistas de seguros así como de las demás personas y empresas a que se refiere 
esta ley, en cuanto al cumplimiento de las disposiciones de la misma, queda confiada 
a la Comisión Nacional de Seguros y Finanzas en los términos de esta Ley y del 
reglamento que para esos efectos expida el Ejecutivo Federal. La Comisión Nacional 
de Seguros y Fianzas ejercerá, respecto a los síndicos y a los liquidadores, las 
funciones de vigilancia que tiene atribuidas en relación a las instituciones y sociedades 
mutualistas de seguros.16 
 

  
Otras de las facultades con las que cuenta la Comisión Nacional de Seguros y 

Fianzas se encuentran previstas en el artículo 108 de la Ley General de 

Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros que en esencia dispone: La 

Comisión Nacional de Seguros y Fianzas es un órgano desconcentrado de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, que se sujetará al reglamento interior 

que al efecto expida el Ejecutivo Federal y tendrá las facultades siguientes: 

  

• Actuar como cuerpo de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en los casos que 
se refieran al régimen afianzador y en los demás que la ley determine. 

  

                                                 
16 Art. 106 de la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, México; 2005, p.94. 



• Hacer los estudios que se le encomienden y prestar a la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, las gestiones que estime adecuadas para perfeccionarlo así como 
cuantas mociones o potencias relativas al régimen afianzador estime procedente 
elevar a dicha Secretaría. 

  
• Coadyuvar con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público el desarrollo de las 

políticas adecuadas para la asunción de responsabilidades y aspectos financieros en 
relación con las operaciones del sistema afianzador, siguiendo las instrucciones que 
reciba de la propia Secretaría. 

  
• Proveer las medidas que estime necesaria para que las instituciones de fianzas 

cumplan con las responsabilidades contraídas con motivo de las fianzas otorgadas. 
  

• Imponer sanciones administrativas por infracciones a ésta y a las demás leyes que 
regulan las actividades, así como las disposiciones que emanen de ellas. 17 

 

Como podemos observar la función primordial de la Comisión en comento es la 

vigilancia e inspección de todo el Sector Asegurador y Afianzador de nuestro país, 

por lo que es muy importante la función que realiza este Organismo.    

 

 
2.5 COMISIÓN NACIONAL DE LOS SISTEMAS DE AHORRO PARA EL RETIRO 

(CONSAR). 
 

La CONSAR se encarga de la coordinación, regulación, supervisión y vigilancia de 

los Sistemas de Ahorro para el Retiro como órgano administrativo desconcentrado 

de la SHCP dotado de autonomía técnica y facultades ejecutivas, con competencia 

funcional propia, en los términos de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el 

Retiro publicada el 23 de mayo de 1996, el Reglamento respectivo de la Ley, y el 

Reglamento Interior de la Comisión publicado el 19 de junio de 1997. 

Se encarga de la inspección y vigilancia de las Instituciones tales como: 

� Administradoras de Fondos de Ahorro para el Retiro (AFORES); 

                                                 
17Art. 108 LGISMS, México; 2005, p.96.  



� Sociedades de Inversión especializada de Fondos de Ahorro para el Retiro 

(SIEFORES); 

� Instituciones de Crédito y de Seguros en lo referente a la participación que 

tienen en el Sistema de Ahorro para el Retiro; 

� Cualquier otra Entidad Financiera, que participe en dichos Sistemas.18 

 

También brinda asesoría técnica y soporte en el manejo de información y en 

procedimientos necesarios para el correcto funcionamiento de dichos Sistemas, 

así como operar los mecanismos de protección a los intereses de los trabajadores 

cuentahabientes. 

 

3. COMISIÓN NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA AL USUARIO 

DE SERVICIOS FINANCIEROS. 

 

La Comisión Nacional es, como ya se dijo con anterioridad, el órgano encargado 

de dirimir las controversias que existan entre los usuarios de servicios  financieros 

y las Instituciones Financieras, sus características principales son las siguientes:  

• Un organismo público descentralizado; 

• Con personalidad jurídica y patrimonio propios; 

• Con domicilio en el Distrito Federal; 

• Cuenta con plena autonomía técnica para dictar laudos y resoluciones, y 

• Facultades de autoridad para imponer las sanciones previstas en la Ley. 

 
                                                 
18
 Cfr. J. DE LA FUENTE RODRÍGUEZ, op. cit. p.213-215. 



En virtud de que la CONDUSEF es un órgano con cobertura nacional, cuenta con 

delegaciones regionales en toda la República Mexicana, las que tienen facultades 

específicas y competencia territorial para resolver sobre esta materia, por lo que 

los usuarios de provincia pueden acudir a defender sus derechos ante la 

CONDUSEF. 19 

 

Creemos que en México, con la labor de la Comisión Nacional para la 

Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, se responde 

no sólo a la urgencia que existe de impulsar una cultura financiera; sino, también a 

lo necesario que resulta para el usuario tener pleno conocimiento de sus derechos 

y obligaciones ante las instituciones con las que contrata. 

  

 Con ese objeto la CONDUSEF se ha estructurado de la siguiente forma. 

 

3.1 ESTRUCTURA ORGÁNICA 

 

Con la finalidad de cumplir con sus funciones, la CONDUSEF estará integrada 

conforme a lo dispuesto por el artículo 3° del Estatuto Orgánico de la Comisión 

Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de los Servicios 

Financieros, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de febrero de 

2002:  

                                                 
19 s/a, Comisión Nacional para la Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, en 
http://www.condusef.gob.mx.  



 

 

Ahora que se conoce la estructura de la CONDUSEF, resulta importante 

citar las facultades que fueron otorgadas a este Organismo. 

 

3.2 FACULTADES 

 

La CONDUSEF es un órgano que cuenta con plena autonomía técnica para dictar 

resoluciones y laudos, así como facultades de autoridad para imponer las 

sanciones previstas en la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios 

Financieros. 



 

Las facultades otorgadas a la CONDUSEF se encuentran contenidas en el artículo 

11 de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, 

publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de enero de 1999, la cual 

entró en vigor el 19 de abril del mismo año, mismas que pueden ser clasificadas 

de la siguiente manera: 

Consultas y reclamaciones: 

 

• Atender y resolver consultas que presenten los usuarios, sobre asuntos de su 

competencia. 

• Atender y, en su caso resolver las reclamaciones que formulen los usuarios, 

sobre asuntos de su competencia. 

 

Conciliación y Arbitraje: 

 

Sin duda alguna, las funciones más relevantes que realiza la CONDUSEF son: 

• Llevar a cabo el procedimiento conciliatorio entre uno o varios usuarios 

(únicamente si éstos tienen contratado un mismo producto o servicio, mediante 

la celebración de un solo contrato) y la institución financiera. 

• Actuar como árbitro en amigable composición o en juicio arbitral de estricto 

derecho, en los conflictos originados por operaciones o servicios que hayan 

contratado los usuarios con las instituciones financieras. 

 



Orientación jurídica y defensa legal de los usuarios: 

• Proporcionar servicio de orientación jurídica y asesoría legal a los usuarios, en 

las controversias entre éstos y las instituciones financieras que se entablen 

ante los tribunales.  

• Estos servicios resultan novedosos dentro de la protección de los intereses del 

público usuario, los cuales serán prestados a quienes no cuenten con los 

recursos suficientes para contratar un defensor especializado en la materia. 

 

Coadyuvar con otras autoridades: 

• Proporcionar a los usuarios elementos que procuren una relación más segura y 

equitativa entre éstos y las instituciones financieras. 

• Coadyuvar con otras autoridades en materia financiera para fomentar una 

mejor relación entre instituciones financieras y los usuarios, así como propiciar 

un sano desarrollo del Sistema Financiero Mexicano. 

 

Emitir recomendaciones: 

• A las autoridades federales y locales y a las instituciones financieras. 

• Al Ejecutivo Federal para la elaboración de iniciativas de leyes, reglamentos, 

decretos y acuerdos en las materias de su competencia. 

Celebrar convenios: 

• Con las instituciones financieras, así como con las autoridades federales y 

locales. 



• Con organismos y participar en foros nacionales e internacionales cuyas 

funciones sean acordes con las de la CONDUSEF. 

 

Elaborar estudios y programas de difusión, así como brindar información al 

público usuario: 

• De derecho comparado relacionados con las materias de su competencia, y 

publicarlos para apoyar a los usuarios y a las instituciones financieras. 

• Fomentar la cultura financiera, analizando y autorizando la información dirigida 

a los usuarios respecto al conocimiento de productos y servicios que 

representan la oferta de las instituciones financieras, cuidando en todo 

momento que la publicidad se dirija en forma clara, para evitar dar origen a 

error o inexactitud. 

• Informar al público usuario sobre la situación de los servicios que ofrecen las 

instituciones financieras y niveles de atención, asimismo sobre las instituciones 

que presentan el mayor número de reclamaciones. 

• Con ello se busca que los usuarios puedan elegir la mejor oferta entre los 

productos disponibles, sin necesidad de ser experto en la materia. 

 

Orientación: 

• Brindar orientación y asesoría a las instituciones financieras sobre las 

necesidades de los usuarios. 

 

 



Revisar diversa documentación: 

• Revisar y, en su caso, proponer modificaciones a los contratos de adhesión 

utilizados por las instituciones financieras para la celebración de sus 

operaciones o la prestación de sus servicios. 

• Proponer modificaciones a las instituciones financieras respecto de los 

documentos que utilicen para informar al usuario sobre el estado que guardan 

las operaciones o servicios contratados. 

 

Solicitud de información para substanciación de procedimientos: 

• Solicitar información y reportes de crédito necesarios para la substanciación de 

los procedimientos de conciliación y arbitraje. 

 

Imponer sanciones y medidas de apremio: 

• Imponer las sanciones establecidas en la Ley. 

• Aplicar las medidas de apremio que contempla la Ley. 

• Conocer y resolver sobre el recurso de revisión que se interponga en contra de 

las resoluciones que dicte la CONDUSEF. 

• Determinar el monto, forma y condiciones de las garantías que prevé la Ley. 

• Condonar total o parcialmente las multas impuestas por incumplimiento a la 

Ley. 

Con dichas facultades se pretende cumplir el objetivo de la Ley de Protección y 

Defensa al Usuario de Servicios Financieros y el de la CONDUSEF, así como 

propiciar un sano desarrollo del Sistema Financiero Mexicano. 



 

Para ese efecto, se han delegado dichas facultades a la Junta de Gobierno, a la 

Presidencia, a la Vicepresidencias, a las Direcciones Generales y a las 

Delegaciones, como a continuación se detalla. 

 

3.2 FUNCIONAMIENTO. 

a) JUNTA DE GOBIERNO. 

 

Corresponderá a la Junta  de Gobierno dirigir y administrar a la CONDUSEF, en el 

ámbito de las facultades que se le confieren en los artículos 17, 19, 20 y 22 de la 

Ley que la rige.20 

 

La Junta se integrará por nueve vocales: un representante de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, quien a su vez es el Presidente de la misma, un 

representante del Banco de México, un representante de la Comisión Nacional 

Bancaria y de Valores, un representante de la Comisión Nacional de Seguros y 

Fianzas, un representante de la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el 

Retiro, tres representantes del Consejo Consultivo Nacional y el Presidente de la 

Comisión Nacional para la Protección y Defensa a los Usuarios de Servicios 

Financieros. Cada uno de los integrantes de la Junta de Gobierno deberá contar 

con un suplente, quien tendrá nivel de inmediato inferior. 

 

                                                 
20 Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, México, 2000.  



Para un mejor funcionamiento la Junta de Gobierno designará a un Secretario y 

Prosecretario, quien lo auxiliará y suplirá en caso de ausencia; ambos serán 

servidores públicos de la CONDUSEF y no podrán desempeñar funciones 

diferentes a las de su cargo. 

 

La Junta sesionará seis veces al año y cuando lo amerite podrá celebrarse junta 

extraordinaria, previa convocatoria que haga el Secretario de la Junta a solicitud 

de cualquiera de los miembros. Las sesiones se llevarán a cabo con la asistencia 

de por lo menos cinco de los integrantes de la Junta, debiéndose levantar un acta 

autorizada por el Presidente y el Secretario, en la cual se asentará, con claridad y 

precisión, las resoluciones y recomendaciones adoptadas. 

A la Junta de Gobierno corresponde: 

• Determinar, aprobar y en su caso, publicar las bases y criterios conforme a los 

cuales la CONDUSEF deba brindar defensoría legal gratuita a los usuarios. 

• Aprobar los programas y presupuestos de la CONDUSEF, así como sus 

modificaciones. 

• Publicar las recomendaciones hechas a las instituciones financieras con el fin 

de contribuir a la creación de una cultura financiera y de proteger los intereses 

de los usuarios. 

• Establecer las políticas y lineamientos que provean una adecuada difusión de 

los servicios que ofrece la CONDUSEF. 

• Aprobar el Estatuto Orgánico y expedir normas internas para el funcionamiento 

de la CONDUSEF. 



• Resolver acerca de la instalación de Consejos Consultivos Regionales, 

Estatales y Locales. 

• Examinar y, en su caso, aprobar los informes generales y especiales que 

someterá a  su consideración el Presidente, sobre las labores de la 

CONDUSEF. 

• Establecer bases, lineamientos y políticas para el funcionamiento de la 

CONDUSEF. 

• Aprobar de conformidad con las leyes aplicables, las políticas, bases y 

programas generales que regulen los convenios, contratos, pedidos o acuerdos 

que la CONDUSEF deba celebrar con terceros en obras públicas, 

adquisiciones, arrendamientos y prestaciones de servicios relacionados con 

bienes muebles. 

• Aprobar anualmente y autorizar la publicación de los estados financieros de la 

CONDUSEF. 

• Aprobar las disposiciones relativas a la organización de la CONDUSEF, con las 

atribuciones que correspondan a sus respectivas unidades administrativas. 

• Aprobar las condiciones generales de trabajo que deban ser observadas entre 

la CONDUSEF y sus trabajadores. 

• Aprobar el nombramiento y remoción de los funcionarios del nivel inmediato 

inferior al del Presidente. 

• Establecer las normas y bases para la adquisición, arrendamiento y 

enajenación de inmuebles que la CONDUSEF requiera para la prestación de 

sus servicios. 



• Aprobar los lineamientos de campañas publicitarias y programas que las 

instituciones financieras pretendan realizar a fin de dar a conocer sus servicios 

u operaciones. 

• Evaluar las actividades de la CONDUSEF de manera periódica. 

• Resolver respecto de la condonación total o parcial de multas. 

• Establecer parámetros para determinar el monto, la forma y las condiciones de 

las garantías establecidas en la Ley. 

• Requerir la información necesaria al Presidente para llevar a cabo sus 

actividades de evaluación. 

• Constituir comités con fines específicos cuando sea necesario. 

• Nombrar y remover al Secretario y Prosecretario. 

• Resolver sobre asuntos que sean sometidos a su consideración por el 

Presidente. 21 

 

b) PRESIDENCIA. 

 

El Presidente es la máxima autoridad administrativa de la CONDUSEF, su 

designación corresponde al Secretario de Hacienda y Crédito Público. 

 

La persona que sea designada Presidente de la CONDUSEF deberá contar con 

los requisitos previstos en el artículo 24 de la multicitada Ley: Ser ciudadano 

mexicano; contar con título profesional a nivel Licenciatura; haber ocupado, por lo 

menos durante 3 años, cargos de decisión en materia financiera; no desempeñar 
                                                 
21 Art. 22 de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, México, 2000, .p.23-24.  



cargos de elección popular ni ser accionista, consejero, funcionario, comisario, 

apoderado o agente de las Instituciones Financieras; no tener litigio pendiente con 

la CONDUSEF; no haber sido condenado por sentencia irrevocable por delito 

intencional que le imponga más de un año de prisión, y si se tratare de delito 

patrimonial cometido intencionalmente, cualquiera que haya sido la pena; ni 

encontrarse inhabilitado para ejercer el comercio o para desempeñar un empleo, 

cargo o comisión en el servicio público o en el Sistema Financiero Mexicano y ser 

de reconocida competencia y honorabilidad. 

 

Es imprescindible que la máxima autoridad del Organismo sea una persona 

conocedora de la materia financiera para que pueda tomar decisiones correctas, 

además es importante que sea una persona honorable y competente, ya que el 

futuro de la CONDUSEF descansa en gran parte sobre el factor personal. 

 

Al Presidente se le atribuyen las siguientes facultades, establecidas en el artículo 

26 de la Ley de la materia. 

 

• Representación legal de la CONDUSEF y el ejercicio de sus facultades. 

• Ejecutar los acuerdos de la Junta. 

• Imponer las sanciones que correspondan. 

• Conocer y resolver sobre el recurso de revisión y proponer a la Junta sobre la 

condonación total o parcial de las multas. 



• Celebrar y otorgar toda clase de actos y documentos inherentes al objeto de la 

CONDUSEF. 

• Suscribir y negociar títulos de crédito y realizar operaciones de crédito. 

• Formular denuncias  y querellas, así como otorgar el perdón correspondiente. 

• Otorgar, sustituir y revocar poderes generales y especiales con las facultades 

que les competan. 

• Solicitar la aprobación de la Junta para todas las disposiciones de carácter 

general que crea pertinentes. 

• Informar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público respecto de los casos 

concretos que ésta le solicite. 

• Presentar anualmente los presupuestos  de  la  CONDUSEF,  los cuales  una  

vez aprobados por la Junta, serán sometidos a la autorización de la Secretaría 

de Hacienda y Crédito Público. 

• Proveer lo necesario para el cumplimiento de los programas y el correcto 

ejercicio del presupuesto aprobado por la Junta. 

• Informar a la Junta sobre el ejercicio de las facultades que le sean conferidas 

de manera anual o cuando ésta lo solicite. 

• Proponer a la Junta el nombramiento y remoción de los funcionarios del nivel 

inmediato inferior al del Presidente, así como el del personal de la 

CONDUSEF.  

• Presentar a la Junta los proyectos de disposiciones relacionadas con la 

organización de la CONDUSEF y con las atribuciones de sus unidades 

administrativas.  



• Presentar o proponer documentos o proyectos, según corresponda, para la 

aprobación o determinación de las funciones de la Junta. 

• Ejercer las más amplias facultades de dominio, administración, pleitos y 

cobranzas, aun de aquellas que requieran de autorización especial según otras 

disposiciones legales o reglamentarias. 

• Las demás facultades que le atribuya la Junta, la Ley de Protección y Defensa 

al Usuario de Servicios Financieros u otros ordenamientos legales. 

 

El Presidente ejercerá sus funciones directamente o mediante acuerdo 

delegatorio, a través de los Vicepresidentes, Directores Generales, y demás 

servidores públicos de la CONDUSEF, con excepción de aquellas que la Ley 

estipule como indelegables.  

 

c) CONSEJOS CONSULTIVOS. 

 

El Consejo Consultivo Nacional está integrado por el Presidente de la 

CONDUSEF, dos representantes de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 

un representante de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, de la Comisión 

Nacional de Seguros y Fianzas y de la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro 

para el Retiro, tres representantes de las instituciones financieras y tres más de 

los usuarios. Este Consejo funcionará como auxiliar de la CONDUSEF, existiendo 

Consejos Consultivos Regionales, Locales o Estatales.  

 



Los Consejos Consultivos Regionales estarán integrados por Delegados 

Regionales o, en su caso, Estatales de la CONDUSEF; así como los demás 

miembros que acuerde el Consejo Consultivo Nacional, por los representantes de 

los usuarios y de las instituciones financieras (artículo 33 de la Ley de Protección y 

Defensa al Usuario de Servicios Financieros). 

 

El Consejo Consultivo sesionará por lo menos dos veces al año y los regionales, 

estatales o locales por lo menos una vez al año, los cuales tendrán las 

atribuciones establecidas en el artículo 35 de la Ley; mismos que enseguida se 

listan: 

 

• Opinar ante la CONDUSEF sobre el desarrollo de los programas y actividades 

que realice. 

• Elaborar propuestas para el mejoramiento de los servicios que ofrece la 

CONDUSEF. 

• Opinar sobre el establecimiento de criterios para orientar la protección y 

defensa de los derechos de los usuarios. 

• Opinar ante la CONDUSEF sobre cuestiones relacionadas con las políticas de 

protección y defensa a los usuarios, así como sobre las campañas publicitarias 

que la CONDUSEF emprenda, con el fin de fomentar una cultura financiera 

entre los usuarios. 

• Proponer medidas para fortalecer la desconcentración de la CONDUSEF con 

base en los lineamientos que expidan la Junta y el Presidente. 



• Resolver o, en su caso, emitir opinión respecto de los asuntos que sean 

sometidos a su consideración. 

• Las demás que como órgano auxiliar le confieran otros ordenamientos. 

 

d) VICEPRESIDENCIAS. 

Durante las ausencias temporales el Presidente será suplido por los 

Vicepresidentes, en el orden que para el efecto quede establecido. 

 

Según lo dispuesto por el artículo 12 del Estatuto Orgánico de la CONDUSEF, 

corresponde a las Vicepresidencias:22 

• Acordar con el Presidente los asuntos de su competencia e informarle sobre 

las actividades de las unidades administrativas, cuya coordinación y manejo 

estén a su cargo. 

• Preparar aquellos asuntos que sean de su competencia, los cuales deberán 

ser puestos a consideración de la Junta por el Presidente. 

• Planear, formular, dirigir y evaluar programas anuales de labores y los 

programas específicos que sean determinados por las disposiciones 

aplicables, así como las actividades de las unidades administrativas que le 

sean adscritas, tomando en consideración las políticas y lineamientos que 

determine el Presidente. 

• Ejercer las funciones, resolver y en su caso, proponer al Presidente asuntos 

que pudieran ser de su competencia. 

                                                 
22 Estatuto Orgánico de la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios 
Financieros, México, 2002.   



• Resolver los asuntos que les sean señalados o que les correspondan por 

suplencia. 

• Desempeñar las comisiones y funciones encomendadas por el Presidente. 

• Llevar a cabo las actividades dentro del ámbito de su competencia. 

 

Para el ejercicio de sus funciones, la CONDUSEF se encuentra integrada por las 

siguientes Vicepresidencias: Técnica, Jurídica, de Delegaciones y de Planeación y 

Administración. 

 

� Técnica 

 

Las facultades otorgadas a la Vicepresidencia Técnica se encuentran contenidas 

en el artículo 1° del Acuerdo Delegatorio por el cual el Presidente de la 

CONDUSEF delega facultades en los Vicepresidentes, Directores Generales y 

demás funcionarios, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de 

diciembre de 1999, siendo dichas facultades las siguientes: 

 

• Proporcionar a los usuarios los elementos para procurar una relación más 

segura y equitativa con las instituciones financieras, así como coadyuvar con 

otras autoridades del sector financiero para lograr un sano desarrollo del 

sistema financiero. 



• Emitir recomendaciones a las autoridades federales, locales y a las 

instituciones financieras para coadyuvar al cumplimiento del objetivo de  la 

CONDUSEF. 

• Concertar y celebrar convenios con las instituciones financieras y autoridades 

federales para dar cumplimiento al objetivo de la Ley, así como participar en 

foros nacionales e internacionales. 

• Proporcionar información a los usuarios relacionada con los servicios y 

productos que ofrecen las instituciones financieras. 

• Analizar y, en su caso, autorizar la información dirigida a los usuarios respecto 

a los productos y servicios financieros que ofrecen las instituciones financieras.  

• Informar al público usuario  sobre la situación de los servicios que ofrecen las 

instituciones financieras, así como de las que presenten los niveles más altos 

de reclamaciones. 

• Orientar y asesorar a las instituciones financieras sobre las necesidades de los 

usuarios. 

• Revisar y, en su caso, proponer a las instituciones financieras por conducto de 

las autoridades competentes, modificaciones a los contratos  de adhesión y a 

los documentos que utilicen para la prestación de sus servicios. 

• Imponer sanciones a las instituciones financieras de conformidad con el 

artículo 94 fracción II de la Ley. 

• Ejecutar los acuerdos de la Junta. 

• Informar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público respecto de los casos 

concretos que  solicite. 



• Presentar o proponer los documentos o proyectos correspondientes, para la 

aprobación de la Junta. 

• Notificar los acuerdos de la Junta. 

• Recabar la información de los usuarios que necesiten los servicios de 

orientación jurídica y asesoría legal. 

 

� Jurídica 

 

La Vicepresidencia Jurídica es la encargada de constituir una instancia real para la 

solución jurídica de los conflictos que surgen entre los usuarios y las instituciones 

financieras, dotada de facultades para sancionar y designar, en su caso, a los 

defensores de los usuarios en aquellos juicios que se ventilen ante los tribunales 

competentes; además de tener como alternativa la conciliación y el arbitraje como 

solución de las controversias que se susciten, tiendo a su cargo las funciones que 

se le confieren en el artículo 3° del Acuerdo Delegatorio anteriormente citado: 

 

• Atender y resolver las reclamaciones que formulen los usuarios. 

• Llevar a cabo el procedimiento conciliatorio entre los usuarios y las 

instituciones financieras. 

• Actuar como árbitro en amigable composición o en estricto derecho. 

• Prestar el servicio de orientación jurídica y asesoría legal a los usuarios en las 

controversias que surgen entre éstos y las instituciones financieras entabladas 



ante los tribunales, con motivo de operaciones o servicios contratados por los 

usuarios. 

• Proponer a los usuarios elementos necesarios para procurar una relación más 

segura y equitativa con las instituciones financieras. 

• Formular recomendaciones para la elaboración de leyes, reglamentos, 

decretos y acuerdos que sean materia de la CONDUSEF. 

• Concertar y celebrar convenios con las instituciones financieras, autoridades 

locales y federales con el objeto de dar cumplimiento a la Ley. 

• Elaborar y publicar estudios de derecho comparado, así como participar en 

foros nacionales e internacionales. 

• Solicitar la información y los reportes de crédito necesarios para la 

substanciación de los procedimientos de conciliación y arbitraje. 

• Aplicar las medidas  de apremio previstas en  la Ley. 

• Conocer y resolver sobre el recurso de revisión que se interponga en contra de 

las resoluciones dictadas por la Comisión Nacional. 

• Determinar el monto de las garantías a que se refiere la Ley.  

• Ejecutar y notificar los acuerdos de la Junta. 

• Imponer las sanciones establecidas en la Ley, conocer y resolver sobre el 

|recurso de revisión, así como proponer la condonación total o parcial de las 

multas. 

• Formular denuncias y querellas y otorgar el perdón correspondiente. 

• Informar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público respecto de los casos 

concretos que solicite. 



• Presentar los documentos o proyectos que correspondan para la aprobación 

de la Junta. 

• Ejercer las más amplias facultades generales para pleitos y cobranzas, aun 

aquellas que requieran de autorización especial. 

 

� De Delegaciones 

  

Para establecer la estrategia de desconcentración en la operación y 

funcionamiento general de la CONDUSEF, se conformó la Vicepresidencia de 

Delegaciones, la cual fue creada con el fin de darle a las delegaciones estatales el 

carácter de ventanilla para atender a los usuarios, concediéndoles atribuciones 

que van desde orientar a los usuarios hasta el ejercicio de las funciones jurídicas 

más extensas atribuidas a la CONDUSEF; de esta manera, cada una de las 

oficinas regionales está facultada para tramitar y sustanciar los juicios arbitrales, 

brindar defensoría legal e imponer las sanciones previstas en la Ley, contando con 

las facultades establecidas en el artículo 5° del Acuerdo Delegatorio: 

 

• Resolver las reclamaciones que formulen los usuarios. 

• Llevar a cabo el procedimiento conciliatorio entre los usuarios y las 

instituciones financieras. 

• Proporcionar a los usuarios los elementos necesarios para procurar una 

relación más segura y equitativa con las instituciones financieras. 



• Coadyuvar con las autoridades en materia financiera para lograr un sano 

desarrollo del sistema financiero mexicano. 

• Celebrar convenios con las autoridades locales para el cumplimiento de la Ley. 

• Celebrar convenios con Organismos y participar en foros nacionales. 

• Proporcionar a los usuarios información relacionada con los productos y 

servicios que ofrecen las instituciones financieras. 

• Informar al usuario respecto de los servicios que prestan las instituciones 

financieras, así como de aquellas que presentan los niveles más altos de 

reclamaciones. 

• Ejecutar y notificar los acuerdos de la Junta. 

• Informar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público respecto a los casos 

que solicite a la CONDUSEF. 

• Proponer proyectos o documentos  para la aprobación de la Junta.   

 

� De Planeación y Administración. 

 

La función de esta Vicepresidencia permite la operación administrativa y financiera 

para garantizar la realización de los objetivos de la CONDUSEF, facultades que se 

encuentran en el artículo 8° del multicitado Acuerdo Delegatorio: 

 

• Concertar y celebrar convenios con las instituciones financieras y las 

autoridades federales, para el cumplimiento de la Ley. 

• Celebrar convenios con Organismos. 



• Tener a su cargo la representación legal de la CONDUSEF, para la celebración 

de toda clase de contratos, llevar a cabo la adquisición de bienes y servicios, 

así como intervenir en los procesos laborales en que la CONDUSEF sea parte. 

• Ejecutar  y notificar los acuerdos de la Junta. 

• Emitir, avalar y negociar títulos de crédito. 

• Informar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público sobre los casos 

concretos que le solicite a la CONDUSEF. 

• Nombrar y remover al personal de la CONDUSEF, expedir los nombramientos 

del personal de base y de confianza, así como nombrar y remover al personal 

adscrito a su área.  

• Presentar o proponer los documentos o proyectos que deberá aprobar la Junta.  

• Ejercer las más amplias facultades de dominio y actos de administración. 

 

e) DIRECCIONES GENERALES 

 

Cada una de las Vicepresidencias se conforman, a su vez, por Direcciones 

Generales a las cuales se les delegan las funciones que sean de su competencia, 

mismas que fueron anteriormente señaladas al hacer mención de cada una de las 

Vicepresidencias. Facultades que el Estatuto Orgánico del propio Organismo 

contempla para cada una de las Direcciones Generales. 

Dependen de la Vicepresidencia Técnica: 

• La Dirección General de Análisis y Evaluación de Instituciones y Servicios 

Financieros. 



• La Dirección General de Estudios de Mercado y Desarrollo Financiero. 

• Dirección General de Orientación y Atención a Usuarios. 

 

Corresponde a la Vicepresidencia Jurídica la supervisión de las siguientes 

Direcciones: 

• Dirección General de Quejas, Conciliación y Arbitraje. 

• Dirección General de Orientación Jurídica y Defensoría. 

• Dirección General Jurídico Consultiva. 

• Dirección General Contenciosa. 

 

La Vicepresidencia de Delegaciones cuenta con solamente dos Direcciones, que 

son: 

• Dirección General de Delegaciones Centro. 

• Dirección General de Delegaciones Norte - Sur . 

 

Por último, la Vicepresidencia de Planeación y Administración está integrada por: 

• Dirección General de Recursos Humanos. 

• Dirección General de Programación, Organización y Presupuesto. 

• Dirección General de Recursos Materiales y Servicios Generales. 

• Dirección General de Informática.23 
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f)  UNIDAD DE ENLACE INTERINSTITUCIONAL. 

  

La Unidad de Enlace Interinstitucional estará adscrita a la Presidencia de la 

Comisión Nacional, y básicamente le compete, dirigir y evaluar las actividades de 

información, difusión y de relaciones públicas de la Comisión Nacional a través de 

los medios de comunicación nacionales y extranjeros; así como formular los 

programas de dichas actividades.24  

 

g) UNIDAD DE DESARROLLO Y EVALUACIÓN DEL PROCESO OPERATIVO. 

 

La Unidad de Desarrollo y Evaluación del Proceso Operativo dependerá en forma 

directa de la Vicepresidencia Técnica, y ejercerá las siguientes atribuciones que es 

importante nombrar: 

 

•  En coordinación con las unidades administrativas que realizan funciones de 

atención a Usuarios, desarrollar los procesos y sistemas operativos a los que se 

sujetarán dichas unidades administrativas; 

•  En coordinación con las unidades administrativas que realizan funciones de 

atención a Usuarios, formular y actualizar los manuales operativos y turnarlos a la 

Dirección General de Programación, Organización y Presupuesto para su 

aprobación; 

•  Diseñar e implementar parámetros, estándares y mecanismos que permitan a 

la Unidad evaluar la calidad de la atención a los Usuarios; 
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•  Diseñar e instrumentar una metodología que permita a las unidades 

administrativas, supervisar en forma efectiva el cumplimiento de la normatividad 

aplicable a los procesos de atención de los Usuarios; 

• Proponer a la Dirección General de Recursos Humanos y a la unidad 

administrativa correspondiente, los perfiles de puestos que debe cubrir el 

personal de atención a Usuarios; 

•  Proponer a la Dirección General de Recursos Humanos los programas de 

capacitación para el personal de las unidades administrativas de atención a 

Usuarios; 

•  Diseñar, desarrollar, administrar, actualizar, innovar y optimizar el 

funcionamiento de los sistemas y procesos automatizados que soportan la 

operación de las unidades administrativas de atención a Usuarios; 

•  Apoyar y auxiliar a las unidades administrativas en la operación de los 

sistemas y procesos automatizados que soportan la operación de las unidades 

administrativas de atención a Usuarios; 

•  En coordinación con la Dirección General de Recursos Materiales y Servicios 

Generales, supervisar el funcionamiento de los sistemas automatizados que 

soportan la operación de las unidades administrativas de atención a Usuarios, y 

•  Llevar a cabo las demás actividades que dentro del área de su competencia, 

se deriven de las disposiciones aplicables.25 
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h) UNIDAD ADMINISTRATIVAS DESCONCENTRADAS. 

 

Para el mejor desarrollo de las actividades y el cumplimiento de sus fines, la 

Comisión Nacional, cuenta con las llamadas Delegaciones Estatales ubicadas en 

las diversas Entidades del país, las cuales actúan como auxiliares de la propia 

Comisión Central pretendiendo, con esto, lograr una adecuada cobertura 

geográfica en la protección que se brinde a todas y cada una de las personas que 

utilicen los servicios que ofrecen las Entidades Financieras, debido a que los 

conflictos con el Sistema Financiero no sólo se presentan en el Distrito Federal 

sino en todas las Entidades Federativas. La estructura debe ser igual a la de la 

Comisión Central.26  

 

Es importante mencionar que las Delegaciones son de tipo Regional, Estatal o 

Local y son consideradas unidades administrativas desconcentradas, que están 

jerárquicamente subordinadas a la administración central, por lo que se 

encuentran adscritas a la Vicepresidencia de Delegaciones. 

 

Cada Delegación contará con un Delegado, el cual será auxiliado por el 

Subdelegado, Jefes y Subjefes de Departamento, Defensores y demás servidores 

públicos. 

 

 En el ámbito territorial de su competencia los Delegados están facultados 

para: 
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• Emplazar. 

• Notificar y ejecutar conforme a las disposiciones aplicables las resoluciones o 

mandamientos que sean emitidos por las Direcciones Generales de la 

CONDUSEF. 

• Realizar requerimientos de información a las instituciones financieras. 

 

Asimismo, las Delegaciones tendrán a su cargo las atribuciones que se les 

confiere en el artículo 33 del Estatuto Orgánico de la Comisión Nacional, por lo 

que mencionaremos las de mayor importancia: 

 

• Asesorar y orientar a los usuarios en relación a sus derechos y obligaciones. 

• Tramitar los procedimientos administrativos y conciliatorios, en los casos de 

reclamaciones derivadas por la prestación de servicios en contra de las 

instituciones financieras. 

• Tramitar y substanciar los juicios arbitrales, en los casos que la CONDUSEF 

sea designado árbitro. 

• Requerir a las instituciones financieras la información para substanciar los 

procedimientos. 

• Preparar los proyectos de laudo correspondiente y establecer las medidas 

necesarias para la ejecución del laudo. 

• Ordenar la constitución del pasivo contingente. 

• Llevar a cabo los trámites necesarios para el cobro de las multas impuestas por 

la CONDUSEF. 



• Brindar al usuario el servicio de orientación jurídica y defensoría a solicitud de 

los mismos. 

• Atender las consultas que formulen los usuarios, en coordinación con la 

Dirección General Contenciosa. 

• Rendir los informes previos y justificados que en materia de amparo sean 

requeridos por la autoridad judicial cuando la CONDUSEF sea autoridad 

responsable. 

• Turnar a la Dirección General Jurídico Consultiva los contratos de adhesión 

para su revisión y de los modelos de contratos utilizados por las instituciones 

financieras. 

• Llevar a cabo las políticas y lineamientos que dicten las oficinas centrales, 

desarrollar los programas y campañas a nivel nacional o regional con el fin de 

establecer criterios para la orientación de los derechos de los usuarios. 

• Proporcionar información a los usuarios relacionada con los servicios y 

productos que ofrecen las instituciones financieras. 

• Concertar y coordinar acciones con otras dependencias y entidades federales 

localizadas dentro de su circunscripción con gobiernos estatales y municipales. 

• Integrar los consejos consultivos estatales, siguiendo los lineamientos y 

políticas que señala el Consejo Consultivo Nacional. 

• Establecer y dar a conocer al Consejo Consultivo Nacional los asuntos a tratar 

en las sesiones, solicitando la aprobación respectiva. 

• Administrar los recurso humanos y materiales que le sean asignados para su 

operación. 



• Resguardar la documentación relativa a los gastos.   

• Enviar al área correspondiente los informes sobre el ejercicio del presupuesto, 

así como los estados financieros correspondientes a los programas y partidas 

de presupuesto. 

• Llevar la contabilidad de la Delegación de acuerdo con los lineamientos que 

establezca el área correspondiente de la Vicepresidencia de Planeación y 

Administración. 

• Hacer del conocimiento a las autoridades superiores de la CONDUSEF, las 

irregularidades que observen en el ejercicio de sus funciones. 

• Llevar a cabo las demás actividades que, dentro del área de su competencia, se 

derive de las disposiciones aplicables. 

 

Como podemos observar las facultades de la Comisión Nacional para la 

Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros son muy amplias e 

importantes, aunado a que son, precisamente, la materia de nuestra investigación; 

por lo que será necesario conocer un poco más de la naturaleza de sus 

procedimientos y cuáles son estos, circunstancias que serán tratadas a fondo en 

el siguiente capítulo. 

 

 

 

 



CAPÍTULO III 

1. PROCEDIMIENTOS QUE SE VENTILAN ANTE LA CONDUSEF CON 

MOTIVO DE UNA RECLAMACIÓN. 

 

Para comprender mejor comenzaremos por definir el término reclamación: 

 

 CONCEPTO DE RECLAMACIÓN 

  

Proviene del latín reclamatio, usualmente la palabra reclamación significa: 

“Acción de reclamar, petición, solicitud. Impugnación, oposición o 

contradicción. Libro de Reclamaciones, aquel donde los clientes pueden 

formular sus quejas”.1

 

Para la materia que nos ocupa, la reclamación es una petición que realiza 

el usuario ante alguna institución financiera para que ésta rectifique o 

enmiende determinada acción o hecho que el usuario considera fue 

incorrecto y que no se apegó a los términos bajo los cuales se contrató 

determinado servicio financiero, o bien, cuando derivado de alguna acción 

presuntamente realizada bajo la responsabilidad de alguna la institución 

financiera, el usuario resulte afectado. 
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1.2. REQUISITOS ESENCIALES PARA INTERPONER RECLAMACIÓN 

ANTE LA CONDUSEF 

La CONDUSEF recibe las reclamaciones de los usuarios, con base en las 

disposiciones establecidas en el artículo 63 de la Ley de Protección y 

Defensa al Usuario de Servicios Financieros, las cuales pueden 

presentarse por comparecencia del afectado, en forma escrita o por 

cualquier otro medio idóneo cumpliendo con los siguientes requisitos:2

• Nombre y domicilio del reclamante; 

• Nombre y domicilio del representante o persona que promueva en su nombre, 

así como el documento en que conste dicha atribución; 

• Descripción del servicio que se reclama y relación sucinta de los hechos que 

motivan la reclamación; 

• Nombre de la institución financiera contra la que se formula la reclamación. La 

CONDUSEF podrá solicitar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y a las 

Comisiones Nacionales (Bancaria y de Valores, Seguros y Fianzas y del Sistema 

de Ahorro para el Retiro) los datos necesarios para proceder a la identificación de 

la institución financiera, cuando la información proporcionada por el usuario sea 

insuficiente, y 

• Documentación que ampare la contratación del servicio que origina la 

reclamación. Al respecto, las instituciones financieras han considerado que el 

único documento que acredita una relación jurídica es el “contrato”; por eso, 

cuando a las instituciones se les corre traslado de una reclamación en la que el 

usuario no anexó el contrato, éstas han recurrido al recurso que el artículo 99 de la 
                                                 
2 Art. 63 LPDUSF, México, 2000, p. 35-36.  



Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros les otorga, 

mismo que se ha resuelto por la Dirección encargada de substanciarlo (Dirección 

de Recursos, dependiente de la Dirección General Contenciosa, la que a su vez 

pertenece a la Vicepresidencia Jurídica) de manera improcedente; pues se 

considera que si el reclamante presenta documentación con la que justifica el 

servicio reclamado y sobre todo de la que se desprende la existencia de una 

relación contractual, con ello se acredita, indiscutiblemente, el nexo jurídico entre 

el usuario y la institución financiera reclamada. 

 

La Dirección de Recursos de la CONDUSEF, órgano que substancia el recurso de 

revisión, presenta las siguientes estadísticas: en el año 2004 recibió un total de 

798 recursos de revisión; 139 de éstos impugnaban el citatorio a audiencia de 

conciliación, acto por el que se corre traslado a las instituciones financieras de las 

reclamaciones presentadas en su contra y en el que manifiestan, principalmente 

como agravio, que el escrito de reclamación no reúne los requisitos de 

procedencia establecidos por el artículo 63 fracción V de la Ley que rige la 

actuación de la CONDUSEF, esto es, la presentación del documento idóneo que 

acredite el servicio reclamado (contrato); asimismo, de enero a agosto del año 

2005, la citada Dirección ha recibido 83 recursos de revisión en el mismo sentido, 

de un total de 448.3

  

En este escrito se deben señalar los fundamentos legales por los cuales se está 

presentando la reclamación (artículos 63 y 68 de la Ley de Protección y Defensa al 
                                                 
3 Informe rendido por la Dirección de Recursos de la CONDUSEF, MÉXICO, 2004. 



Usuario de Servicios Financieros, precepto legal, este último, que a la letra 

dispone: “En el caso de que el Usuario presente reclamación ante la Comisión 

Nacional contra alguna Institución Financiera, se deberá agotar el procedimiento 

conciliatorio........”), así como solicitar audiencia de conciliación. 

 

Las reclamaciones que reúnen los requisitos señalados en el artículo 

anteriormente citado, por su sola presentación, interrumpen la prescripción de las 

acciones legales correspondientes, durante el tiempo que dure el procedimiento. 

Dichas reclamaciones podrán ser presentadas, a elección del usuario, en el 

domicilio de la CONDUSEF, en la Delegación de la misma que se encuentre más 

próxima al domicilio del usuario, o en la unidad especializada de la institución 

financiera a que se refiere el artículo 50 bis de la Ley de Protección y Defensa al 

Usuario de Servicios Financieros y cuya función es atender consultas y quejas 

presentadas respecto de servicios o productos que brinda al público usuario. 

 

Es de hacer notar, que el artículo 63 de la Ley de Protección y Defensa al Usuario 

de Servicios Financieros, faculta a la CONDUSEF para suplir las deficiencias de 

las reclamaciones en beneficio del usuario. Establece también que las 

reclamaciones pueden presentarse de manera conjunta por los usuarios que 

presenten problemas comunes con una o varias instituciones financieras, 

debiendo elegir al efecto uno o varios representantes formales comunes, ahora 

bien, es importante comentar que hay casos en que la CONDUSEF no conocerá 

de reclamaciones, como: 



• Reclamaciones derivadas de las variaciones de tasas de interés que se pacten 

entre el usuario y la institución financiera, cuando sean consecuencia directa 

de condiciones generales observadas en los mercados.  

• Podrá rechazar de oficio las reclamaciones que sean notoriamente 

improcedentes. Ejemplos: 

 



 
En este caso en particular, la autoridad determinó desechar la reclamación en 

virtud de que la parte quejosa lo que reclamaba era una cobertura que no se 



encontraba prevista en la póliza de seguro, situación que se corrobora en forma 

fehaciente de los documentos antes señalados, por lo que al encontrarse dicha 

problemática dentro de los supuestos del artículo 62 de la Ley de Protección y 

Defensa al Usuario de Servicios Financieros, que a la letra dispone:” La Comisión 

Nacional podrá rechazar de oficio las reclamaciones que sean notoriamente 

improcedentes.”4, siendo acertada la actuación de la autoridad. 

 

Vistos los requisitos que debe contener una “reclamación”, así como los casos en 

que la CONDUSEF no conocerá de las mismas, se procederá al estudio del 

procedimiento de conciliación, empezando por su naturaleza jurídica. 

 

1.3. EL PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO 

 

a) NATURALEZA JURÍDICA 

 

Para la doctrina procesal la conciliación es una forma intermediaria de solución a 

la conflictiva social entre la autocomposición y la heterocomposición, ya que 

participa con algunos de los caracteres de ambas formas. Alcalá Zamora y Castillo 

considera a la conciliación como un excluyente de la jurisdicción; por su parte, 

Calamandrei la critica al definirla como un “aborto procesal”, pues según su 

apreciación no deja nacer al proceso jurisdiccional. 5

 

                                                 
4 Art. 62 LPDUSF, México, 2000, p. 35. 
5 DICCIONARIOS JURÍDICOS TÉMATICOS, Derecho Procesal, p. 55. 
 



De lo anterior, observamos que no existe un pronunciamiento a favor o en contra 

de este tipo de solución a los conflictos sociales; sin embargo, consideramos la 

conveniencia de su existencia, como una  fórmula alternativa que tienen las partes 

para solucionar sus litigios.  

 

La conciliación tiene una amplia aplicación jurídica, ya que forma parte importante 

en el Derecho Civil, en el Procesal del Trabajo y en el Internacional Público. 

Actualmente según acuerden las partes, es una institución de carácter voluntario u 

obligatorio en controversias que se presentan en una amplia gama de actividades 

relacionadas con instituciones bancarias, instituciones de seguros, defensas del 

consumidor o protección de personas.  

 

En nuestro Derecho la conciliación poco a poco ha ido ganando terreno, al 

ser práctica cotidiana en materia laboral, en materia de protección al 

consumo y en aquellas quejas que presentan los usuarios del sistema 

bancario, de seguros y fianzas ante los Organismos de vigilancia de sus 

operaciones. En materia procesal civil, por reforma reciente, se estableció 

una audiencia previa y de conciliación que tiene como finalidad, proponer 

una solución al litigio y en caso de no lograrlo, depurar la litis; es decir, 

establecer los puntos de discordancia entre las partes y depurar los 

aspectos irregulares relacionados con los presupuestos procesales.6

 

                                                 
6 Ibídem. 



 Podemos mencionar que la conciliación ha sido objeto de diversas teorías, 

entre las que destacan: 

 

I. Como un acto no jurisdiccional, la cual señala que si bien se trata de un 

procedimiento, no es un juicio o proceso, ya que falta una sentencia y una 

demanda; la primera como acto de extintivo normal de aquél, ésta como 

acto de iniciación; ya que el escrito con que se inicia no puede ser 

considerado como tal y sí sólo como solicitud. De todo ello se infiere que se 

trata de un procedimiento especial. 

II. Como equivalente jurisdiccional del proceso civil; Carnelutti considera que 

la conciliación es un proceso no jurisdiccional es, por tanto, un medio de 

prevención del proceso civil, puesto que como se ha mencionado, la 

conciliación tiene como finalidad evitar el proceso arbitral.7   

 

b) CONCEPTO DE CONCILIACIÓN. 

El Diccionario de la Lengua Española dice: “Conciliar (del latín conciliare) significa,  

componer, ajustar los ánimos de quienes estaban opuestos entre sí”. 8

La conciliación, desde un punto de vista legal, puede definirse como: “el acuerdo 

celebrado entre quienes se encuentran ante una controversia sobre la aplicación o 

interpretación de sus derechos con el objeto de evitar un juicio, o bien de ponerle 

fin”.9

  
                                                 
7 Ibíd. p.56-59 
8 DICCIONARIO DE LA LENGUA ESPAÑOLA; citado por J. DE LA FUENTE RODRÍGUEZ R.: Tratado de 
Derecho Bancario y Bursatil. p. 943.  
9 Ibíd. p. 944. 



Ante la CONDUSEF, la conciliación (tomada de la legislación financiera) es un 

mecanismo a través del cual las partes entre quienes existe una diferencia 

susceptible de transacción, originada en una relación derivada de una operación 

de las calificadas por la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios 

Financieros como de servicios financieros ponen fin a sus diferencias.10

  

La conciliación, como figura procesal, trata de explicar una serie de negociaciones 

realizadas por las partes con la intervención de un tercero imparcial que es el  

conciliador, quien trata de avenirlas y les propone algunos mecanismos de 

solución de su litigio.11  

 

En ese sentido, entendemos que la conciliación existe cuando las partes 

comparecen ante un amigable componedor con el fin de arreglar cierto asunto por 

medio de avenencia, teniendo como objetivo evitar la entrada en juicio o 

preparándolo en el caso de que no se llegue a un acuerdo. 

 

Concluyendo, que la conciliación se da cuando las partes encuentran una solución 

a sus diferencias, con la ayuda de un conciliador, quien es un tercero ajeno a la 

controversia suscitada.  

 

 

 

                                                 
10 Ibídem.  
11 DICCIONARIOS JURÍDICOS TEMÁTICOS. op. cit. p. 55.  



1.4.  EL PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO ANTE LA CONDUSEF. 

 

La CONDUSEF, en presencia de las reclamaciones que presentan los 

usuarios en contra de las instituciones financieras, intervendrá en un 

proceso administrativo de conciliación, para tratar de que se dé por 

terminada la cuestión suscitada, mediante un acuerdo de las partes. Las 

instituciones estarán obligadas, en su caso, a someterse a dicho 

procedimiento.12 El artículo 60 de la Ley de Protección y Defensa al Usuario 

de Servicios Financieros que a la letra dispone:”.La Comisión esta 

facultada para actuar como conciliador entre las Instituciones Financieras y 

los Usuarios, con el objeto de proteger los intereses de estos últimos.”.13

 

Por lo anterior, debemos conocer quiénes son usuarios de instituciones 

financieras para el efecto de presentar su reclamación ante la CONDUSEF, 

en ese sentido, el artículo 2º fracción I de la Ley de Protección y Defensa al 

Usuario de Servicios financieros define al  usuario en singular o plural, 

como la persona que contrata, utiliza o por cualquier otra causa tenga 

algún derecho frente a la institución financiera como resultado de la 

operación o servicio prestado y en la fracción IV menciona que son 

instituciones financieras las siguientes: 

• Sociedades Controladoras.    

• Instituciones de Crédito. 

                                                 
12 J. DE LA FUENTE RODRÍGUEZ, ob. cit. p. 944. 
13 Art. 60 LPDUSF, México, 2000, p. 35. 



• Sociedades Financieras de Objeto Limitado. 

• Sociedades de Información Crediticia. 

• Casas de Bolsa. 

• Especialistas Bursátiles. 

• Sociedades de Inversión. 

• Almacenes Generales de Depósito. 

• Uniones de Crédito. 

• Arrendadoras Financieras. 

• Empresas de Factoraje Financiero. 

• Sociedades de Ahorro y Préstamo. 

• Casas de Cambio. 

• Instituciones de Seguros. 

• Patronato del Ahorro Nacional. 

• Sociedades Mutualistas de Seguros.  

• Instituciones de Fianzas. 

• Administradoras de Fondos para el Retiro. 

• Empresas Operadoras de la Base de Datos Nacional del Sistema de 

Ahorro para el Retiro. 

• Cualquiera otra sociedad que realice actividades análogas a las de las 

sociedades enumeradas anteriormente, que ofrezca un producto o 

servicio financiero.14 

                                                 
14 Art. 2 LPDUSF, México, 2000, p.16.  



En el caso de que el usuario presente reclamación ante la CONDUSEF, se 

deberá agotar el procedimiento conciliatorio previsto por el artículo 68 de la 

Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, conforme 

a las siguientes reglas: 

 

• El usuario presenta su escrito de queja solicitando audiencia de 

conciliación, previa reunión de los requisitos anteriormente señalados          

( articulo 63 de la Ley de la materia). Una vez presentada la reclamación, el 

área de conciliación de la CONDUSEF comprueba, mediante un estudio del 

asunto en particular, que sea procedente. En la práctica hemos observado 

que cuando las reclamaciones no proceden, la Dirección General de 

Conciliación y Arbitraje,  dependiente de la Vicepresidencia Jurídica, con 

fundamento en el artículo 19 del Estatuto Orgánico de ese Organismo emite 

un acuerdo administrativo indicando los motivos, razones o circunstancias 

que lo llevan a determinar que el caso particular encuadra dentro del 

supuesto previsto por el artículo 62 de la Ley de la materia (reclamaciones 

notoriamente improcedentes).15  

• Si es admitida la reclamación, el asunto se canaliza a uno de los abogados 

conciliadores, según el área a la que pertenezca: Bancos, Seguros y 

Fianzas y Sistemas de Ahorro para el Retiro, posteriormente se correrá 

traslado a la institución financiera acerca de la reclamación presentada en 

su contra, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de 

                                                 
15 Art. 62 LPDUSF, México, 2000, p.65. 



recepción de la misma, anexando todos los elementos que el usuario 

hubiera aportado.       

• Se citará a las partes a una audiencia de conciliación que se 

realizará dentro de los 20 días hábiles a partir de la fecha de 

presentación del escrito formal de reclamación, para lo cual el área 

correspondiente emitirá un oficio en donde se señalará la fecha y 

hora en que se llevará a cabo dicha audiencia. En el mismo acto, se 

le informará al usuario que en caso de no acudir a la audiencia de 

conciliación y de no presentar, dentro de los diez días hábiles 

siguientes a la fecha fijada para su celebración, justificación de su 

inasistencia, se le tendrá por desistido de la reclamación y no podrá 

presentar otra ante la CONDUSEF por los mismos hechos. Las juntas 

de conciliación se llevan a cabo en el segundo piso del inmueble de 

la CONDUSEF. 

• La institución financiera deberá, por conducto de un representante, 

rendir un informe en el que responderá de manera detallada y 

razonada a todos y cada uno de los hechos a que se refiere la 

reclamación; en caso contrario, dicho informe se tendrá por no 

presentado para todos los efectos legales a que haya lugar. La 

institución financiera tendrá de plazo para entregar el informe desde 

el momento en que es notificada hasta la fecha de la audiencia.  

• La CONDUSEF cuando lo considere necesario o a petición del 

usuario, en la audiencia de conciliación o dentro de los diez días 



hábiles anteriores a la celebración de la misma, podrá requerir 

información adicional a la institución financiera. 

• Las partes serán atendidas por un abogado conciliador, quien deberá 

explicar al reclamante que la CONDUSEF es una autoridad 

administrativa que depende del Poder Ejecutivo; que sirve para 

proteger sus intereses, pero que de ninguna manera puede obligar a 

la institución financiera a firmar convenios, contratos o llegar a 

acuerdos satisfactorios porque ésa es sólo facultad de los jueces; 

que la CONDUSEF es una instancia de buena fe, en la que se 

procura esclarecer la problemática del caso específico, proponiendo 

vías de solución a las partes para que éstas concilien sus intereses, 

sin llegar a la instancia judicial, respetando los lineamientos del 

procedimiento administrativo de conciliación.16  

• Hecho lo anterior, y una vez presentadas las partes, se dará lectura a 

la reclamación y se solicitará al apoderado de la institución 

financiera, quien debe tener acreditada su personalidad ante la 

propia CONDUSEF o, en su caso, mostrar el poder notarial que lo 

acredite como tal, su informe del que se correrá traslado con la copia 

del mismo al usuario. Dicho informe debe de ser leído por todos los 

allí presentes.  

• Una vez que se ha dado lectura al informe y el abogado conciliador 

verificó que cumple con los requisitos establecidos en la ley, 

                                                 
16 s/a: ¿Quién es un Abogado Conciliador? ,  en Revista Entre Nosotros; Publicaciones Comisión Nacional 
para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, México, 2000, N° 6, p. 4, 5. 



solicitará al reclamante que manifieste lo que a su derecho 

corresponda; así como sus pretensiones respecto a la reclamación y 

se pide al apoderado de la institución financiera que efectúe su 

declaración, generalmente se limitan a ratificar en todas y cada una 

de sus partes el informe presentado. 

• Posteriormente, se exhortará a las partes a que concilien sus 

intereses y, si esto no fuere posible, la CONDUSEF las invitará a 

que, de común acuerdo, designen como árbitro para resolver su 

controversia, a la propia CONDUSEF o a algunos de los árbitros que 

ésta les proponga; el conciliador debe explicar al usuario que para 

que la CONDUSEF actúe como árbitro debe ser por mutuo 

consentimiento de las partes, es decir que expresen su voluntad de 

someterse a la jurisdicción de la CONDUSEF, quedando a elección 

de las mismas que el juicio arbitral sea en: 

1.- Amigable composición.- Consiste en que las partes, desde un inicio, 

establecen de manera específica las cuestiones que deberán ser objeto del 

arbitraje; estableciendo, ellas mismas, las formalidades, términos y plazos a 

que deberán sujetarse.  

 2.- Estricto Derecho.- Tiene por objetivo el que las partes se someten a un 

arbitraje el cual sigue las formalidades legales aplicables, es decir un 

procedimiento ya establecido conforme a la Ley de Protección y Defensa al 

Usuario de Servicios Financieros, el cual contiene plazos y bases a seguir. 



• Ahora bien, si las partes llegan a un acuerdo para la resolución de la 

reclamación, esto se hará constar en un acta circunstanciada 

(descripción minuciosa de las circunstancias de realización de la 

audiencia de conciliación) que al efecto se levante, y se explicará al 

usuario los efectos y alcances legales de dicho acuerdo; si el usuario 

decide aceptar el acuerdo, éste se firmará por ambas partes y el 

abogado conciliador, después de haber fijado un término para acreditar 

su cumplimiento. Es muy importante subrayar que cuando se decida 

someterse al arbitraje de la CONDUSEF, el usuario cuenta con la 

asesoría de un abogado; ya que se trata de un juicio a desarrollar y se 

requiere de los conocimientos de un experto en Derecho para evitar una 

actuación inequitativa.  

• En el caso de que las partes decidan no someterse al arbitraje, se 

dejarán a salvo sus derechos para que los hagan valer ante los 

tribunales competentes o en la vía que proceda. 

• En el evento de que la institución financiera rechace el arbitraje o no 

asista a la audiencia de conciliación y siempre que del escrito de 

reclamación o del informe presentado por la institución financiera, se 

desprendan elementos que, a juicio de la CONDUSEF, permitan suponer 

la procedencia de lo reclamado, previa solicitud por escrito del usuario; 

la CONDUSEF podrá emitir un dictamen técnico que contenga su 

opinión, para ello podrá allegarse de todos los elementos que juzgue 

necesarios.  



• Una vez concluidas las audiencias de conciliación y en el caso de que 

las partes no lleguen a un acuerdo, la CONDUSEF ordenará a la 

institución financiera que registre el pasivo contingente que derive de la 

reclamación, dando aviso de ello, en su caso, a las Comisiones 

Nacionales a las que corresponda su supervisión. Ese registro contable 

podrá ser cancelado por la institución financiera, bajo su estricta 

responsabilidad, si 180 días naturales después de su constitución el 

reclamante no da inicio al procedimiento arbitral u omite hacer valer sus 

derechos ante la autoridad jurisdiccional competente.   

• Tratándose de instituciones y sociedades mutualistas de seguros, la 

orden de registro citado en el párrafo que antecede se referirá a la 

constitución e inversión conforme a la Ley General de Instituciones y 

Sociedades Mutualistas de Seguros de una reserva técnica específica 

para obligaciones pendientes de cumplir, cuyo monto no deberá exceder 

de la suma asegurada. Dicha reserva se registrará en una partida 

contable determinada y tanto el pasivo como la reserva podrán ser 

canceladas por la institución financiera cuando haya sido decretada la 

caducidad de la instancia; la preclusión haya sido procedente; la 

excepción superveniente de prescripción proceda o exista sentencia que 

haya causado ejecutoria en la que se absuelva a la institución y cuando 

haya efectuado el pago con la conformidad del usuario.17  

 

                                                 
17 Cfr. Art. 68 LPDUSF, México, 2000, p. 37-39. 



Sin lugar a dudas, para poder llevar acabo esta conciliación, es 

necesario contar con un mediador, quien deberá actuar en forma neutral 

buscando facilitar las cosas para ajustar los ánimos de los usuarios y de las 

Instituciones Financieras, opuestos entre sí, para buscar un acuerdo entre 

ellos o establecer una coincidencia en sus intereses para lograr 

conciliarlos.18  

 

El conciliador no debe asumir un papel pasivo, como: Dejar que las partes 

traten de conciliarse, lo cual es difícil que se logre; sino que debe 

predisponer la negociación; para ello, debe proponer a  las partes 

soluciones factibles o alternativas concretas para que resuelvan de común 

acuerdo sus diferencias. El conciliador, con el mismo propósito, tiene la 

facultad de diferir la audiencia cuantas veces crea necesario. 

 

En ese sentido se expresa el destacado tratadista José Ovalle Favela, al 

decir que “el conciliador no debe limitarse a mediar entre las partes, sino 

que les debe sugerir  fórmulas específicas para que puedan llegar a un 

consenso entre ellas.”19

 

Ahora bien, es importante que las personas que se vayan a desempeñar 

como conciliadores cumplan con los siguientes requisitos: 

 

                                                 
18  J. DE LA FUENTE RODRÍGUEZ: op. cit. p. 948. 
19  JOSÉ OVALLE FAVELA, Teoría General del Proceso, p. 23. 



• Tener título de Licenciado en Derecho. 

• Aptitudes de conciliador; para que propicien y sugieran alternativas de 

solución que resulten equitativas a las partes. 

• Gozar de buena reputación. 

• Conocimientos amplios en las materias: Bancaria, bursátil, 

organizaciones y actividades auxiliares del crédito, seguros, títulos y 

operaciones de crédito, mercantil, obligaciones y en general todas 

aquellas disciplinas que tengan relación con el sistema financiero 

mexicano. Esto permite a la CONDUSEF no solo emitir sus opiniones o 

laudos, sino también contribuir con propuestas de reformas a las 

legislaciones con el fin de hacer más eficiente el sistema financiero; en 

consecuencia. Podemos deducir que el personal de la CONDUSEF 

cuenta con capacidad técnica y  adecuado entendimiento de las 

operaciones bancarias, bursátiles, de seguros, fianzas, organizaciones 

auxiliares del crédito, etc., así como de su marco legal y regulatorio.  

 

La CONDUSEF, a través de su revista Entre Nosotros, publicó un reportaje 

titulado ¿Quién es un Abogado Conciliador?20, en el cual se expresan las 

características y atribuciones que éste debe tener, mismas que son las 

siguientes: Es de profesión abogado y su labor consisten en ser el vocero 

del Derecho. En la CONDUSEF el abogado conciliador tiene como 

propósito defender en cada instante al Usuario hasta donde la Ley lo 

                                                 
20 s/a: ¿Quién es un Abogado Conciliador? ,  en Revista Entre Nosotros; Publicaciones Comisión Nacional 
para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, México, 2000, N° 6, p. 10-11. 
 



permita y, al mismo tiempo, llevar a la práctica lo que ésta le dicta. 

Requiere de ciertas cualidades. En la mayoría de los casos el conciliador 

es un verdadero psicólogo que debe saber manejar la situación, sobre todo 

cuando ésta se torna especialmente difícil al surgir agresiones verbales o 

físicas entre las partes en conflicto. Por ello, el tacto y la prudencia son 

indispensables. A veces el Usuario tiene la razón, pero desde un punto de 

vista legal su dicho está sujeto a comprobación. Es la Institución Financiera 

quien, normalmente, tiene los elementos de prueba en su poder, como 

documentos importantes, que podrían servir al reclamante para defenderse 

o para demandar. Puede darse el caso de que la institución no quiera 

proporcionar esos documentos al Usuario, lo que hace del proceso de 

conciliación algo muy tenso y delicado. En algunos casos tiene la razón el 

reclamante, en otros no; pero allí estará la ley para aplicarse y, hasta 

donde la misma lo permita, tratarán los abogados conciliadores de que 

lleguen a un acuerdo satisfactorio. El abogado conciliador tiene que 

asesorar al Usuario en todo momento y hacerle ver los alcances del 

procedimiento tanto en el interior de la Comisión como ante un tribunal u 

otra autoridad.  

El conciliador, además de estudiar y analizar los documentos que 

conforman los expedientes en los que actúa como mediador, realiza 

diversas actividades, pues le corresponde recibir llamadas; capturar la 

información pertinente a los asuntos que se le turnan; sacar fotocopias; 

archivar; cotejar originales con copias; realizar el conteo de sus 

reclamaciones; rendir los informes que le sean solicitados y otras tantas 



actividades. En un día típico cada abogado conciliador lleva entre cuatro y 

siete audiencias, otorgando aproximadamente una hora a cada una, por 

tanto la tarea realizada por un abogado conciliador frecuentemente requiere 

de trabajo fuera de horas laborales. 

 

Actualmente se encuentran trabajando 11 abogados conciliadores: 7 de 

ellos para los casos de instituciones bancarias, casas de bolsa y 

organizaciones auxiliares; 4 para asuntos relacionados con seguros y 

fianzas; así como lo casos relativos al sistema de ahorro para el retiro, 

abogados que, sin duda alguna, diariamente tratan de mediar entre lo 

dispuesto por la ley y el conflicto suscitado entre las partes, tarea difícil de 

resolver. 

Otra de las tareas fundamentales consignadas a la CONDUSEF es la de 

ventilar el procedimiento arbitral, ya sea en amigable composición o en 

estricto derecho; los cuales desarrollaremos a continuación. 

 

2. EL PROCEDIMIENTO ARBITRAL. 

 

a) NATURALEZA JURÍDICA. 

 

 En cuanto a la naturaleza jurídica del arbitraje, el Licenciado Eduardo Pallares 

manifiesta que las doctrinas relativas al procedimiento arbitral se dividen en dos 

grupos: 



• La primera de ellas niega el carácter jurisdiccional del arbitraje, se expone 

como un  argumento en donde se acuerda someter a la decisión de un árbitro un 

determinado conflicto e implica que las partes renuncian al conocimiento y a la 

resolución de su controversia por la autoridad jurisdiccional; de tal modo que 

renuncian a una solución procesal, esto implica, entonces, que sustituyen el 

proceso jurisdiccional por una figura heterocompositiva que permite la solución de 

controversias mediante una decisión ajena a las propias partes, la cual proviene 

de un tercero imparcial que es el árbitro. También refiere que el árbitro no es una 

autoridad estatal, es decir, no es un funcionario del Estado, por lo cual, el árbitro 

no tiene atribuida una función estatal como lo es una función jurisdiccional, y, por 

ende, no actúa la ley, por lo que el árbitro no tiene jurisdicción, ni sus actos tienen 

imperium o valor imperativo de autoridad. Por otra parte, esta teoría infiere que las 

facultades del árbitro derivan de la voluntad de las partes, mientras la 

obligatoriedad de las decisiones del árbitro se fundan en el acuerdo en que las 

partes deciden someterse al mismo. 

 

• La segunda de las tesis reconoce al arbitraje con carácter jurisdiccional, 

sosteniendo que los árbitros ejercen una función pública, dicha función es posible 

porque la ley permite el arbitraje; por tanto, el laudo que dicta el árbitro puede 

considerarse como una verdadera sentencia jurisdiccional o como un acto de 

declaración de voluntad que es emitido por órganos privados; pero que asumen la 

función jurisdiccional, por lo que el arbitraje es una institución de carácter 



jurisdiccional y al árbitro se le debe considerar como juez.21 En tal sentido, “el 

arbitraje es visto ya no como un equivalente jurisdiccional, sino como un auténtico 

proceso jurisdiccional con la sola peculiaridad de que en él actúan árbitros 

nombrados por las partes por permitirlo así la ley”.22  

 

Otra teoría, respecto al arbitraje, es la llamada contractualista, la cual sostiene que 

el compromiso arbitral es un contrato privado, que produce efectos de derecho 

privado, y que si el laudo emitido por los árbitros es obligatorio, esto se debe al 

principio de obligatoriedad de los contratos; niega que los árbitros tengan 

jurisdicción y que el procedimiento seguido ante ellos sea un verdadero 

procedimiento, además sostiene que el laudo arbitral en sí no es más que un 

contrato que obliga a los árbitros a formular un proyecto de sentencia. 

 

Por lo tanto, consideramos que el árbitro tiene jurisdicción desde un principio y no 

hasta que su decisión sea aprobada; puesto que la homologación viene a ser un 

requisito formal posterior al laudo; ya que el juez no va a pronunciar uno nuevo, 

sino a ratificar el ya pronunciado.  

 

Del análisis de las doctrinas pronunciadas se concluye que estas sostienen: 

 

• El arbitraje es un verdadero juicio y el laudo una auténtica sentencia, pues, de 

ser el caso el juez únicamente lo ratificará. 

                                                 
21 Cfr. EDUARDO PALLARES, Derecho Procesal Civil, p. 583. 
22  M. ACOSTA ROMERO: op. cit. p. 603. 



• El compromiso arbitral y la aceptación del cargo de árbitro son la condición 

jurídica para que los árbitros gocen de la jurisdicción que la ley le atribuye.  

 

b) CONCEPTO DE ARBITRAJE 

 

El arbitraje proviene del latín arbitrus de arbitrar: arbitraje; ya que es un concepto 

tan añejo como el de la propia ciencia jurídica, se conoce desde tiempos de la 

antigua Roma y Grecia. El arbitraje se define como un medio o una técnica 

mediante la cual se tratan de resolver las controversias surgidas entre las partes a 

través de la voluntaria sumisión de las mismas, al fallo o laudo que debe rendir 

una tercera persona o comisión no investidas de autoridad jurisdiccional.23   

 

El tratadista Becerra Bautista, por su parte, precisa que la raíz etimológica del 

vocablo árbitro deriva del latín arbiter, entendiéndose por esta acepción: “el 

acogido, por honoríficas razones, por aquellos que tienen una controversia, para 

que la dirima, basado en la buena fe y en la equidad”.24

  

Podemos decir, entonces, que el arbitraje se presenta cuando dos o más sujetos 

acuerdan someter sus diferencias jurídicas a la decisión de un tercero llamado 

árbitro, comprometiéndose éste a solucionarlo mediante la celebración de un 

contrato o compromiso arbitral. 

 

                                                 
23 J. LUIS SIQUEIROS: op. cit. p. 180. 
24 JOSÉ BECERRA BAUTISTA, El Proceso Civil en México, p. 16. 



Acosta Romero considera  que  el  arbitraje  es  una  figura  heterocompositiva de  

solución de  litigios, es decir, un instrumento de composición de litigios 

caracterizado porque las  soluciones de  éstos  provienen  de un tercero ajeno a la 

relación sustancial.25  

De ahí que el arbitraje sea una institución jurídica que permita a los particulares 

que a ella recurren, dirimir su controversia a través de una resolución confiable 

fundada en la buena fe y en la equidad del árbitro. La buena fe viene a ser un 

requisito indispensable para el éxito del arbitraje, derivado esto de su origen 

inminentemente contractual.26

Juicio arbitral es aquel que se tramita ante jueces árbitros y no ante tribunales 

previamente establecidos por la ley. El arbitraje es una forma de resolver los 

conflictos, reemplazando a jueces públicos por jueces o árbitros seleccionados por 

las partes en conflicto. Por tanto, el juicio arbitral es un procedimiento sustitutivo 

de uno propiamente jurisdiccional, el cual arranca fundamentalmente con la 

aceptación de los árbitros, acto que se perfecciona con el vínculo compromisorio. 

 

Pallares, por su parte, dice que el juicio arbitral es el que se tramita ante personas 

que no son jueces del Estado o que siéndolo no actúan como tales, sino como 

particulares. En algunas legislaciones se permite a los funcionarios judiciales ser 

árbitros; pero al serlo no desempeñan una función del Estado, circunstancia ésta 

que explica la segunda parte de la definición.27

 

                                                 
25 M. ACOSTA ROMERO: op. cit. p. 600. 
26 Cfr. CIPRIANO GOMEZ LARA, Derecho Procesal Civil, p. 182. 
27 E. PALLARES: op. cit. p. 579. 



Podemos  decir, conforme a lo antes expuesto  que  el arbitraje es un sustituto de 

jurisdicción derivado de la voluntad de las partes y de su deseo de valerse de un 

árbitro confiable, con alto grado de especialización, independencia de criterio e 

imparcialidad en el juicio, que resuelva la controversia de la manera más justa y 

reservada, en el menor tiempo; esto implica, una renuncia al conocimiento del 

conflicto por la autoridad judicial. 

 

El juicio arbitral es aquel que se tramita por decisión de las partes ante árbitros y 

no ante los órganos jurisdiccionales; el cual, visto desde un punto de vista 

meramente estructural, constituye una relación jurídica triangular, en cuya cúspide 

se encuentra: 

• El árbitro, quien conoce del litigio, lo tramita y resuelve, según lo convenido por 

las partes y lo preceptuado por la ley. 

      Debajo del árbitro se encuentran: 

• Las partes, quienes ponen en conocimiento del árbitro su controversia, su 

deseo de someterse a su jurisdicción, basado en la confianza y la buena fe.28 

 

Algunas de las características del arbitraje son: 

1. Un proceso jurídico de carácter privado. 

2. Libre de formalismos jurídicos innecesarios. 

3. El árbitro es elegido por las partes. 

4. El sometimiento a la decisión del árbitro es libre para ambas partes. 

5. Y culmina con la resolución que adopta el nombre de laudo. 
                                                 
28 J. DE LA FUENTE RODRÍGUEZ: op. cit. p. 951. 



2.1. EL PROCEDIMIENTO ARBITRAL ANTE LA CONDUSEF. 

 

Podemos representar al arbitraje realizado por la CONDUSEF en la forma 

siguiente: 

ÁRBITRO (CONDUSEF) 

RECLAMANTE (USUARIO DEL SERVICIO FINANCIERO) 

 DEMANDADA (INSTITUCIÓN FINANCIERA) 

 

Para el caso de que no sea posible la conciliación, el artículo 68 de la Ley 

de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, en su fracción 

VII, menciona que la CONDUSEF invitará a las partes a que, 

voluntariamente y de común acuerdo, la designen árbitro o, bien a alguno 

de los árbitros que ésta les proponga, quedando a elección de las mismas 

que el juicio arbitral sea en amigable composición o en estricto derecho. El 

compromiso correspondiente se hará constar en acta que al efecto se 

levante ante la CONDUSEF.29  

Una vez que las partes hayan decidido someterse a juicio arbitral, sea en amigable 

composición o en estricto derecho, de común acuerdo podrán adherirse a las 

reglas del procedimiento establecidas por la CONDUSEF, total o parcialmente, 

mismas que fueron publicadas el 6 de julio del 2000 en el Diario Oficial de la 

Federación; las cuales establecen las bases a las que deben someterse las partes 

durante el arbitraje, la normatividad genérica, el compromiso arbitral, las funciones 

y las cualidades que deberán reunir los árbitros, el derecho aplicable, el 
                                                 
29 Art. 68 LPDUSF, México, 2000, p.37-39. 



procedimiento en sí, las características, la forma del laudo y los honorarios de los 

árbitros y los peritos. 

 

Los artículos 30 y 33 de las reglas del procedimiento a que se refiere el artículo 72 

Bis de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, 

establecen los requisitos que deberá contener tanto el escrito inicial de demanda 

como su contestación, respectivamente, mismos que a continuación se 

mencionan: 

 

DEMANDA 

 

• Nombre o denominación y domicilio del actor o, en su caso, de su 

representante o persona que promueva en su nombre. 

• Denominación de la institución financiera contra la que se presenta la 

demanda. 

• Las pretensiones del actor incluyendo, en su caso y en la medida de lo posible, 

la indicación de la suma reclamada. 

• Exposición de los hechos en que el actor funde su petición, narrándolos 

sucintamente con claridad y precisión. 

• Deberá anexar la documentación en que funde su acción, así como las 

pruebas documentales que puedan servir a su favor o, en su caso, ofrecerlas 

cuando se trate de pruebas distintas a las mencionadas. Ejemplos: 

 



 

 



 

 





 

 



 



 

 
CONTESTACIÓN A LA DEMANDA: 



 

• Denominación y domicilio de la institución financiera. 

• Nombre y domicilio del representante o persona que promueve en nombre de 

la institución financiera. 

• Las observaciones respecto de los hechos y actos que constituyen los 

antecedentes de las pretensiones del actor. 

• Las excepciones y defensas que correspondan a cada una de las pretensiones 

que el actor hubiere expresado en el escrito de demanda. 

• Anexar las pruebas documentales que puedan servir a su favor o, en su caso, 

ofrecerlas cuando se trate de pruebas distintas a las señaladas. 

La prueba documental se entenderá desahogada por su propia naturaleza. 

Ejemplo: 

 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



La Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros establece que 

para poder actuar como árbitro deberán reunirse los requisitos contenidos en su 

artículo 72 Ter:30

 

1. Ser ciudadano mexicano en pleno goce de sus derechos; 

2. Tener título y cédula profesional de Licenciado en Derecho o su equivalente; 

3. Contar por lo menos con tres años de práctica legal en asuntos financieros; 

4. Haber residido en el país durante el año inmediato anterior a su designación; 

5. Gozar de reconocida competencia y honorabilidad, y  

6. No ser accionista, consejero, comisario o ejercer cualquier tipo de empleo en 

alguna institución financiera.   

 

Para que la CONDUSEF pueda proponer al árbitro que conocerá de la 

controversia, será requisito indispensable que la práctica legal sea en el área que 

corresponda a la materia objeto de la reclamación presentada.  

 

Árbitro, en singular o plural, es la persona o personas encargadas de la 

conducción del procedimiento arbitral y emisión del laudo regulado en el 

compromiso arbitral; ya sea que se trate de un árbitro único, de un tribunal arbitral 

o de la CONDUSEF cuando actúe como tal. 

 

Las personas que acepten ser designados como árbitros se obligan a acatar el 

compromiso arbitral hasta el cabal cumplimiento de sus funciones. La CONDUSEF 
                                                 
30 Art. 72 LPDUSF, México, 2000, p.41. 



llevará un registro de árbitros diferenciado según las distintas especialidades de la 

materia financiera; solamente podrán fungir como árbitros las personas que se 

encuentren inscritas en ese registro. 

 

El árbitro, después de analizar y valorar las pruebas y alegatos aportados por las 

partes, emitirá un laudo con el cual se dará fin a la controversia planteada por el 

usuario. 

 

 Procedimiento arbitral en estricto derecho. 

 

Conocido como estricto iure y es el que se da cuando los árbitros se ven 

constreñidos a resolver la controversia atendiendo a las reglas del derecho 

positivo, ya sean sustantivas o adjetivas. Este tipo de arbitraje es el más recurrido 

en la actualidad porque trae mayor seguridad jurídica a las partes. El objetivo de 

este tipo de arbitraje es resolver la controversia planteada; pero siempre 

respetando la legalidad y los principios del derecho positivo, con ello, se asegura 

el respeto de las garantías individuales y el apego al debido proceso legal. 

 

Ahora bien, cuando los comparecientes manifiesten que su voluntad es someterse 

al arbitraje en estricto derecho, deberá levantarse un convenio en el cual se 

fundamente el procedimiento arbitral; en el mismo, las partes facultarán a la 

CONDUSEF a resolver la controversia planteada con estricto apego a las 

disposiciones legales aplicables y determinarán las formalidades, términos y 

plazos a que se debe sujetar el arbitraje, entendiéndose como compromiso arbitral 



al acuerdo por el que las partes deciden someter a arbitraje la resolución de la 

controversia planteada ante la CONDUSEF. 

 

Conforme a las reglas del procedimiento, el artículo 15 establece los requisitos 

que debe contener el compromiso arbitral: 

 

o Nombre o denominación del usuario reclamante. 

o Denominación y domicilio de la institución financiera. 

o Relación sucinta de los hechos que motivan al arbitraje. 

o Materia objeto del arbitraje. 

o Facultar a la CONDUSEF para resolver la controversia planteada con 

estricto apego a las disposiciones legales aplicables. 

o La decisión de que las partes optan por el procedimiento arbitral en estricto 

derecho. 

o Determinar de si la resolución de la controversia se dejará a la decisión de 

la Comisión, de un árbitro único o, bien, de un tribunal arbitral; para el caso 

de que las partes no convinieran el número de árbitros, la controversia será 

sometida a un árbitro único. 

o Domicilio donde se llevará a cabo el arbitraje. 

o Compromiso de las partes de acatar total o parcialmente las reglas, 

señalando, en su caso, aquellas que no serán aplicadas.  

o Fecha de celebración del compromiso arbitral. 

o Deberán establecerse las etapas, formalidades, términos y plazos a que se 

deberá sujetar el arbitraje, según a lo dispuesto en el artículo 75 de la Ley 



de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros que 

textualmente dice: 

 

El procedimiento arbitral de estricto derecho se sujetará como 

mínimo a los plazos y bases siguientes: 

 

I.- La demanda deberá presentarse dentro del plazo que voluntariamente hayan 
acordado las partes, el cual no podrá exceder de nueve días hábiles; a falta de acuerdo 
entre ellas, dentro de los seis días hábiles siguientes a la celebración del convenio, 
debiendo el actor acompañar al escrito la documentación en que se funde la acción y las 
pruebas que puedan servir a favor en el juicio o en su caso ofrecerlas; 
 
II.- La contestación a la demanda deberá presentarse dentro del plazo que 
voluntariamente hayan acordado las partes, el cual no podrá exceder de nueve días 
hábiles; a falta de acuerdo entre ellas, dentro de los seis días hábiles siguientes a la 
notificación de la misma, debiendo el demandado acompañar en dicho escrito la 
documentación en que se funden las excepciones y defensas correspondientes, así 
como las pruebas que puedan servir a su favor en el juicio o en su caso ofrecerlas; 
 
III.- Salvo convenio expreso de las partes, contestada la demanda o transcurrido el plazo 
para hacerlo, se dictará auto abriendo el juicio a un período de prueba de quince días 
hábiles, de los cuales los cinco primeros serán para ofrecer aquellas pruebas que 
tiendan a desvirtuar las ofrecidas por el demandado y los diez restantes para el 
desahogo de todas las pruebas. Cuando a juicio del árbitro y atendiendo a la naturaleza  
de las pruebas resulte insuficiente el mencionado plazo, éste podrá ser ampliado por una 
sola vez. Concluido el plazo o la prórroga otorgada por el árbitro, sólo les serán 
admitidas las pruebas supervenientes, conforme a lo previsto por el Código de 
Comercio; 
Se tendrán además como pruebas todas las constancias que integren el expediente, 
aunque no hayan sido ofrecidas por las partes; 
 
IV.- Los exhortos y oficios se entregarán a la parte que haya ofrecido la prueba 
correspondiente, para que los haga llegar a su destino, para lo cual tendrá la carga de 
gestionar su diligenciación con la debida prontitud. 
En este caso cuando a juicio del árbitro no se desahoguen las pruebas por causas 
imputables al oferente, se le tendrá por desistido del derecho que se pretende ejercer; 
 
V.- Ocho días comunes a las partes para formular alegatos; 
 
VI.- Una vez concluidos los términos fijados, sin necesidad de que se acuse rebeldía, el 
procedimiento seguirá su curso y se tendrá por perdido el derecho que debió ejercitarse, 
salvo el caso de que no se presente la demanda, supuesto en el que se dejarán a salvo 
los derechos del reclamante; 
 
VII.- Los términos serán improrrogables, se computarán en días hábiles y, en todo caso, 
empezarán a contarse a partir del día siguiente a aquél en que surtan efectos las 
notificaciones respectivas; 



VIII.- Se aplicará supletoriamente el Código de Comercio, a excepción del artículo 1235 y 
a falta de disposición en dicho Código, se aplicarán las disposiciones del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, a excepción del artículo 617, y 
 
IX.- En caso de que no exista promoción de las partes por un lapso de más de sesenta 
días, contados a partir de la notificación de la última actuación, operará la caducidad de 
la instancia.31

 

El citado convenio es necesario e imprescindible para que la CONDUSEF actúe, 

pues en él se establecen los lineamientos a que deberá sujetarse esa Comisión. 

 

Laudo es : la decisión definitiva dictada por el árbitro para resolver el conflicto 

sometido al arbitraje. Esta resolución es equivalente a la sentencia que se 

pronuncia durante un proceso jurisdiccional. El laudo deberá ser firmado por el 

funcionario de la CONDUSEF autorizado para hacerlo de conformidad con las 

disposiciones legales, reglamentarias y acuerdos delegatorios respectivos. 

  

El acto final que practicará la CONDUSEF es, justamente, cumplir el objetivo que 

las partes tuvieron, es decir, dictar un laudo arbitral, éste debe contener todas las 

cuestiones propuestas por las partes a examen y resolución. Los límites de la 

justicia arbitral están enmarcados en el compromiso arbitral (convenio). La 

notificación del laudo tendrá que hacerse personalmente o por correo certificado 

con acuse de recibo; si es personal, se citará a las partes a una audiencia en 

donde el árbitro dará a conocer el laudo. Para el cumplimiento del laudo que  

condene a la Institución, la CONDUSEF le fijará un plazo de quince días hábiles 

contado a partir de la notificación; si la  Institución Financiera no cumple en el 

                                                 
31 Art. 75 LPDUSF, México, 2000, p.42-43. 



tiempo señalado, la CONDUSEF enviará el expediente al Juez competente para 

su ejecución. 

 

En consecuencia, corresponde a la CONDUSEF adoptar todas las medidas 

necesarias para el cumplimiento de los laudos dictados por ella misma, así como 

de aquéllos emitidos por los árbitros propuestos por la CONDUSEF. 

  

Laudo, en estricto derecho, se deriva del juicio arbitral, con la característica 

primordial de que se efectúa conforme a la ley, es decir, que el árbitro para dictar 

su resolución se sujeta a las normas de derecho, esto es, existe un sometimiento 

a las reglas impuestas por el régimen o sistema jurídico.32

 

 Procedimiento arbitral en amigable composición. 

 

El Diccionario Jurídico Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas 

establece que la voz amigable procede del latín amicabilis, que es lo amistoso, 

propio de amigos. Es por tanto, ésta una forma de solucionar conflictos de 

intereses entre las partes por obra de terceros, sin sujetar sus procedimientos a 

normas de derecho preestablecidas y sin apegarse para la decisión más que a la 

equidad y la buena fe.33  

 

 

                                                 
32 J. DE LA FUENTE RODRÍGUEZ: op. cit. 956, 957. 
33 INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURÍDICAS, Diccionario Jurídico Mexicano, p.150. 



En esta modalidad del juicio arbitral se fijan las cuestiones que deben ser objeto 

de arbitraje, la CONDUSEF tiene libertad de resolver el conflicto en conciencia a 

verdad sabida y buena fe guardada, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 73 

del la Ley de la materia. Entendamos por conciencia y buena fe a “la obligación de 

conducirse honrada y concienzudamente en la formación y ejecución del negocio 

jurídico sin atenerse necesariamente a la letra del mismo”.34 En consecuencia, se 

entiende que el árbitro puede dictar el laudo según las reglas de equidad y justicia.  

 

El compromiso arbitral en amigable composición debe fijarse de común acuerdo y 

previa opinión de la CONDUSEF; deberá contener los requisitos referidos 

anteriormente para el procedimiento arbitral en estricto derecho, con la única 

diferencia que en éste se hará constar que las partes optan por este tipo de 

procedimiento y que el árbitro tendrá facultades para decidir, sin necesidad de 

justificar sus puntos resolutivos, es decir, en equidad y como amigable 

componedor. Las reglas del procedimiento, en este tipo de arbitraje, serán 

aquellas que las partes hayan decidido, o bien, aquellas que hayan elaborado para 

tales efectos. 

  

El laudo arbitral en amigable composición y la ejecución del mismo siguen las 

mismas  reglas  señaladas para  el  caso del arbitraje, en estricto Derecho, sólo 

que en  el laudo no es necesario justificar sus considerandos y el árbitro sólo 

deberá cuidar que su resolución sea apegada a los principios de justicia o 

                                                 
34 Ibíd. p. 362. 



equidad, por lo que se resolverá en conciencia, verdad sabida y buena fe 

guardada.  

 

Laudo, en amigable composición; proviene del procedimiento arbitral; sin 

embargo, aquí el árbitro tiene libre albedrío para dirimir el conflicto, es 

decir, podrá resolver el asunto conforme a su conciencia, buena fe y 

justicia, no dando lugar al sometimiento del derecho positivo mexicano, 

sino que se da solución al litigio confiando en el buen criterio del árbitro 

que lo conozca. 

 

Como podemos observar, los procedimientos antes mencionados son los más 

importantes de la Comisión Nacional para la Protección y Defensa al Usuario de 

Servicios Financieros; ya que de estos se derivan otros más que analizaremos a 

continuación, ya que son parte importante de los procedimientos que se ventilan 

ante el Organismo antes citado. Dentro de ellos encontramos el Procedimiento 

previsto en el Título Séptimo Capitulo II de la Ley en comento35, mismo que es 

precisamente el tema medular de nuestra Investigación. 

 

3. EMISIÓN DE DICTAMEN TÉCNICO. 

 

Otro de los procedimientos importantes para el usuario es la Emisión del Dictamen 

Técnico previsto en el artículo 68 fracción VII párrafo segundo de la Ley de 

Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros. Este proceso tiene lugar 
                                                 
35 LPDUSF, México, 2000. 



una vez que las partes culminaron el procedimiento conciliatorio a que se refiere el 

Título Quinto Capitulo I de la Ley antes citada. 

 

El dictamen en comento consiste en una opinión que emite la autoridad con 

respecto a la procedencia de la reclamación, misma que se va a dar siempre y 

cuando exista una solicitud por escrito del usuario y que dentro del caso concreto 

se desprendan elementos que a juicio de la Comisión Nacional permitan suponer 

la procedencia de lo reclamado; para emitir dicho Dictamen la autoridad podrá 

allegarse de todos los elementos que juzgue necesarios. La Comisión entregará al 

reclamante copia certificada del dictamen técnico, una vez que se haya cubierto el 

costo del mismo, a efecto de que lo pueda hacer valer ante los Tribunales 

competentes y sea tomado en cuenta en el procedimiento respectivo. Como 

podemos observar, este proceso tiene mucha relevancia para el usuario, ya que 

en caso de no llegar a una conciliación con el usuario podrá ofrecer, como prueba, 

la opinión que emita la autoridad financiera; como se dijo anteriormente y en 

muchos de los casos ha prestado ayuda al juzgador para resolver  la controversia 

planteada.36

    

4. PROCEDIMIENTO SANCIONADOR. 

 

El Procedimiento sancionador se encuentra previsto en el Título Séptimo Capítulo 

I De las Sanciones; este apartado de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de 

                                                 
36 Art. 68 LPDUSF, México, 2000, p.37-39 



Servicios Financieros, se refiere a la sanciones a las que se harán acreedoras las 

Instituciones Financieras en caso de cometer una infracción a la Ley en comento. 

 

El Procedimiento tiene inicio una vez que este Organismo, con fundamento en el 

artículo 96 de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, 

emplaza a la Institución de la que se trate a multa, esto es, emite un oficio en el 

que le otorga a dicha Institución un plazo para desvirtuar la infracción en la que 

incurrió; ya que dicho precepto legal prevé, precisamente, la garantía de 

audiencia. Una vez que se otorgó dicha garantía la autoridad procederá a estudiar 

todas y cada una de las peculiaridades del caso concreto como lo son:  

 Las condiciones económicas de la Institución Financiera. 

 La gravedad de la falta. 

 Así como la necesidad de evitar reincidencias y prácticas tendientes a 

contravenir las disposiciones contenidas en la Ley de la materia. 

Una vez analizadas minuciosamente las actuaciones del caso concreto esta 

Comisión procederá a determinar si la Institución Financiera se hizo acreedora o 

no a la sanción, en caso de que la autoridad determine procedente la multa, ésta 

tendrá que ser pagada dentro de los quince días hábiles siguientes a su 

notificación.37   

 

5. PROCEDIMIENTO DEL RECURSO DE REVISIÓN. 

Este procedimiento es el más importante para efecto de nuestra investigación;  ya 

que es aquí donde radica la problemática que originó el presente trabajo de 
                                                 
37 Art. 96 LPDUSF, México, 2000, p.49. 



investigación, por lo cual procederemos a conocer en forma somera en qué 

consiste el mismo, ya que entraremos a un estudio más profundo en el siguiente 

capítulo, y cómo se encuentra regulado en la Ley de Protección y Defensa al 

Usuario de Servicios Financieros. 

 

El Recurso de Revisión, es el instrumento con el que cuentan las partes para 

impugnar los actos emitidos por esta Comisión Nacional, cuando éstas 

consideren que existe una ilegalidad manifiesta, situación que se hará valer 

por escrito, y donde el recurrente expresará los agravios que le cause la 

resolución o sentencia recurrida. La finalidad primordial es determinar si el 

acto emitido por la autoridad correspondiente fue dictado conforme a 

derecho o no. Ejemplo: 

 



 



 



 



 
 

Como podemos observar en el documento antes citado, se aprecia en 

forma clara una de las muchas formas en las que las Instituciones 

Financieras hacen valer el medio de impugnación antes señalado, y 

podemos apreciar que la recurrente expresa los agravios que a su 

consideración le ocasiona el acto impugnado, señalando las razones por 

las cuales supone que el acto fue emitido en forma ilegal y por eso solicita 

sea dejado sin efectos. 

 

Una vez que observamos un formato de Recurso de Revisión presentado 

por una Institución Financiera, procederemos a ejemplificar un escrito en 

donde es ahora el usuario el que hace valer el medio de defensa que prevé 

la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros. 

Ejemplo:  



 



 



 
 



MARCO LEGAL 

 

El Recurso de Revisión se encuentra regulado por la Ley de Protección y Defensa 

al Usuario de Servicios Financieros, en su Capitulo II del Título Séptimo 

denominado “De las Sanciones y del Recurso Administrativo” artículo 99 al 106 del 

ordenamiento legal antes señalado que a la letra disponen: 

Capítulo II 
De la substanciación del recurso 
 
Artículo 99.- Procede el recurso de revisión contra aquellas resoluciones  dictadas 
fuera del procedimiento arbitral  que pongan fin a un procedimiento, o bien, cuando a 
través de las mismas se imponga una sanción. 
 
 
Artículo 100.- El recurso de revisión se interpondrá dentro del plazo de quince días 
hábiles contados a partir del día siguiente a aquél en que surta efectos la notificación 
de la resolución recurrida. Se presentará ante la autoridad que dictó la resolución 
correspondiente y será resuelto por el Presidente o por el área de la Comisión 
Nacional que éste determine. 
 
Artículo 101.- La interposición del recurso de revisión suspenderá la resolución 
impugnada. La suspensión sólo se otorgará si concurren los siguientes requisitos: 
 

I. Que la solicite el recurrente; 
  
II. Que el recurso haya sido admitido; 
  
III. Que de otorgarse no implique la continuación de actos u 
omisiones que ocasionen infracciones a esta Ley; 
  
IV. Que no afecten intereses de terceros en términos de esta Ley, 
salvo que se garanticen éstos en el monto que fije la Comisión 
Nacional, y 
  
V. Que se acompañe el documento que acredite el otorgamiento de 
una garantía por el monto equivalente a lo reclamado. 

  
Artículo 102.- En el escrito en que la parte afectada interponga el recurso, deberán 
expresarse el acto impugnado y los agravios que el mismo cause, y se acompañarán u 
ofrecerán, según corresponda, las pruebas que al efecto se consideren convenientes. 
  
Artículo 103.- Si se ofrecen pruebas que ameriten desahogo, se concederá al 
interesado un plazo no menor de cinco días hábiles ni mayor de diez para tal efecto. 
La autoridad podrá allegarse los elementos de convicción que considere necesarios. 
Concluido el periodo probatorio, la autoridad resolverá dentro de los cinco días hábiles 
siguientes. 
  
Artículo 104.- Cuando no se señale el acto impugnado o no se expresen agravios, la 



autoridad competente desechará por improcedente el recurso interpuesto. Si se 
omitieran las pruebas, se tendrán por no ofrecidas. La resolución del recurso de 
revisión podrá desechar, confirmar, mandar reponer por uno nuevo que lo sustituya o 
revocar el acto impugnado, y deberá ser emitida en un plazo no superior a los treinta 
días hábiles. 
  
Artículo 105.- En el caso de que se confirme la resolución recurrida, la multa impuesta 
se actualizará de conformidad con lo previsto por el Código citado en el artículo 96. 
Las multas impuestas no se actualizarán por fracciones de mes. 
  
Artículo 106.- Contra la resolución emitida para resolver el recurso de revisión no 
procederá otro.38

 

Lo anteriormente expone claramente, que la legislación citada presenta una 

problemática muy clara y precisa, misma que surge al momento de que 

alguna de las partes presente algún medio de impugnación (recurso de 

revisión), en virtud de que los preceptos legales aludidos en la Ley de 

Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros no prevén cuál es 

la legislación aplicable en el caso concreto en cuanto a supletoriedad se 

refiere, situación que ocasiona una incertidumbre en cuanto a la 

substanciación y resolución del medio de impugnación en comento por las 

siguientes consideraciones: 

• No prevé, entre otras cosas, bajo qué términos se van a admitir o 

desechar las pruebas ofrecidas por las partes.  

• No establece el término que las partes tienen para desahogar la vista 

del Recurso de Revisión, en caso de que la autoridad determine que 

es necesario las manifestaciones de ambas partes para emitir la 

resolución correspondiente. 

                                                 
38 Artículos 99-105, LPDUSF, México, 2000, p. 50-51.  



• En muchas ocasiones para que la autoridad desvirtué los agravios 

esgrimidos por la parte recurrente es necesario invocar otros 

ordenamientos legales. 

Por tanto, es primordial saber con certeza cuál es la legislación que se 

aplicará en forma supletoria, en el procedimiento antes citado, máxime 

cuando el recurso aludido es el que va a regular que los actos emitidos 

por este Organismo sean apegados a Derecho; por lo que es necesario 

que esta Comisión Nacional cuente con los elementos suficientes, para 

que se encuentre garantizada la eficacia del órgano en comento y de 

esta forma brinde seguridad jurídica; por lo que la presente 

investigación pretende dar solución a la problemática antes señalada, 

situación en la que en el próximo capítulo ahondaremos tanto en el 

Recurso de Revisión como en la posible solución a la laguna que se 

presenta en la legislación que regula a la Comisión Nacional para la 

Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros en 

cuanto a la substanciación y resolución del Recurso de Revisión en 

comento. 

 

 

 



CAPÍTULO IV 

EL CÓDIGO DE COMERCIO COMO LEGISLACIÓN SUPLETORIA DE 
LA LEY DE PROTECCIÓN Y DEFENSA AL USUARIO DE SERVICIOS 
FINANCIEROS EN LA SUBSTANCIACIÓN Y RESOLUCIÓN DEL 
RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN SU ARTÍCULO 99. 
  
Para comprender mejor el Recurso Administrativo analizado es 

necesario observar más de cerca, cuál es su objeto y su naturaleza 

jurídica; lo anterior con la finalidad de ampliar el panorama de la figura 

jurídica sobre la que versa nuestra investigación y de esta forma darnos 

cuenta de la importancia que la misma tiene dentro de nuestro Derecho 

Mexicano vigente. 

 
1. CONCEPTO DE RECURSO ADMINISTRATIVO 
 
Algunos autores definen al Recurso Administrativo de la siguiente forma: 

 

• Héctor Jorge Escola dice: es una actividad de control correctivo que se 

promueve a instancia de parte interesada contra un acto administrativo.1  

 

• Emilio Margain Manatou: es todo medio de defensa al alcance de los 

particulares para impugnar, ante la administración pública, los actos y 

resoluciones por ella dictados en perjuicio de los propios particulares, por 

                                                 
1 HECTOR JORGE ESCOLA: Recurso administrativo; citado por Gonzalo Armienta: Tratado Teórico Práctico  
de los Recursos Administrativos, p.57 



violación al ordenamiento aplicado o falta de aplicación de la disposición 

debida.”2 

Otro concepto más preciso sería el siguiente:  

 

El Recurso Administrativo es un procedimiento legal de que dispone el particular, 
que ha sido afectado en sus derechos jurídicamente tutelados por un acto 
administrativo determinado con el fin de obtener de la autoridad administrativa una 
revisión del propio acto que emitió, a fin de que dicha autoridad lo revoque, lo anule 
o lo reforme en caso de que ella encuentre demostrada la ilegalidad del mismo a 
partir de los agravios esgrimidos por el mismo. 3  

 

De lo anterior podemos concluir que el Recurso Administrativo es un instrumento a 

través del cual las partes pueden hacer valer sus inconformidades con respecto a 

los actos que emitan las autoridades administrativas y que a su consideración se 

encuentre emitidos en forma ilegal.  

 

• NATURALEZA Y OBJETO.  

 
Como podemos observar la finalidad fundamental del Recurso Administrativo, 

como ya se dijo anteriormente, es corregir los actos de la autoridad administrativa 

que el particular considera contrarios a Derecho; consecuentemente, la 

impugnación se dirige a obtener nuevamente una revisión, con el objeto de que el 

mismo órgano emisor u otro de superior jerarquía los anule o los reforme, si se 

encuentra comprobada la ilegalidad de los mismos. De lo expuesto anteriormente, 

podemos señalar que el Recurso en comento tiene dos objetos primordiales: 

  

                                                 
2 EMILIO MARGAIN MANATOU: Recurso administrativo; citado por Gonzalo Armienta: Tratado Teórico 
Práctico  de los Recursos Administrativos, p.57 
3 ALBERTO C. SÁNCHEZ PICHARDO, Los Medios de Impugnación en Materia Administrativa, p.99. 



• Es una forma de controlar la actividad administrativa. 

• Es una forma de autolimitación de las atribuciones discrecionales, ya que la 

autoridad al emitir una resolución sabe de antemano que si no ejerce sus 

facultades conforme a derecho el particular tiene el derecho de impugnar el 

acto.  

 
• ELEMENTOS DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS.  

 
Los elementos de los Recursos Administrativos pueden clasificarse en esenciales 

y secundarios mismos que se definen de la siguiente forma: 

 

Esenciales: Son aquellos que determinan la existencia del recurso y que 

necesariamente deben cumplirse para la procedencia del mismos, los cuales son 

los siguientes: 

 Que el Recurso este contemplado en una Ley. 

 Que exista un acto administrativo previo que sirva de 

causa y antecedente del recurso. 

 Que exista una autoridad administrativa que deba 

tramitarlo y resolverlo. 

 Que afecte un derecho al recurrente. 

 Que exista una obligación de la autoridad de dictar una 

resolución. 

Secundarios: No es necesario que se cumplan para que el recurso sea 

procedente. 



Una vez que tenemos un panorama más amplio del Recurso Administrativo, en el 

siguiente punto conoceremos que éste se encuentra previsto en diversos 

ordenamientos legales. 

 

1.2 DENOMINACIÓN DEL RECURSO ADMINISTRATIVO EN OTRAS 
INSTANCIAS. 
 

El Recurso Administrativo no es una figura legal exclusiva de la Ley de Protección 

y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, sino se encuentra previsto en 

varias disposiciones legales en las cuales recibe diversas denominaciones como:  

• Ley Federal del Procedimiento Administrativo, (Recurso de Revisión). 

• Código Comercio, ( Recurso de Revocación). 

• Ley de Coordinación Fiscal, (Recurso de Inconformidad). 

• Ley del Seguro Social, (Recurso de Inconformidad). 

• Ley Federal de Protección al Consumidor, (Recurso de Revisión). 

• Ley del Banco de México, (Recurso de Reconsideración).  

• Ley de Fomento y Protección de la Propiedad Industrial, (Recurso de 

Reconsideración). 

• Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, (Recurso de 

Revocación). 

 

De lo descrito anteriormente resulta incuestionable que el campo de acción del 

Recurso Administrativo es muy amplio, por lo que nos sería imposible estudiar 

todas y cada una de las modalidades de éste en los diversos ordenamientos 



legales, por lo que nosotros únicamente nos enfocaremos al Recurso de Revisión 

previsto en la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros y a 

la solución de la problemática planteada en el capítulo anterior.  

 
1.3 EL RECURSO DE REVISIÓN ANTE LA CONDUSEF. 
 
El Recurso de Revisión previsto en la Ley de Protección y Defensa al Usuario de 

Servicios Financieros, tiene una gran importancia dentro de los Procedimientos 

previstos en la Ley en comento, toda vez que va a ser precisamente éste el que, 

de alguna forma, va a regular que los actos que emita la Comisión Nacional para 

la Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros sean en todo 

momento apegados a Derecho y de esta forma proporcionar a los usuarios 

confianza y credibilidad en la Institución, por lo que dado de la importancia del 

mismo, es que dicha figura jurídica fue motivo de nuestra investigación. 

Como ya lo indicamos anteriormente, el Recurso de Revisión se encuentra 

regulado por la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, 

en su Capitulo II del Título Séptimo denominado “De las Sanciones y del Recurso 

Administrativo” artículos 99 al 106 del ordenamiento legal antes señalado que a la 

letra disponen: 

 

Capítulo II 
 

De la substanciación del recurso 
 
 
Artículo 99.- Procede el recurso de revisión contra aquellas resoluciones  dictadas 
fuera del procedimiento arbitral  que pongan fin a un procedimiento, o bien, cuando a 
través de las mismas se imponga una sanción. 
 
 
Artículo 100.- El recurso de revisión se interpondrá dentro del plazo de quince días 



hábiles contados a partir del día siguiente a aquél en que surta efectos la notificación 
de la resolución recurrida. Se presentará ante la autoridad que dictó la resolución 
correspondiente y será resuelto por el Presidente o por el área de la Comisión 
Nacional que éste determine. 
 
 
Artículo 101.- La interposición del recurso de revisión suspenderá la resolución 
impugnada. La suspensión sólo se otorgará si concurren los siguientes requisitos: 
 
 

I. Que la solicite el recurrente; 
  
II. Que el recurso haya sido admitido; 
  
III. Que de otorgarse no implique la continuación de actos u 
omisiones que ocasionen infracciones a esta Ley; 
  
IV. Que no afecten intereses de terceros en términos de esta Ley, 
salvo que se garanticen éstos en el monto que fije la Comisión 
Nacional, y 
  
V. Que se acompañe el documento que acredite el otorgamiento de 
una garantía por el monto equivalente a lo reclamado. 

  
Artículo 102.- En el escrito en que la parte afectada interponga el recurso, deberán 
expresarse el acto impugnado y los agravios que el mismo cause, y se acompañarán u 
ofrecerán, según corresponda, las pruebas que al efecto se consideren convenientes. 
  
 
Artículo 103.- Si se ofrecen pruebas que ameriten desahogo, se concederá al 
interesado un plazo no menor de cinco días hábiles ni mayor de diez para tal efecto. 
La autoridad podrá allegarse los elementos de convicción que considere necesarios. 
Concluido el periodo probatorio, la autoridad resolverá dentro de los cinco días hábiles 
siguientes. 
  
 
Artículo 104.- Cuando no se señale el acto impugnado o no se expresen agravios, la 
autoridad competente desechará por improcedente el recurso interpuesto. Si se 
omitieran las pruebas, se tendrán por no ofrecidas. La resolución del recurso de 
revisión podrá desechar, confirmar, mandar reponer por uno nuevo que lo sustituya o 
revocar el acto impugnado, y deberá ser emitida en un plazo no superior a los treinta 
días hábiles. 
  
 
Artículo 105.- En el caso de que se confirme la resolución recurrida, la multa impuesta 
se actualizará de conformidad con lo previsto por el Código citado en el artículo 96. 
Las multas impuestas no se actualizarán por fracciones de mes. 
  
 
Artículo 106.- Contra la resolución emitida para resolver el recurso de revisión no 
procederá otro.4

 
 

                                                 
4 Art. 99-105, LPDUSF, México, 2000, p. 50-51.  



En resumen podemos decir que los preceptos legales anteriores prevén lo 

siguiente: 

• Término y Requisitos: 

  Se interpondrá dentro del plazo de quince días hábiles contados a 

partir del día siguiente a aquel en que surta efectos la notificación de 

la resolución recurrida. 

 Se presentará ante la autoridad que dictó la resolución 

correspondiente. 

 En el escrito, en que la parte afectada interponga el recurso, deberá 

de expresarse el acto impugnado y los agravios que el mismo cause. 

  Al escrito antes citado se acompañaran u ofrecerán, según 

corresponda, las pruebas que al efecto se consideren convenientes. 

Una vez que conocemos el marco legal del recurso de revisión pasaremos a 

estudiar cuáles son los actos emitidos por esta Comisión Nacional que son materia 

del mismo. 

 

1.4 ACTOS QUE SON MATERIA DEL RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN 

EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY DE PROTECCIÓN Y DEFENSA AL USUARIO DE 

SERVICIOS FINANCIEROS. 

 

En este punto es necesario hacer una aclaración, a efecto de que no exista 

ninguna confusión al momento de observar las reformas que sufrió la Ley de 

Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros con respecto al 

multicitado Recurso de Revisión previsto en el artículo 99 de la Ley de la materia. 



Antes de las Reformas. 

Texto Vigente antes de las Reformas: “ Artículo 99.- En contra de las resoluciones 

de la Comisión Nacional dictadas fuera del procedimiento arbitral, con fundamento 

en las disposiciones de esta Ley, se podrá interponer por escrito recurso de 

revisión.”. 

Del texto del precepto legal antes citado se interpreta que el Recurso de Revisión 

procede en contra de cualquier resolución emitida fuera del procedimiento arbitral, 

es decir : 

• En contra de citatorio a audiencia de conciliación. 

• En contra de acuerdos de audiencias. 

• En contra de acuerdos administrativos. 

• En contra de multas. 

Situación que cambia con las reformas publicadas el 12 de mayo de 2005, y el 

texto en comento queda de la siguiente forma:  

“Artículo 99 .- Procede el recurso de revisión contra aquellas resoluciones 

dictadas fuera del procedimiento arbitral que pongan fin a un procedimiento, 

o bien, cuando a través de las mismas se imponga una sanción.”. 

En estos términos el Recurso de Revisión solamente procede en los siguientes 

casos: 

• ACTOS QUE PONEN FIN A UN PROCEDIMIENTO 

 Cuando se trate de una resolución que declare improcedente 

una reclamación. 



 La resolución que tenga por desistido al usuario por inasistencia 

a la audiencia de conciliación. 

 El acuerdo que declare agotado el procedimiento conciliatorio y 

deje a salvo los derechos. 

 La orden del registro del pasivo contingente o la constitución de 

la reserva técnica específica para obligaciones pendientes de 

cumplir, según sea el caso. 

 La determinación de no ordenar el registro del pasivo 

contingente o la constitución de la reserva técnica específica 

para obligaciones pendientes de cumplir. 

 Dictamen técnico, así como la negativa del mismo por falta de 

elementos. 

 Multas. 

ACTOS QUE NO PONEN FIN A UN PROCEDIMIENTO. 

En contra de estos actos no procede el Recurso de Revisión, siendo estos los 

que a continuación se describen:  

 Oficios Citatorios. 

 Acuerdos de Audiencia. 

 Emplazamiento a multa. 

 Requerimiento de información a efecto de emitir el Dictamen 

Técnico. 



Hasta aquí se entiende perfectamente contra qué actos procede el Recurso 

aludido, siendo clara la intención del legislador; sin embargo, al momento de 

publicar la reforma propuesta por el Senador David Jiménez surge un error 

Técnico quedando el Texto del precepto legal aludido conforme a la 

publicación del 7 de julio de 2005 de la siguiente forma: 

Artículo 99.- Procede el recurso de revisión contra aquellos actos o resoluciones 
que pongan fin a un procedimiento o bien, cuando a través del mismo se imponga 
una sanción. 
 
En contra de las resoluciones de la Comisión Nacional dictadas fuera del 
procedimiento arbitral, con fundamento en las disposiciones de esta Ley, se podrá 
interponer por escrito recurso de revisión. 
 
La interposición del recurso de revisión será optativo para el interesado antes de 
acudir al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.5  
 
 

En esta tesitura existe una contradicción en el texto entre el primer y segundo 

párrafo, ya que el texto correcto con las dos reformas sería el que a 

continuación se transcribe: 

“Artículo 99.- Procede el recurso de revisión contra aquellos actos o 

resoluciones que pongan fin a un procedimiento, o bien cuando a través del 

mismo se imponga una sanción. 

 

La interposición del recurso de revisión será optativo para el interesado antes 

de acudir al Tribunal de Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.” 

 

Sin embargo, el error técnico antes citado no perjudica en nada a nuestra 

investigación, en virtud de que la misma versa sobre la substanciación y 

resolución de medio de impugnación en comento; así como la problemática 
                                                 
5 Art. 99 LPDUSF, México,2005. 



que enfrenta al no preverse dentro del Título Séptimo Capítulo II de la Ley de 

Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, la supletoridad a la 

que se deberá de remitir en cuanto a lo no previsto en la Ley de la materia, 

situación que es, precisamente, a la que se trata de dar solución en el presente 

trabajo de investigación, no obstante ello, es conveniente hacer la aclaración 

antes señalada con la única finalidad de no incurrir en alguna confusión. 

 

Una vez que ya conocimos los actos que son materia del Recurso de Revisión, 

el siguiente punto de nuestra investigación es señalar el por qué la solución a 

la problemática que antecede, de acuerdo a nuestro punto de vista a la 

substanciación y resolución del Recurso de Revisión previsto en el artículo 99 

de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, no es la 

aplicación de la Ley Federal del Procedimiento Administrativo y en cambio si lo 

es el Código de Comercio.  

 

2. MOTIVOS POR LOS CUALES  LA PROBLEMÁTICA PLANTEADA EN LA 
PRESENTE INVESTIGACIÓN NO SE DEBE DE APLICAR LA LEY FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 
 

En este punto señalaremos las razones por las cuáles a nuestra consideración, 

en relación a la substanciación y resolución del Recurso de Revisión previsto 

en el artículo 99 de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios 

Financieros, en cuanto a lo no previsto en la Ley aludida, no se debe de aplicar 

la Ley Federal del Procedimiento Administrativo en forma supletoria:  



 

A efecto de remontar el origen de La Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo haremos alusión sólo a algunos antecedentes de la misma, con 

la única finalidad de un mejor entendimiento, la Ley antes citada se publicó en 

el Diario Oficial de la Federación el cuatro de agosto de mil novecientos 

noventa y cuatro, misma que tuvo vigencia hasta el primero de junio de mil 

novecientos noventa y cinco, conforme a su artículo Primero Transitorio, en la 

exposición de motivos de la Iniciativa de Ley antes citada, que se presentó 

ante la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión y en donde, se propuso 

que fuera aplicable a toda la Administración Pública Federal, tanto centralizada 

como descentralizada, excluyendo de su aplicación al Banco de México, 

Procuraduría General de la República, Comisión Nacional de Derechos 

Humanos, Procuraduría Agraria, Procuraduría Federal del Consumidor, 

Instituto Federal Electoral, Fideicomisos públicos y Asociaciones y Sociedades 

asimiladas a éstas; así como a la materia fiscal, de responsabilidad de 

servidores públicos y de competencia económica. Lo anterior, en razón de las 

funciones que se les tienen encomendadas por la propia Constitución Federal, 

quedan encuadradas más en el ámbito de las relaciones jurídico–privadas, de 

carácter civil o mercantil y no en actividades netamente administrativas. En el 

dictamen de origen formulado por la Cámara de Diputados, el veintiocho de 

junio de mil novecientos noventa y cuatro, por una parte se consideró 

conveniente que se excluyera de la aplicación de la Ley a los organismos 

descentralizados, por tener perfectamente definida su competencia en las 

leyes orgánicas respectivas; sugiriéndose modificar la iniciativa y, por otra, se 



proponía en el artículo 1° que la Ley fuera aplicable a toda la Administración 

Pública Federal, modificación que fue aceptada por la colegisladora en 

dictamen de catorce de julio de mil novecientos noventa y cuatro; por lo que en 

el año dos mil, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación 

el diecinueve de abril de dos mil, que entro en vigor al mes siguiente de su 

publicación, en términos de su artículo Primero Transitorio, el ámbito de 

aplicación de la Ley abarcó también a los organismos descentralizados de la 

Administración Pública Federal Paraestatal únicamente respecto de sus actos 

de autoridad, a los servicios que el Estado prestara de manera exclusiva y a 

los contratos que los particulares sólo pudieran celebrar con el mismo. 

 

Sin embargo, por otra parte en la exposición de motivos a la que se hizo 

referencia en párrafos anteriores, se planteó la necesidad de contar con un 

ordenamiento legal que previera un procedimiento para regular la actuación de 

la Administración Pública Federal mediante principios aplicables a todos los 

órganos que la integraran, en el marco de un procedimiento general “tipo”, a fin 

de asegurar un mínimo de unidad de principios y lograr, de este modo, la 

justicia administrativa que en ese momento se había visto menguada por la 

anarquía  legislativa que prevalecía en el ámbito legislativo, esencialmente, por 

la pluralidad de procedimientos establecidos en las diversas leyes, en varias 

ocasiones contradictorios provocando con ello inseguridad jurídica en los 

gobernados; por lo que de lo hasta aquí expuesto podemos apreciar que el fin 

primordial para la cual fue creada la Ley Federal del Procedimiento 

Administrativo fue para crear una uniformidad en materia administrativa, 



situación que no quedó muy clara y que se observa de los cambios que sufrió 

el citado artículo 1° mismos que fueron los siguientes: 

 

                    “Artículo 1°. Las disposiciones de esta ley son de orden e interés 
públicos, y se aplicarán a los actos, procedimientos y resoluciones de la 
Administración Pública Federal centralizada, sin perjuicio de lo dispuesto en 
los Tratados Internacionales de los que México sea parte. 

 
                     (ADICIONADO, D.O.F. 19 de ABRIL DE 2000.) 
                     El presente ordenamiento también se aplicará a los organismos 

descentralizados de la administración pública federal paraestatal respecto a 
sus actos de autoridad, a los servicios que el Estado preste de manera 
exclusiva, y a los contratos que los particulares sólo pueden celebrar con el 
mismo. 

 
                     (REFORMADO, D.O.F. 19 de ABRIL DE 2000.) 
                     Este ordenamiento no será aplicable a las materias del carácter fiscal, 

responsabilidades de los servidores públicos, justicia agraria y laboral, ni al 
ministerio público en ejercicio de sus funciones constitucionales. En relación 
con las materias de competencia económica, prácticas desleales de 
comercio internacional y financiera únicamente les será aplicable el Título 
Tercero A.” 

 

Siendo el Texto vigente el siguiente: “Artículo 1 .- Las disposiciones de 
esta ley son de orden e interés públicos, y se aplicarán a los actos, 
procedimientos y resoluciones de la Administración Pública Federal 
centralizada, sin perjuicio de lo dispuesto en los Tratados Internacionales de 
los que México sea parte. 
 
 
El presente ordenamiento también se aplicará a los organismos 
descentralizados de la administración pública federal paraestatal respecto a 
sus actos de autoridad, a los servicios que el estado preste de manera 
exclusiva, y a los contratos que los particulares sólo puedan celebrar con el 
mismo. 
 
 
Este ordenamiento no será aplicable a las materias de carácter fiscal, 
responsabilidades de los servidores públicos, justicia agraria y laboral, ni al 
ministerio público en ejercicio de sus funciones constitucionales. En relación 
con las materias de competencia económica, prácticas desleales de comercio 
internacional y financiera, únicamente les será aplicable el título tercero 
A........” 

 

Por lo que de la lectura del precepto legal antes citado se aprecia, que la Ley 

en comento expresamente excluye de su ámbito de aplicación, exceptuando lo 



dispuesto en el Título Tercero A ( De la Mejora Regulatoria.), a la materia 

financiera ; por lo que si bien es cierto que el artículo primero del Estatuto 

Orgánico de la Comisión Nacional para la Protección y Defensa al Usuario de 

Servicios Financieros refiere que esta Comisión es un Organismo Público 

Descentralizado de la Administración Pública Federal, también lo es que esta 

disposición legal refiere que tiene autonomía técnica para dictar sus 

resoluciones y laudos, facultades de autoridad para imponer las sanciones 

correspondientes, así como las obligaciones y atribuciones que le confiere la 

Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros; sin que del 

mismo exista ninguna relación ni se haga mención alguna a la Ley Federal del 

Procedimiento Administrativo, misma que por una parte inclusive tampoco 

contiene artículo alguno que haga referencia a la CONDUSEF y por otra, en 

forma expresa, excluye la materia financiera, tal y como se demostró 

anteriormente; por tanto, es evidente que dicho ordenamiento legal no es 

aplicable, como ya se dijo anteriormente, a la substanciación y resolución del 

Recurso de Revisión, por existir una excluyente en forma expresa en la Ley en 

comento, con respecto a la materia financiera, quedando por demás claro que 

la solución a la problemática planteada en nuestra investigación no puede ser 

la Ley Federal del Procedimiento Administrativo; ya que los actos emitidos por 

la CONDUSEF versan netamente sobre materia financiera, en virtud de que 

atiende las problemáticas planteadas por los usuarios del Sector Financiero. 

 

 



3. LA APLICACIÓN SUPLETORIA DEL CÓDIGO DE COMERCIO A LA 
SUBSTANCIACIÓN Y RESOLUCIÓN DEL RECURSO DE REVISIÓN 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY DE PROTECCIÓN Y DEFENSA 
AL USUARIO DE SERVICIOS FINANCIEROS. 
 
En atención a que las controversias que se ventilan ante la Comisión Nacional 

para la Protección y Defensa del Usuario de Servicios Financieros derivan de 

los servicios u operaciones que proporciona el Sector Financiero en nuestro 

país, resulta incuestionable que los actos que emita la CONDUSEF versaran 

sobre la materia financiera, razón por la cual no se puede proponer tan a la 

ligera una solución a la problemática planteada en la presente investigación; ya 

que lo correcto es que la solución a la laguna legal prevista en el artículo 99 de 

la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros sea 

adecuada y congruente con la especialización de los actos que emite la 

autoridad aludida, por lo que en el siguiente punto hablaremos un poco de la 

naturaleza de las controversias que se ventilan ante la Comisión, así como de 

las Instituciones en las que es competente la autoridad antes señalada. 

El artículo 2° de la Ley señala tanto a las personas que van a ser considerados 

usuarios, como a las Instituciones Financieras en las que es competente la 

CONDUSEF, precepto legal que a la letra dispone:  

ARTÍCULO 2.-  Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 

I. Usuario, en singular o plural, la persona que contrata, utiliza o por cualquier otra 
causa tenga algún derecho frente a la Institución Financiera como resultado de la 
operación o servicio prestado; 

II. Comisión Nacional, a la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los 
Usuarios de Servicios Financieros; 



III. Comisiones Nacionales, a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a la 
Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, y a la Comisión Nacional del Sistema de 
Ahorro para el Retiro; 

IV. Institución Financiera, en singular o plural, a las sociedades controladoras, 
instituciones de crédito, sociedades financieras de objeto limitado, sociedades de 
información crediticia, casas de bolsa, especialistas bursátiles, sociedades de 
inversión, almacenes generales de depósito, uniones de crédito, arrendadoras 
financieras, empresas de factoraje financiero, sociedades de ahorro y préstamo, 
casas de cambio, instituciones de seguros, sociedades mutualistas de seguros, 
instituciones de fianzas, administradoras de fondos para el retiro, empresas 
operadoras de la base de datos nacional del sistema de ahorro para el retiro, y 
cualquiera otra sociedad que requiera de la autorización de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público o de cualesquiera de las Comisiones Nacionales 
para constituirse y funcionar como tales y ofrecer un producto o servicio 
financiero a los Usuarios.6  

Del precepto legal antes señalado podemos observar que los actos que 

realizan todas y cada una de las Instituciones Financieras antes citadas son 

meramente actos mercantiles o de comercio, siendo necesario para una mayor 

comprensión definir los mismos. 

 

ACTOS DE COMERCIO: “Por acto de comercio se entiende la expresión de la 

voluntad humana susceptible de producir efectos jurídicos dentro del ámbito de 

la realidad reservada a la regulación de la legislación mercantil.”, es decir, en 

términos más sencillos podemos definir al acto de comercio como una 

actividad en donde intervienen dos partes, por una se encuentra el comerciante 

que es el que se encarga de ofrecer un producto o un servicio y por otra un 

consumidor, es decir la persona que va a comprar el producto o contratar el 

servicio ofrecido por el comerciante, manifestando su voluntad a la ahora de 

realizar la transacción, encontrándose conscientes de las consecuencias 

jurídicas que dicha actividad trae consigo misma, dichos actos de comercio se 

                                                 
6 Art. 2 LPDUSF, MÉXICO, 2000, P. 16-17. 



encuentran descritos en el artículo 75 del Código de Comercio mismo que a la 

letra dispone: 

ARTICULO 75. La ley reputa actos de comercio: 
 
I. Todas las adquisiciones, enajenaciones y alquileres verificados con propósito de 
especulación comercial, de mantenimiento, artículos, muebles mercaderías, sea 
en estado natural, sea después de trabajados o labrados; 
 
II. Las comparas y ventas de bienes inmuebles, cuando se hagan con dicho 
propósito de especulación comercial; 
 
III. Las compras y ventas de porciones, acciones y obligaciones de las sociedades 
mercantiles. 
 
IV. Los contratos relativos a obligaciones del Estado u otros títulos de crédito 
corrientes en el comercio; 
 
V. Las empresas de abastecimientos y suministros; 
 
VI. Las empresas de construcciones y trabajos públicos y privados; 
 
VII. Las empresas de fábricas y manifacturas; 
 
VIII. Las empresas de transportes de personas o cosas, por tierra o por agua, y las 
empresas de turismo; 
 
IX. Las librerías y las empresas editoriales y tipografícas; 
 
X. Las empresas de comisiones, de agencias, de oficinas de negocios comerciales 
y establecimientos de ventas en pública almoneda; 
 
XI. Las empresas de espectáculos públicos; 
 
XII. Las operaciones de comisión mercantil; 
 
XIII. Las operaciones de mediación en negocios mercantiles; 
 
XIV. Las operaciones de bancos; 
 
XV. Todos los contratos relativos al comercio marítimo y a la navegación interior y 
exterior; 
 
XVI. Los contratos de seguros de toda especie, siempre que sean hechos por 
empresas; 
 
XVII. Los depósitos por causa de comercio; 
 
XVIII. Los depósitos en los almacenes generales y todas las operaciones hechas 
sobre los certificados de depósito y bonos de prenda librados por los mismos; 
 
XIX. Los cheques, letras de cambio o remesas de dinero de una plaza a otra, entre 
toda clase de personas; 
 



XX. Los valores u otros títulos a la orden o al portador, y las obligaciones de los 
comerciantes, a no ser que se pruebe que se derivan de una causa extraña al 
comercio; 
 
XXI. Las obligaciones entre comerciantes y banqueros, si no son de naturaleza 
esencialmente civil; 
 
XXII. Los contratos y obligaciones de los empleados de los comerciantes en lo que 
concierne al comercio del negociante que los tiene a su servicio; 
 
XIII. La enajenación que el propietario o el cultivador hagan de los productos de su 
finca o de su cultivo; 
 
XXIV. Las operaciones contenidas en la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito. 
 
XXV. Cualesquiera otros actos de naturaleza análoga a los expresados en este 
Código.7

 
 

De lo anteriormente expuesto se aprecia en forma clara que la mayoría de las 

actividades descritas en el precepto legal antes citados, son realizadas por las 

Instituciones Financieras señaladas en el artículo 2° de la Ley de Protección y 

Defensa al Usuario de Servicios Financieros, de lo que se concluye y se 

corrobora, fehacientemente, que los actos que realizan son puramente 

mercantiles, Ejemplos: 

Uno de ellos sería en un Contrato de Seguro en donde la Compañía 

Aseguradora ofrece al asegurado una póliza de Responsabilidad Civil, en la 

cual se obliga a cubrir los daños que éste pudiera ocasionar a terceros, a 

consecuencia de un siniestro, en este caso se observan claramente tanto la 

figura del comerciante como la del consumidor; así como la manifestación de la 

voluntad de ambos al momento de firmar el contrato correspondiente, momento 

en el que, también, las partes se encuentran plenamente conscientes de los 

efectos jurídicos que dicho acto trajo consignó, es decir; por una parte la 

                                                 
7 Art. 75 Código de Comercio, México, 2005, p. 12-13. 



obligación del asegurado de cubrir el monto de la póliza de seguro y por otra la 

obligación que adquiere la Aseguradora al momento de que se suscite un 

siniestro de pagar los daños ocasionados por el asegurado, en tal virtud es 

evidente que en el ejemplo anterior se actualizó un acto meramente mercantil. 

Otros ejemplos prácticos serían los siguientes: 

 
 
 
 
 
 



 
 
 
 



 
 

 



Por tanto, si la Comisión Nacional conoce de las controversias derivadas entre 

los usuarios de servicios financieros y las Instituciones Financieras, y por la 

naturaleza de los actos de estas últimas, es evidente que la Ley que rige los 

actos antes citados es especializada, es decir, existen una diversidad de leyes 

especiales encargadas de regir los actos aludidos, razón por la cual 

procederemos a conocer cuáles son estas leyes y de esta forma conocer un 

poco acerca de la legislación mercantil a efecto de comprender un poco más la 

propuesta de solución a la problemática planteada en la presente investigación. 

 

Legislación Mercantil que rige al Sistema Financiero Mexicano. 
 

La Legislación Mercantil es muy diversa, razón por la cual sólo procederemos a 

mencionar las leyes que rigen al Sistema Financiero Mexicano, con la única 

finalidad de conocer la existencia de las mismas. 

•  Ley de Instituciones de Crédito. 

•  Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares de Crédito. 

• Ley del Banco de México. 

• Ley de Sociedades de Inversión. 

• Ley para Regular las Agrupaciones Financieras  

• Ley Sobre el Contrato de Seguro. 

• Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros. 

 

Una vez que ya conocemos algunas de las leyes que rigen al Sector 

Financiero, podemos percatarnos que la solución a la problemática planteada 



debe de ser congruente y acorde a la naturaleza de los multicitados actos, por 

lo que procederemos a señalar, a nuestra consideración, cuál sería la misma. 

 

Por lo que, de todo lo anteriormente expuesto, se concluye que la solución a la 

problemática prevista en el artículo 99 de la Ley de Protección y Defensa al 

Usuario de Servicios Financieros es la aplicación del Código de Comercio en 

cuento a lo no previsto en la substanciación y resolución del Recurso de 

Revisión dispuesto en el precepto legal antes señalado, por tratarse de una 

legislación netamente mercantil, así como los actos que realiza el Sector 

Financiero y las controversias que se ventilan ante la Comisión Nacional para 

la Protección y Defensa al Usuaria de Servicios Financieros, siendo evidente 

que es una legislación que cumple con el requisito de especialización de la 

materia financiera, ya que es bien sabido que no se le puede dar un trato 

general a algo que es muy especializado, máxime cuando existe legislación al 

respecto. 

 

4. REDACCIÓN DEL PRECEPTO LEGAL QUE SE PROPONE ADICIONAR 
AL CAPÍTULO II “DE LA SUBSTANCIACIÓN DEL RECURSO”, PREVISTO 
EN LA LEY DE PROTECCIÓN Y DEFENSA AL USUARIO DE SERVICIOS 
FINANCIEROS.  
 

Artículo 107.- “En lo no previsto en la presente Ley, en cuanto 

a la substanciación y resolución del Recurso al que se refiere 

este Capitulo será aplicable el Código de Comercio.”  



La propuesta antes citada de hecho en la practica se realiza, tal como lo 

podemos apreciar de los siguientes casos en los que el Director de Recursos el 

Maestro Alejandro Alcántara Torres decidió aplicar el Código de Comercio, en 

cuanto a lo no previsto en la Ley de Protección y Defensa al Usuario de 

Servicios Financieros, en relación a la substanciación y resolución del Recurso 

de Revisión previsto en el artículo 99 del ordenamiento legal antes citado, 

situación que se corrobora de los siguientes ejemplos: 

 



 



 



Del siguiente ejemplo solo se citaran fragmentos por ser una resolución muy 

extensa: 

 



 
 



 
 



Como podemos observar el Código de Comercio es la legislación más apropiada 

para aplicar en forma supletoria en cuanto a lo no previsto en el artículo 99 de la 

Ley de la materia, lo anterior por la naturaleza de las controversias que se ventilan 

ante la CONDUSEF; tal y como se expuso anteriormente, razón por la cual, de 

aceptarse mi propuesta, dicha situación traería como consecuencia los siguientes 

beneficios: 

 

• Otorgaría seguridad jurídica, en virtud de que se lograría que ya no 

fuera a consideración de la autoridad competente la aplicación de 

alguna Ley que a su criterio fuera la que aplicara; sino que dicha 

supletoriedad ya se encontraría prevista en la Ley de Protección y 

Defensa al Usuario de Servicios Financieros, teniendo de este modo el 

usuario de servicios financieros la seguridad jurídica de que su 

controversia va a ser resuelta en atención a la legislación vigente y no al 

arbitrio de la autoridad. 

• Proporcionaría confianza a la Institución, toda vez que al momento de 

aplicarse supletoriamente el Código de Comercio en la substanciación y 

resolución del Recurso de Revisión previsto en el artículo 99 de la Ley 

de la materia agilizaría el procedimiento y de esta forma al ser la 

CONDUSEF más expedita en la atención de las controversias 

planteadas, dicha situación traería como consecuencia precisamente la 

confianza de los usuarios para con este Organismo. 



• Credibilidad en los actos que emita la misma: Toda vez que al ser la 

Comisión Nacional para la Protección y Defensa al Usuario de Servicios 

Financieros, el Ombusman Financiero, es evidente que tiene que darle a 

las controversias planteadas una tratamiento especializado, situación 

que originaria indiscutiblemente credibilidad entre los usuarios de 

servicios financieros al percatarse de la especialización de la legislación 

que se está aplicando a su asunto y del dominio de las materias 

financieras, de este modo el quejoso se sentiría que realmente que se 

están protegiendo sus derechos. 

• El más importante generaría un estado de satisfacción entre la 

población, al darse cuenta de que sus controversias se están 

resolviendo de la mejor manera y en todo momento dándole la razón a 

quien la tiene, situación que traería como consecuencia que el que la 

Comisión Nacional para la Protección y Defensa al Usuario de Servicios 

Financieros, lograra poco a poco posicionarse dentro de la sociedad y 

de esta forma fortalecer el ejercicio de la misma. 

Razón por la cual consideró fielmente, que la propuesta que hoy realizo en la 

presente investigación es de suma importancia para el crecimiento de la 

CONDUSEF, en virtud de que estamos plenamente convencidos de que la 

labor que ésta realiza es muy noble y loable, por lo que es necesario que se 

siga impulsando y perfeccionando sus procedimientos, así como la atención 

que ésta da a los usuarios de servicios financieros que, muchas veces, se ven 

desprotegidos y atropellados por las infraestructuras del Sector Financiero. 

 



CONCLUSIONES 

 

 

PRIMERA. El Sistema Financiero Mexicano tuvo sus orígenes desde las antiguas 

civilizaciones, mismo que a través del tiempo fue evolucionando, conociéndose 

como tal, en nuestro país, en 1985 al aparecer en la Ley Reglamentaria del 

Servicio Público de Banca y Crédito la primera definición. 

     

SEGUNDA. El Sistema Financiero Mexicano actualmente se encuentra 

conformado de la siguiente manera:  

• Autoridades Financieras. 

• Instituciones de Servicios Complementarios, Auxiliares o de apoyo a dichas 

Entidades. 

• Grupos Financieros. 

• Entidades Financieras. 

 

TERCERA. La Comisión Nacional para la Protección y Defensa al Usuario de 

Servicios Financieros, es un Organismo Público Descentralizado que cuenta con 

facultades para conocer de las controversias entre los usuarios de servicios 

financieros y las Instituciones Financieras, así como las obligaciones y las 

atribuciones que le confiere la Ley de Protección y Defensa al Usuario de 

Servicios Financieros.          

 

CUARTA. Los principales procedimientos que se ventilan en la CONDUSEF son el 

procedimiento conciliatorio, el de arbitraje, el sancionador, el relativo a la emisión 



de un dictamen técnico, así como el del Recurso de Revisión previsto en el 

artículo 99 de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros. 

    

QUINTA. El Recurso de Revisión es un medio de impugnación que tienen 

las partes para hacer valer sus derechos frente a actos que, a su 

consideración, fueron emitidos por la CONDUSEF en forma ilegal, razón 

por la cual, dicho procedimiento, es de suma importancia. Sin embargo, 

existe una laguna legal que obstaculiza el desahogo de dicho proceso, al 

no considerar el Código de Comercio como legislación supletoria en cuanto 

a lo no previsto en la substanciación y resolución del recurso administrativo 

previsto en el artículo 99 de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de 

Servicios Financieros.  

 

SEXTA. El Código de Comercio es el encargado de regular todos los actos de 

comercio, por lo tanto,  la materia sobre la que versa la legislación antes citada es 

netamente mercantil, al igual que las controversias que se ventilan ante la 

Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios. 

 

SEPTIMA. El Código de Comercio debe de ser la legislación aplicable, en forma 

supletoria, en cuanto a lo no previsto en la substanciación y resolución del 

Recurso de Revisión Previsto en el artículo 99 de la Ley de Protección y Defensa 

al Usuario de Servicios Financieros, por tratarse de una legislación especializada y 

acorde a las controversias que se plantean en la CONDUSEF.              

 



OCTAVA. En la práctica de hecho el Código de Comercio se aplica en cuanto a lo 

no previsto en la substanciación y resolución del Recurso de Revisión previsto en 

el artículo 99 la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros.     

 

NOVENA. De legislarse la supletoridad citada, en el párrafo anterior, traería como 

beneficio el que se agilizara el procedimiento en comento; así como transparencia 

y seguridad jurídica en los actos que emita la Comisión Nacional para la 

Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, propiciando dicho 

acontecimiento la confianza y el reconocimiento de los ciudadanos, pues estarán 

convencidos de que sus controversias serán resueltas en todo momento con 

apego a Derecho.   

 

         

 

 

 

 

 

 

 

 

 



GLOSARIO 
  

ACTIVIDAD FINANCIERA: Es el conjunto de operaciones que se efectúan en el 

mercado de oferentes y demandantes de recursos financieros, incluyendo aquellas 

operaciones que intervienen en la formación del mercado de dinero y de capitales.  

  

ALMACENES GENERALES DE DEPÓSITO : Instituciones auxiliares de crédito 

que tienen por objeto el almacenamiento, guarda o conservación de bienes o 

mercancías y la expedición de certificados de depósito y bonos de prenda, siendo 

estos últimos opcionales, cuando a solicitud del depositante se emitan como no 

negociables los certificados de depósitos. Los almacenes generales de depósitos 

tendrán la posibilidad de realizar las siguientes actividades: a) transformar las 

mercancías depositadas para aumentar su valor, sin variar esencialmente su 

naturaleza; b) transportar mercancías que entren o salgan de su almacén, siempre 

que éstas vayan a ser o hayan sido almacenadas en éste; c) expedir certificados 

de depósito por mercancías en tránsito si el depositante y el acreedor prendario 

dan su conformidad y corren los riesgos inherentes, además de asegurar, por 

conducto del almacén, las mercancías.  

  

BANCO: Institución que realiza operaciones de banca, es decir, es prestatario y 

prestamista de crédito; recibe y concentra en forma de depósitos los capitales 

captados para ponerlos a disposición de quienes puedan hacerlos fructificar.  

  

  



 BOLSA DE VALORES: Institución privada, constituida como Sociedad Anónima 

de Capital Variable, que tiene por objeto facilitar las transacciones con valores y 

procurar el desarrollo del mercado respectivo; establecer locales, instalaciones y 

mecanismos que faciliten las relaciones y operaciones de valores; proporcionar y 

mantener, a disposición del público, información sobre los valores inscritos en la 

bolsa, los listados del sistema de cotizaciones y las operaciones que en ella se 

realicen; velar por el estricto apego de la actividad de sus socios a las 

disposiciones que les sean aplicables; certificar las cotizaciones en bolsa; y 

realizar aquellas otras actividades análogas o complementarias a las anteriores 

que autorice la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.  

La Ley del Mercado de Valores establece que es facultad del Estado, por medio 

de la SHCP, otorgar la concesión para el funcionamiento de las Bolsas de Valores. 

En la actualidad la única autorización vigente es la de la Bolsa Mexicana de 

Valores.  

  

CASA DE BOLSA: Institución Financiera que actúa como intermediario ante una 

Bolsa de Valores para que un usuario o cliente pueda realizar operaciones 

bursátiles. 

   

CASAS DE CAMBIO: Son las organizaciones privadas que la Ley General de 

Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito faculta como las únicas 

responsables de la actividad auxiliar del crédito. Sus actividades se definen en el 

Art. 82 de dicha Ley de la siguiente forma: " que su objeto social sea 

exclusivamente la realización de compra, venta y cambio de divisas; billetes y 



piezas metálicas nacionales o extranjeras, que no tengan curso legal en el país de 

emisión; piezas de plata conocidas como onzas troy y piezas metálicas 

conmemorativas acuñadas en forma de moneda", "que estén constituidas como 

sociedades mexicanas con cláusulas de exclusión de extranjeros".  

  

CLIENTE: Nombre genérico que se da a toda persona física o moral que tiene una 

relación, mediante convenio, con una institución financiera. La connotación cliente 

incluye a: cuentahabientes, tarjetahabientes, inversionistas, depositantes, 

acreditados y deudores.:  

   

CRÉDITO: Traspasar la propiedad de dinero, mercancías u otros bienes mediante 

una promesa de pago. 

    

 DICTAMEN: Opinión o juicio que se forma o emite sobre una cosa. 

 

FACTORAJE: Actividad financiera prevista en la Ley General de Organización y 

Actividades Auxiliares de Crédito, mediante la cual se establece un contrato de 

crédito para la obtención de liquidez inmediata, pudiendo ser ésta un pago único o 

una línea de crédito; la garantía de dicho crédito es la cesión en favor de una 

empresa de factoraje (quien presta el servicio) del valor de los documentos 

(derechos de crédito) generados por la producción de bienes y/o prestación de 

servicios de el facturado (el receptor de crédito).  

El costo financiero del factoraje es el que asume el facturado por los servicios de 

administración y cobranza de los derechos de crédito, así como el riesgo por la 

probable falta de pago de los documentos cedidos.  



  

INTERMEDIACIÓN FINANCIERA: Función de intervención que realizan las 

instituciones nacionales de crédito, organismos auxiliares, instituciones nacionales 

de seguros y fianzas y demás instituciones o entidades legalmente autorizadas 

para constituirse como medios de enlace, entre el acreditante de un financiamiento 

y el acreditado, obteniendo una comisión por su labor de concertar los créditos en 

los mercados de dinero nacionales e internacionales.  

 

 LAUDO: Decisión dictada por árbitros de Derecho, o en amigable composición, a 

quienes se ha sometido a arbitraje algún asunto. Dicha decisión tiene fuerza 

ejecutiva, de cosa juzgada, por lo que puede solicitarse su ejecución ante un juez. 

 

PROCEDIMIENTO: En el ámbito jurídico, conjunto de acciones seguidas en la 

elaboración de un negocio jurídico o las diligencias e instrucciones llevadas a cabo 

en la tramitación de un proceso judicial. 

  

USUARIO: La persona que contrata, utiliza u por cualquier otra causa, obtenga 

algún derecho frente a la Institución Financiera como resultado de la operación o 

servicio prestado. 
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